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Esta investigación examina los efectos de la producción de cultivos ilícitos de coca sobre 
el bienestar de la población de las regiones productoras, desde el enfoque de capacidades. 
Se encontró que los aumentos en la producción ilícita van acompañados del aumento en 
la aplicación de seguridad ilegal privada y de corrupción. Se analiza el efecto de la 
producción ilícita sobre el bienestar desde el enfoque de capacidades; los resultados 
señalan que el efecto de la producción ilícita sobre el bienestar al nivel individual depende 
de la magnitud de la preferencia por el ingreso, de la magnitud del factor de impulso del 
ingreso ilegal sobre las realizaciones no monetarias, y de la magnitud del factor de impulso 
de las realizaciones no monetarias sobre el ingreso. Los cambios en el estado de bienestar 
social en una región productora de cultivos ilícitos dependerán de la proporción de 
productores dedicados a la producción ilícita, de la magnitud del cambio neto en las 
realizaciones monetarias de los productores de cultivos ilícitos, y de la magnitud de la 
reducción de  las realizaciones no asociadas al ingreso para el conjunto de la población 
habitante de la región productora. 
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This research examines the effects of the production of illicit coca crops on wellbeing, from 
the capabilities approach. The research identified that increases in illicit crops production 
correlate with proportional increase in illegal private security and corruption. The effect of 
the illicit production on wellbeing from the capability approach is analyzed; the results 
indicate that the effect of the illicit production on wellbeing at the individual level depends 
on the magnitude of the preference for income, the magnitude of the illicit income 
momentum factor on non-monetary functionings, and on the magnitude of the momentum 
factor of the non-monetary functionings on the income. Changes in social wellbeing in an 
illicit crop producing region, depend on the ratio of illicit production farmers, on the 
magnitude of the net change in monetary functionings of illicit crop producers, and on the 
magnitude of the reduction of non- monetary functionings for the entire resident population 
of the producing region. 
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El trabajo de investigación que se inicia con estas páginas tuvo como propósito abordar el 
estudio de la relación entre la producción de cultivos de coca y el bienestar en las regiones 
cocaleras, considerando el bienestar desde el enfoque de capacidades propuesto por 
Amrtya Sen. Por ello, el trabajo se enmarca en el ámbito de la economía del desarrollo, 
pero entendiendo el desarrollo como la expansión de las libertades humanas. La 
particularidad del trabajo consiste en examinar el problema de la expansión de las libertades 
en un marco de ilegalidad.  
 
En el capítulo inicial se aborda la dinámica reciente de la producción de cultivos de coca en 
Colombia y propone un modelo para el análisis del bienestar del productor cocalero desde 
el enfoque de capacidades. El capítulo segundo examina el problema del traficante, y aporta 
un marco para la comprensión de la naturaleza monopsónica del mercado de la coca en las 
regiones productoras, y para la integración del uso de la violencia y de la corrupción dentro 
de la función de maximización del beneficio del traficante. Se presentan también algunas 
digresiones que abordan el problema del soborno y su relación con la densidad cambiante 
del Estado en los varios escenarios en los que interactúan las autoridades y los 
delincuentes; la lógica de cooptación del Estado cuando se quiere ascender en la escala 
de control territorial y político; la estabilidad del precio nominal que ha producido gran 
curiosidad entre los analistas de la oferta de coca, y la pertinencia de la traición y de los 
pactos non santos entre el Estado y los traficantes. El tercer capítulo es un análisis de caso 
que contrasta la dinámica de violencia en la región Sur del Meta – Guaviare, con los 
hallazgos del modelo formal. 
 
El capítulo final aborda el tema central de esta investigación, a saber, la relación que puede 
establecerse entre la producción de cultivos ilícitos y el bienestar desde el enfoque de 
capacidades. Para ello, se analiza el problema del bienestar individual y social en una región 
productora marcada por un contexto de ilegalidad. Posteriormente se examina la lógica de 
localización de los cultivos ilícitos al nivel municipal construyendo un índice de 
vulnerabilidad que integra variables relacionadas con las oportunidades sociales, la 
seguridad protectora, las oportunidades de acceso a los mercados, y las garantías de 
transparencia.  
 
El autor agradece las observaciones críticas de los jurados del trabajo, que contribuyeron 
















Capítulo 1: Producción de coca en Colombia y 
bienestar de los cultivadores  
Este capítulo presenta algunos aspectos relevantes sobre la planta y el proceso de 
transformación agroindustrial de la coca, y sobre la producción en Colombia. 
Posteriormente se presenta la dinámica de precios de la hoja de coca y sus derivados, y se 
ofrece una información básica sobre el comportamiento de la oferta. Finalmente, se 
desarrolla un modelo para el análisis del bienestar de los productores desde el enfoque de 
capacidades, y se presentan algunas informaciones que ilustran su estado de bienestar 
incorporando variables monetarias y no monetarias. 
 
La coca: Información básica de referencia  
 
La planta llamada “coca” pertenece al género Erythroxylum, un género pantropical que 
cuenta con alrededor de 230 especies, de las cuales en Colombia incluye cerca de 40 
especies. Las especies cultivadas en el país son la Erythroxylum coca Lam, y la 
Erythroxylum novogranatense (Morris) (Galindo y Fernández, 2010). Estos autores reportan 
la existencia de 14 variedades de uso comercial, tres de las cuales corresponden a un cruce 
de las dos especies.   
 
Con apenas algunas variaciones, las diferentes variedades corresponden a un arbusto 
perenne que puede vivir hasta 20 años o más (Matteucci y Morello, 1996, p. 14) y que crece 
hasta 2,5 m de altura. La altitud óptima para la producción es de 1.000 a 2.000 msnm, altura 
en la que el contenido de cocaína es mayor, pero puede ser cultivada desde el nivel del mar 
hasta los 2.000 msnm (Matteucci y Morello, 1996). Las plantas de coca paralizan la 
fotosíntesis con temperaturas inferiores a 12ºC, y temperaturas inferiores a 4ºC pueden 
causar daños irreversibles al follaje, aunque no matan la planta (Neumann, R., 2004). 
 
En América Latina, y particularmente en Colombia, Perú y Bolivia, las comunidades 
indígenas han consumido hojas de coca para usos medicinales y rituales desde períodos 
prehispánicos. En Colombia hace parte de los hábitos de consumo para los pueblos 
indígenas de la Amazonía, la Sierra Nevada y la región Andina (Ceballos & Lopera, 2009); 
varios estudios indican que el consumo ritual por “mambeo” (uso masticado de la hoja de 
coca con cal) no produce los efectos del clorhidrato de cocaína debido a que las dosis del 
principio activo son muy bajas  (Vera, K. & Manrique, G., 2002). 
 
El consumo reiterado de cocaína produce una modificación permanente de la actividad 





p.152), entendida como la dependencia del organismo de alguna sustancia o droga a la que 
se ha habituado, y que se expresa en una alta propensión al consumo por los efectos 
percibidos y por la sintomatología de su abstinencia. 
 
La legislación colombiana en torno a la prohibición de los cultivos de coca tiene como 
referente internacional directo la Convención contra el tráfico de estupefacientes de 1961 
(Ceballos & Lopera, 2009, p. 18). Años más tarde, el cultivo de la coca se convierte en ilícito 
desde la promulgación de la Ley 30 de 1986. Posteriormente la Ley 67 de 1993 abre un 
espacio de legalidad a los cultivos de coca de las comunidades indígenas. Algunos de sus 
artículos fueron modificados por medio de la Ley 365 de 1997. Finalmente, el artículo 375 
del Código Penal del 2000 establece –tomando como base los lineamientos anteriores- lo 
siguiente: 
 
Conservación o financiación de plantaciones: El que sin permiso de autoridad 
competente cultive, conserve o financie plantaciones de marihuana o cualquier otra 
planta de las que pueda producirse cocaína, morfina, heroína o cualquiera otra droga 
que produzca dependencia, o más de un (1) kilogramo de semillas de dichas plantas, 
incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a doscientos dieciséis (216) meses y en 
multa de doscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (266,66) a dos mil doscientos 
cincuenta (2.250) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Si la cantidad de 
plantas de que trata esta artículo excediere de veinte (20) sin sobrepasar la cantidad 
de cien (100), la pena será de sesenta y cuatro (64) a ciento ocho (108) meses de 
prisión y multa de trece punto treinta y tres (13,33) a setenta y cinco (75) salarios 
mínimos legales  mensuales vigentes) 
 
Ceballos y Lopera, señalan que quedan proscritas todas las actividades de la cadena de 
producción agrícola de los cultivos de coca, excepto las labores de cosecha, con lo que no 
se penaliza a los “raspachines” (p. 20). En síntesis, el cultivo de la coca es una actividad 
ilegal que tiene penas que varían entre los 5 años y 4 meses, hasta los 18 años de prisión, 
y con multas extraordinarias. 
 
Aspectos agroindustriales del cultivo ilegal de coca en 
Colombia 
 
En cultivos para la extracción de coca, la planta comienza la producción desde el primer 
año, teniendo rendimientos aproximados de 3.500 kg de hoja fresca por hectárea. Alcanza 
el máximo de rendimiento en el tercer año, con un pico cercano a los 6.500 kg de hoja 
fresca por hectárea, y posteriormente disminuye su rendimiento a cerca de 5.300 kg de hoja 
fresca por hectárea (UNODC, 2007) Este rendimiento puede sostenerse durante un período 
cercano a los 5 años, o incluso más, de acuerdo con las prácticas culturales realizadas al 
cultivo. 
 
El procedimiento de producción en Colombia es similar al descrito por Matteucci y Morello 
para el caso boliviano. Existen diferencias importantes en el número de cosechas por año 
según la región productora, y ha habido variaciones significativas en el rendimiento anual, 
como se evidencia en la Tabla 1. El número de cosechas depende de la variedad, de la 
altura sobre el nivel del mar, y de la intensidad de aplicación de fertilizantes nitrogenados y 
otros insumos. De igual manera, el rendimiento anual de los cultivos de coca es variable de 
acuerdo con las condiciones de fertilidad del suelo, la aplicación de insumos, y las 





Gráfico 1: Rendimiento de hoja de la planta de coca a través del tiempo 




Tabla 1: Diferencias en los patrones regionales de cosechas y rendimiento de cultivos de coca 
2005 - 2010 
Fuente: Elaborado a partir de UNODC, 2012 (p. 42 y 43), 2011 (p. 71), y 2007 (p.18 y 19).  
 
2005 2010 2005 2010
Pacífico 2,5         3,8         2.600                     3.800                           1.200          
Meta - Guaviare 6,6         5,4         9.000                     5.100                           3.900 -         
Putumayo - Caquetá 3,9         4,3         5.600                     4.100                           1.500 -         
Orinoquía 5,4         6,2         7.100                     5.000                           2.100 -         
Sur de Bolívar 3,3         4,5         6.600                     4.000                           2.600 -         
Catatumbo 4,5         4,0         4.600                     5.500                           900              




El procesamiento de la hoja de coca incluye varios subprocesos hasta la obtención del 
producto final, el clorhidrato de cocaína seco que se vende como polvo blanco. El proceso 
se esquematiza en la Ilustración 1. 
 
El proceso de transformación puede llevarse a cabo in situ en laboratorios sencillos. En 
Colombia, los pequeños productores campesinos participan del proceso de transformación 
de la hoja de coca en forma variable de acuerdo con la región donde se localicen. Lo más 
habitual actualmente es que vendan la hoja de coca fresca (56%), pero la transformación 
in situ puede llegar hasta la obtención de pasta base (27%), o hasta base de cocaína (17%) 












































Ilustración 1: Esquema de la transformación agroindustrial de la hoja de coca 
Fuente: Elaboración propia a partir de UNODC, 2012 b 
 
Subproductos de refinamiento de hoja de coca y rendimiento.
736 Kg de Hoja de Coca fresca
(Rango:  626 - 846 Kg).
+
· Sal: 25 Kg ó Úrea: 11 kg
· Cemento o Cal: 50 Kg. 
· Ácido Sulfúrico: 1 Litro.
· Gasolina o A.C.P.M:  71 Galones
· Agua: 40 L




· Amoniaco: 2 L o Carbonato de 
Sodio: 1,25 Kg
· Permanganato de Potasio, 0.5 
kg





· Permanganato de Potasio, 
0.2 kg
· Ácido Sulfúrico: 0.3 L








Tabla 2: Porcentaje de cultivadores que venden hoja fresca, pasta básica y base de cocaína 
Fuente: UNODC 2012 (p. 44) y 2011(p. 80) 
 
Región
% Cultivadores que 
venden hoja fresca
% Cultivadores que 
procesan Pasta Básica
% Cultivadores que 
procesan Base de Cocaína
Sierra Nevada 91 4 0
Catatumbo 82 18 0
Pacífico 78 21 1
Putumayo Caquetá 33 1 66
Sur de Bolívar 59 8 33
Orinoquía 0 100 0
Meta Guaviare 22 78 0
Amazonía 33 1 66
Todas las regiones 2011 56 27 17
Todas las regiones 2005 34 35 31  
 
De los datos anteriores es pertinente resaltar que la participación de los pequeños 
productores campesinos en la síntesis de clorhidrato de cocaína es casi nula, por lo que 
puede asumirse que el mercado de los cultivos de coca obedece a la lógica de un mercado 
de materias primas en grados variables de procesamiento para la obtención de clorhidrato 
de cocaína, el producto final de exportación.  
 
 
 Producción de cultivos de coca en Colombia  
 
Colombia ha sido el principal productor mundial de cultivos de coca en la última década, si 





163.000 hectáreas en el año 2000, a 48.000 en el año 2012, lo que constituye una reducción 
del 70% durante el período. La participación de Colombia en el tráfico de drogas ha 
disminuido también en la última década, con un aumento de la participación de los carteles 
mexicanos. De acuerdo con la Drug Enforcement Agency de los Estados Unidos, entre el 
60 y el 90% de la cocaína que entra a este país transita por México (Usdea, 2011).  
 
Los cultivos de coca no se distribuyen de manera homogénea por la geografía colombiana. 
El 57,7% del área cultivada entre 2001 y 2012 se concentra en los departamentos de 
Nariño, Putumayo, Guaviare y Meta; un 18,7% se localiza en Caquetá, Antioquia y Vichada,  
y sólo el 23,6% se distribuye en menor proporción en 17 departamentos. 
 
 
Gráfico 2: Participación departamental en la producción acumulada de cultivos de coca 2001 
- 2012 






En la escala municipal, en Colombia 302 municipios han tenido establecidos cultivos de 
coca en algún momento durante el período 2001 – 2012; pero el 60% del área total 
acumulada sembrada durante el período se concentra en sólo 22 municipios, (7% de los 
municipios productores). Más aún, el 37,8% de la coca producida en Colombia durante este 
lapso se concentra en sólo 10 municipios. Estos municipios son: Tumaco (Nariño, 60.437 
ha), Cumaribo (Vichada, 54.833 ha), Miraflores (Guaviare, 45.250 ha), San José del 
Guaviare (37.197 ha), El Retorno (Guaviare, 35.117 ha), Puerto Rico (Meta, 33.780 ha), 
Puerto Asís (Putumayo, 33.132 ha), Mapiripán (Meta, 26.940 ha), Barbacoas (Nariño, 
























































Gráfico 3: Concentración municipal de la producción de cultivos de coca en Colombia 




La regionalización establecida por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito, UNODC, con base en el patrón de localización de los cultivos durante el período 
2000 – 2012 se distribuye del siguiente modo: 
 
Región productora Departamentos que incluye 
Sierra nevada Guajira, Magdalena 
Central1 Antioquia, Córdoba, Bolívar, Santander, Norte de Santander, 
Caldas, Boyacá y Cundinamarca 
Pacífico Chocó, Valle del Cauca, Cauca, Nariño 
Meta - Guaviare Meta y Guaviare 
Putumayo - Caquetá Putumayo y Caquetá 
Orinoco Arauca y Vichada 
Amazonía Guainía, Vaupés y Amazonas 
 
La delimitación de estas regiones, junto con algunos datos sobre la producción regional 
entre el 2008 y el 2012, se presentan en el   
                                                 

































































































































Mapa 1. La participación de las regiones en la producción nacional de cultivos de coca 
presenta un comportamiento variable. Mientras que en los primeros años se concentró en 
Putumayo – Caquetá y Meta – Guaviare, a partir del año 2007 se concentró en la región 
Pacífica y la Central (65% del total nacional para el año 2010); en el 2012 hay una 
recuperación importante de la producción en Putumayo, por lo que estas tres regiones 
(Pacífico, Central y Putumayo Caquetá) concentran el 83% de la producción nacional, con 












Mapa 1: Regionalización de la producción de coca en Colombia usada por UNODC - SIMCI 










Gráfico 4: Participación de las regiones en la producción de cultivos de coca 2001 - 2012 





Dinámica de precios de la hoja de coca y sus derivados  
 
La información que se presenta a continuación tiene como fuente la base de datos de 
precios de la hoja de coca y de sus derivados consolidada por la UNODC para el período 
2004 - 2013. Los datos han sido provistos por la Policía Nacional, la DIRAN, y por 
informantes campesinos en las zonas de producción. La serie de datos no es continua ni 
corresponde a un criterio muestral definido, dada la dificultad previsible de obtener esta 
información en terreno. No obstante, cuenta con cerca de 7.414 registros de información 
para la hoja de coca y sus derivados2.  
 
Al nivel nacional, puede decirse que es la hoja fresca la que presenta los mayores niveles 
de variación en el precio nominal (SD 12%);  la pasta básica un menor nivel de variación 
(SD 7%), y la base de cocaína y el clorhidrato presentan alta estabilidad en el precio (SD 
inferior al 5%). 
 
La hoja de coca, materia prima del proceso, aporta el 39% del valor final. La transformación 
de hoja a pasta básica, que es principalmente realizada por los productores en sus fincas, 
agrega sólo un 3% de valor. La transformación de pasta básica a base de cocaína agrega 
un 17% de valor, y el proceso final de purificación de base de cocaína a clorhidrato agrega 
un 41% del valor total. De este modo, el traficante que controla el mercado local, y quien 
habitualmente se encarga de la transformación en base de cocaína y clorhidrato, agrega el  
58% del precio final, como se ilustra en el Gráfico 5. 
                                                 
2 1.799 registros para Hoja fresca; 2.495 para Pasta base; 1.436 para Base de cocaína y 1.684 para 
Clorhidrato de cocaína. La base incluye información sobre precios también para Éxtasis, Heroína, Látex de 
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Tabla 3: Variación anual en el precio (valor corriente) de la hoja de coca y sus subproductos 
en Colombia 
Fuente: Elaboración propia a partir de la base de datos de precios de UNODC - SIMCI 
 
Año Hoja de coca fresca Pasta Básica Base de cocaína Clorhidrato de Cocaína
2.004             2.957                                 2.120.667           
2.005             2.635                                 2.110.988           2.635.714                  4.574.731                               
2.006             2.585                                 2.013.178           2.599.524                  4.265.678                               
2.007             2.200                                 1.853.627           2.740.179                  4.690.769                               
2.008             2.272                                 1.903.846           2.727.023                  4.435.514                               
2.009             2.914                                 2.051.472           2.764.229                  4.801.036                               
2.010             2.155                                 1.802.304           2.837.857                  4.453.271                               
2.011             2.274                                 1.802.921           2.567.759                  4.532.031                               
2.012             2.456                                 1.719.856           2.692.517                  4.388.488                               
2.013             2.310                                 1.845.802           2.612.153                  4.519.302                               
Media 2.476                                 1.922.466           2.686.328                  4.517.869                               
SD 289                                    141.594              88.939                       160.004                                   
%Desviación 12% 7% 3% 4%  
 
 
Gráfico 5: Agregación de valor por cada subproceso en la cadena de transformación 
Fuente: Elaboración propia a partir de la base de datos de UNODC- SIMCI, 2004 – 2013. Para el 
cálculo se ha tomado la media de rendimiento en transformación de hoja fresca en pasta básica (736 




Por otra parte, el precio real de los diferentes subproductos de la coca ha presentado una 
disminución sensible durante el período 2004 - 2013. Dicha disminución corresponde al 
50% en el caso de la hoja, al 44% en la pasta básica, y al 33% en base de cocaína y al 34% 





















Gráfico 6: Dinámica del precio real de los subproductos de la coca en el mercado nacional 
(base 2004) 




Rentabilidad de la producción lícita Vs la producción 
ilícita 
 
Los principales productos legales que compiten con la coca en las regiones productoras 
son plátano, yuca, cacao, maíz, ahuyama, ñame, fríjol, arroz de secano y algunos frutales 
(UNODC, 2008, p.78, y 2011, p.84 y siguientes); la participación de los diferentes cultivos 
varía de región en región. En un estudio anterior (Serrano, 2009, p.54) se estableció que 
para tres municipios del Catatumbo el promedio de ingresos mensuales promedio por el 
cultivo de una hectárea de especies tradicionales era siete veces inferior al ingreso derivado 
del cultivo de las tres especies de coca cultivadas en la región.   
 
En el estudio realizado por UNODC que examina la estructura económica de las unidades 
productoras agropecuarias en zonas de influencia de cultivos de coca se establece, a partir 
de la información obtenida en las encuestas a productores, que para el año 2011 la 
rentabilidad relativa de las unidades productoras agropecuarias con coca era 2,7 veces 
superior a las de las unidades productoras que no incluían coca. El mismo estudio señala 
que la producción pecuaria es la que presenta una mayor participación en la generación de 
utilidades para la producción legal. 
 
Un elemento particularmente importante en el análisis de la rentabilidad relativa de la 
producción legal e ilegal tiene que ver con la comercialización del producto. En la mayoría 
de los casos la coca (en hoja, pasta básica o base de cocaína) es comprada en las fincas; 
en el estudio para las regiones Sur de Bolívar y Catatumbo, el 98% de la coca y sus 
derivados se comercializaron en las unidades productoras (UNODC, 2008, p. 45). Por el 
contrario, la producción legal debe llevarse hasta los mercados locales, incurriendo en 
costos de transporte; en el mismo estudio, la distancia promedio a los centro de mercado 








































Asignación de tierra para la producción legal e ilegal 
 
El pequeño productor campesino cuenta con una cantidad limitada de tierra, trabajo y 
capital. La primera decisión que debe tomar el productor es qué combinación de productos 
es la que lleva su beneficio al máximo. Dada la relativa inflexibilidad de la agricultura, en la 
que no es posible recombinar los factores una vez se ha comenzado la producción 
(Bejarano, 1998, p. 101), la decisión determinante del productor es la relacionada con la 
proporción de tierra que asignará a cultivos lícitos (tradicionales) y a cultivos de coca 
(ilícitos). 
 
En condiciones normales el productor toma la decisión de asignación de tierra con base en 
la información estimada de producción y precio promedio; su beneficio en función de la 
asignación de tierras será el siguiente: 
 
𝜋 = 𝜋𝑐 + 𝜋𝑡 = 𝑝𝐴𝑛




𝜋 = Beneficio total  
𝜋𝑐 = Beneficio derivado de la tierra dedicada a la producción de coca 
𝜋𝑡 = Beneficio derivado de la tierra dedicada a la producción tradicional 
𝑝 =   Relación de precios entre la producción lícita y la ilícita, siendo 1 el correspondiente 
a la producción lícita.  
𝐴 =   Factor de productividad de la producción ilícita (kg/ha). 
𝐵 =  Factor de productividad de la producción tradicional lícita (kg/ha).   
𝑛 =  Proporción de tierra dedicada a la producción ilícita, y  
(1 − 𝑛) = Proporción de tierra dedicada a la producción tradicional.  
 
El problema del productor será maximizar su beneficio en función de 𝑛, lo que significa: 
𝑀𝑎𝑥 𝜋𝑛 = [𝑝𝐴𝑛
𝛼 + 𝐵(1 − 𝑛)𝛽]     (1.2) 








       (1.3) 
 
De acuerdo con lo anterior, la asignación de tierra se realizará de acuerdo con la relación 
entre el precio y la productividad de la producción ilegal y la legal. Entre mayor sea el precio 
relativo del producto ilegal sobre el legal, mayor será la participación de este componente 
dentro de la unidad productora.  
 
En el análisis sobre rentabilidad relativa de la producción cocalera y la producción 
tradicional realizado por Serrano (2009) para tres municipios del Catatumbo, se encontró 
que la relación 𝒑
𝑨
𝑩
 para la variedad de coca “cuarentana” respecto de 10 productos 
tradicionales y otros dos variedades de coca es notablemente superior cuando en el sistema 







Tabla 4: Relación Productividad*Precio para coca y 10 productos tradicionales en la región 
del Catatumbo. 




En el cuadro sobresalen algunos datos negativos (cultivos de Plátano hartón, Yuca y Maíz). 
Estos valores se presentan porque el beneficio económico es menor que cero, dados los 
costos de comercialización en la región. De acuerdo con lo planteado anteriormente, la 
asignación de tierra para estos productos será entonces una fracción muy pequeña de la 
unidad productiva, lo que explica que en muchos casos los productos tradicionales sólo se 
mantienen para el autoabastecimiento alimentario de las familias. 
 
Ahora bien, en caso de que esta fuese la asignación final del recurso tierra, no sería 
explicable que las áreas cultivadas en toda la región tengan apenas una hectárea en 
promedio, dado que la cantidad de tierra disponible es mucho mayor, y que el consumo de 
trabajo por hectárea es de 60 jornales por hectárea. A manera de ejemplo, si un pequeño 
productor cuenta con un predio con 5 ha aprovechables para la agricultura, y puede 
combinar cultivos de coca y de café, se esperaría que si la relación 𝒑
𝑨
𝑩
= 𝟕, 𝟑𝟐, el productor 
decidiría utilizar el 83% de su área disponible en cultivos de coca y el 17% restante en café.  
No obstante, el productor opta por establecer apenas 1 ha de coca. ¿Qué puede explicar 
esta situación, si se considera que a una tasa de 60 jornales/ha*año el productor podría 
establecer un límite de 5 hectáreas en producción? Esta situación se analiza en el aparte 
siguiente. 
 
Análisis de riesgo para la producción campesina ilegal 
 
En virtud de las imperfecciones del mercado agrícola, el pequeño productor campesino 
enfrenta condiciones de incertidumbre y riesgo distintas a las relacionadas con el nivel de 
impunidad respecto de la producción ilícita. La incertidumbre y el riesgo en la producción 
Cultivo/ Especie
 Productividad *Precio 
Coca/ Producto tradicional 
Cacao 31,70                                                  
Café 7,32                                                     
Plátano Hartón 94,40 -                                                 
Caña Panelera 7,97                                                     
Fríjol rosado 9,06                                                     
Yuca 9,90 -                                                    
Maíz 25,43 -                                                 
Cebolla Cabezona 3,11                                                     
Ganado de engorde 12,05                                                  
Cachama 8,84                                                     
Coca Pajarita 4,09                                                     
Coca Peruana 2,59                                                     





agropecuaria se relacionan con cuatro elementos que la literatura establece como 
principales3: 
 
1. Riesgo técnico, relativo a la aleatoriedad en los rendimientos, puesto que el 
productor no puede saber con certeza cuánto será la producción obtenida. 
2. Riesgo económico, relativo a la variación en los precios, por lo que el productor no 
sabe cuál será el precio vigente cuando tenga que vender su producto. 
3. Riesgo tecnológico, relativo a la disponibilidad de semillas, insumos y productos 
específicos para el manejo de las dificultades propias de la producción durante el 
ciclo de cultivo. 
4. Riesgo institucional, relacionado con la modificación de las políticas establecidas en 
torno a la producción agropecuaria en el país. 
 
A los anteriores, en el caso de la producción cocalera debe incorporarse el riesgo por 
ilegalidad, que corresponde a la probabilidad de que su cultivo o el producto de su cultivo 
sea objeto de aspersión aérea, erradicación manual o confiscación, más el riesgo de que 
su propiedad –en caso de que se encuentre legalmente constituida- sea objeto de pérdida 
de dominio por acción de las autoridades, en función de la legislación vigente.  
 
Siguiendo a Lind, Moene y Willumsen (2009), el nivel de impunidad debe incorporarse como 
un factor de confianza en el sistema local de poder y protección para la producción ilegal 
θ| (0 ≤ 𝜃 ≤ 1). En este caso, la función queda ajustada por el nivel de impunidad en el 
territorio, de manera que a mayor nivel de impunidad mayor será el beneficio obtenido por 
la producción ilegal, del modo: 
  
𝑀𝑎𝑥 𝜋𝑛 = [θ𝑝𝐴𝑛
𝛼 + 𝐵(1 − 𝑛)𝛽]     (1.4) 
 
De manera equivalente, la relación entre el área seleccionada para la producción ilegal y la 








       (1.5) 
 
Se observa aquí el efecto de la impunidad respecto del beneficio y respecto de la decisión 
del productor en torno al área de su predio destinada a la producción cocalera. En el caso 
de que exista un alto nivel de confianza en que el producto no será objeto de aspersión, 
erradicación o confiscación, la asignación del área responderá a lo previsto en el ejemplo, 
cuando se destina el 83% del área a la siembra de coca y sólo el 17% al café; cuando 
disminuye la probabilidad percibida de que el cultivo será exitoso por efecto de las acciones 
de control de la oferta, la proporción asignada a la producción ilegal disminuye.  
 
Señala Ellis (1989, p. 80) que uno de los efectos más fuertes de la incertidumbre en relación 
con la producción agropecuaria campesina es que esta resulta en una decisión económica 
sub-óptima en la que no aplica el principio de maximización de beneficios, debido a que la 
incertidumbre genera un árbol de decisiones mediado por la probabilidad de alcanzar 
buenos rendimientos y buenos precios en un año específico. En el caso de los productores 
de coca, el riesgo tiene un componente adicional relacionado con el nivel de impunidad en 
                                                 
3 En relación con el riesgo en la producción agropecuaria es pertinente considerar los planteamientos de (Ellis, 
1989, pp. 80–101) en torno a la economía campesina, así como el análisis contenido en el capítulo sobre el 





el territorio, entendiendo la impunidad como la probabilidad de que su cultivo ilícito no sea 
objeto de aspersión, erradicación o confiscación. 
 
Siguiendo a Ellis (1989, p. 92), en la Figura 1 se desarrolla el árbol de decisión del productor 
cocalero en relación con la producción, el cual considera la producción como un juego de 
lotería. El nodo de la decisión corresponde a la producción de coca o de cultivos 
tradicionales lícitos; en términos generales, existe una probabilidad equivalente de que haya 
un “buen año” o un “mal año”, siendo el primer caso un año en el que la lluvia se presente 
en la cantidad y con la frecuencia requerida, y donde no haya una invasión de plagas o 
enfermedades no controlables con los medios técnicos a disposición del productor. 
 
El productor legal no enfrenta riesgos por erradicación, pero los enfrenta en cambio por la 
volatilidad de los precios agrícolas. El productor cocalero enfrenta una situación contraria: 
mientras que el precio del producto ilegal ha sido estable, enfrenta una disyuntiva crítica en 
relación con la probabilidad de erradicación; la probabilidad se expresa en términos 
dicotómicos porque no existe punto intermedio entre la erradicación y la no erradicación, de 
manera que en el primer caso el valor de 𝜃 será de 1, por lo que obtendrá el total de lo 
previsto, mientras que en el caso de erradicación el valor será de cero (0), y si el cultivo es 
erradicado la pérdida será total.  
 
Al examinar la tabla de pagos, se observa que el beneficio total esperado del cultivo de 
coca supera al del cultivo tradicional. La decisión más probable será, entonces, la de 
establecer los cultivos de coca en una dimensión que asegure un nivel de impunidad igual 
a 1 (entendiendo la impunidad sobre la producción ilícita como la no erradicación del 
cultivo); de este modo, y considerando la posibilidad de detección remota que ha facilitado 
la aplicación de medidas de control de la oferta, el establecimiento de cultivos con promedio 
de una hectárea cobra sentido, a pesar de la disponibilidad de tierra y trabajo familiar para 
la producción ilegal. 
 
 
Figura 1: Árbol de decisión sobre el establecimiento de cultivos lícitos e ilícitos 
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Relación Oferta – Precio en los cultivos ilícitos de coca 
en Colombia 
 
Se usó la base de datos sobre precios del proyecto SIMCI de UNODC, que cuenta con 
5.577 registros para los diferentes subproductos de la coca, correspondientes al período 
2004 – 2012. Se cuenta con 1940 registros para pasta básica (35% del total), 1357 para 
hoja fresca (24%), 1211 para clorhidrato de cocaína (22%) y 1.069 para base de cocaína 
(19%). La información disponible no permite identificar el agente comprador ni el nivel de 
pureza. Los datos provienen de la Dirección Antinarcóticos (DIRAN) de la Policía Nacional 
(56%), del Plan de Consolidación (13%) y de informantes en terreno de UNODC (31%) y 
fueron recogidos en 34 unidades diferenciadas (32 departamentos, más la información de 
Bogotá y del puerto de Santa Marta), concentrando Nariño, Caquetá y Antioquia el mayor 
volumen de información (41% del total de la muestra).  
 
Por otra parte, se cuenta con la base de datos del censo anual sobre cultivos de coca 
realizado por UNODC, la cual presenta la información serial sobre las áreas cultivadas al 
nivel de grillas de 1km x 1 km. Dado que la información es anual, no es posible realizar 
análisis en períodos más cortos de tiempo que permitan establecer la correlación entre las 
variables, por lo que el número final de datos es muy limitado. 
 
Ahora bien, considerando la fragilidad de los datos como una restricción que limita la 
robustez del análisis, el nivel de correlación entre el precio real de los diferentes 
subproductos y las áreas sembradas en coca al nivel nacional es, sin embargo, un indicador 
interesante. El análisis de correlación se presenta en la Tabla 5. 
 
Tabla 5: Correlación entre el área sembrada en cultivos de coca y el precio real de los 
subproductos al nivel nacional. Colombia 2004 - 2012 





El primer elemento que salta a la vista es el alto nivel de correlación altamente significativa 
entre los precios de los subproductos secuenciales de la cadena productiva (Hoja-Pasta; 
Pasta-Base; Base-Clorhidrato); este nivel de correlación indica que si no la totalidad, por lo 
menos la mayor parte del circuito económico asociado al narcotráfico se realiza dentro del 
país, en tanto el precio del producto siguiente en la cadena se encuentra estrechamente 
asociado con el precio del producto anterior. Esta situación podría haber sido diferente a 
mediados de los años 80, cuando una parte significativa de la pasta básica era importada 
                 0.2162   0.0546   0.0146   0.0094
    Areacoca     0.4570   0.6569   0.8107   0.8379   1.0000 
              
                 0.0069   0.0002   0.0002
   prclorhid     0.8541   0.9544   0.9583   1.0000 
              
                 0.0152   0.0005
      prbase     0.8080   0.9401   1.0000 
              
                 0.0001
     prpasta     0.9525   1.0000 
              
              
      prhoja     1.0000 
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de Perú y Bolivia. No obstante, se llama la atención acerca de que esta hipótesis no se 
considera comprobada por el nivel de asociación entre las variables. 
 
El segundo elemento importante tiene que ver con la asociación decreciente entre el área 
sembrada al nivel nacional (Areacoca) y el precio real de los diferentes subproductos, a 
medida que se aleja en la cadena productiva. En el caso del clorhidrato, el valor de la 
correlación es de 0.83 con significancia al 1%, pero este valor decrece en correlación y 
significancia a medida que se acerca a la hoja.  
 
Al realizar un ejercicio que permita proponer la curva de mejor ajuste para la producción de 
cultivos de coca respecto del precio real del clorhidrato, se encuentra que existen dos 
posibilidades con niveles de representatividad relativamente alta: En primer lugar, una curva 
que exprese la función de oferta como una función logarítmica; en segundo lugar, una 
función lineal simple. Las dos alternativas se presentan en el Gráfico 7. En el caso de la 
función exponencial, tendría un valor base de COP $ 2.061.078 (base 2004) como valor 
mínimo a partir del cual los productores ingresarían en la producción; la curva presenta un 
R2=0,73. En la versión lineal, el precio mínimo sería de COP $ 1.670.540 (base 2004) y el 
R2= 0.70, lo que es un poco más reducido que el coeficiente exponencial, pero podría 
utilizarse para efectos analíticos como la función de oferta.  
 
Dadas las condiciones de la producción de los cultivos de coca, se propone que la función 
de oferta regional obedece a la agregación de pequeñas unidades productivas que 
enfrentan las mismas restricciones. Por ello, se propone que la producción regional es una 
expansión de la producción predial en proporciones fijas de trabajo y capital, donde el 
aumento de la producción regional está determinado fundamentalmente por el aumento del 
área sembrada, lo que es decir, por el número de productores que dentro de una región 
ingresan a la producción de cultivos ilícitos, puesto que el área media de producción predial 
cocalera es de 1 hectárea. La afirmación anterior se basa, además de lo planteado 
anteriormente, en los siguientes elementos: 
 
1. La producción cocalera no está mecanizada. 
2. El uso de fertilizantes y pesticidas aplicado en una región responde a un patrón 
tecnológico de producción, que opera de acuerdo con dosificaciones específicas 
según la especie, la enfermedad, o la plaga. 
 
 
Gráfico 7: Representación de la curva de oferta de coca con base en el precio real del 
clorhidrato de cocaína (base 2004) y las áreas sembradas al nivel nacional 
Fuente: Elaboración propia. A la izquierda se tiene la curva como una función exponencial; a la 
derecha como una función lineal. En ambos casos el corte se presenta en un punto cercano a COP 
$1.650.000 - 2.050.000 (base 2004), lo que constituye un valor razonable para los costos de 










Un modelo del bienestar de los cultivadores de coca 
desde el enfoque de capacidades 
 
Crítica al  enfoque tradicional de análisis del bienestar 
 
Desde el enfoque utilitarista el bienestar del individuo se entiende como la satisfacción de 
sus preferencias, y está representado por el concepto de utilidad y valorado a partir de 
variables monetarias. 
Max 𝑢𝑖 = 𝑢(𝑥)  sujeto a 𝑝. 𝑥 = 𝑚𝑖, donde i= 1, ...n, 
𝑢𝑖= Utilidad individual 
x= Vector de bienes 
p= Vector de precios de mercado para x 
m= Ingreso (variable exógena) 
n= Número de individuos bajo análisis 
Se asume que “u” es una función de utilidad continua y diferenciable que cumple con la 




La función de utilidad indirecta que establece el patrón común de evaluación a partir de 
unidades monetarias puede definirse como: 





























Área en cultivos de coca y = 25,81x + 1.670.540,66
R² = 0,70
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De este modo, el nivel de utilidad indirecta puede medirse a través del ingreso de los 
individuos, siempre que todos los individuos tengan las mismas preferencias y enfrenten 
los mismos precios. 
El bienestar social, W, está constituido por la agregación de las utilidades individuales, lo 
que puede expresarse como: 
𝑊 = 𝐺[𝑣1(𝑝, 𝑚1), … , 𝑣𝑛(𝑝, 𝑚𝑛)] 
En estas condiciones, y asumiendo diferenciabilidad, continuidad y separabilidad de la 













En este enfoque, el cambio marginal en el bienestar debido a cambios en el ingreso, es 
equivalente a la suma de estos cambios. 
La crítica central al enfoque utilitarista del bienestar tiene que ver con el uso de la utilidad 
como medio exclusivo de valoración del bienestar, en función de tres elementos principales 
(Kuklys, 2005): 
1. En el modelo se omite el impacto de bienes y servicios no integrados al mercado 
sobre el bienestar de los individuos. De este modo, el modelo no integra los bienes 
no transables ni los bienes públicos, y tampoco las externalidades generadas por 
ciertos bienes, factores todos ellos que inciden sobre los niveles de bienestar de los 
individuos. 
2. La heterogeneidad interpersonal en la conversión del ingreso en utilidad, que asume 
que las únicas diferencias relevantes entre los individuos tienen que ver con el nivel 
de ingreso. 
3. La no consideración del valor intrínseco de la decisión sobre el bienestar, que tiene 
que ver tanto con la posibilidad de elegir, como con el rango de amplitud de las 
opciones electivas. 
Ahora bien, incorporar los bienes con externalidades, los bienes públicos, los bienes 
racionados y los bienes no transables ceteris paribus dentro del análisis clásico del 
bienestar, produciría un modelo del tipo: 
max 𝑢𝑖 = 𝑢(𝑥, ?̅?, 𝑥
𝑏𝑝, 𝑥𝑟, 𝑥𝑛𝑡),  sujeto a  𝑝. 𝑥 = (1 − 𝑡)𝑚𝑖 
Siendo: 
?̅? =  Promedio de consumo de un bien con externalidad, donde 
𝜕𝑢
𝜕?̅?
> 0 si la externalidad 
es positiva, y  
𝜕𝑢
𝜕?̅?
< 0 si la externalidad es negativa. 
















𝑡 =  Tasa de Impuesto 
En estas condiciones, la función de utilidad indirecta se transformaría integrando los precios 
de los diferentes bienes, utilizando precios sombra para los bienes con externalidades a 
partir de las valoraciones individuales.  
Ahora bien, la posibilidad de establecer la utilidad y la utilidad marginal a partir de esta 
conversión a utilidad indirecta es remota, dada la dificultad de manejo del modelo, aun 
suponiendo que pueda generarse una función continua y diferenciable. 
Para un análisis detallado de la crítica al utilitarismo como enfoque para el análisis del 
bienestar, es pertinente examinar “Sobre ética y economía” (Sen, 1999), así como el 
análisis de Hernández (2011) sobre la teoría ética de A. Sen y su crítica al enfoque 
utilitarista del bienestar (Hernández, 1998).   
 
El enfoque de capacidades  
 
Existe una extensa literatura relacionada con el enfoque de capacidades. A partir de los 
trabajos seminales de Sen, y posteriormente de Desarrollo y libertad (1999), donde 
desarrolla ampliamente los elementos conceptuales básicos en torno al enfoque de 
capacidades, se han producido múltiples trabajos que exploran y profundizan las relaciones 
expuestas por este autor. Algunas de las recopilaciones recientes que constituyen 
referencia obligada para una profundización sobre el enfoque de capacidades se 
encuentran en Comim, Qizilbash & Alkire (2008), Deneulin & Shahani (2008), y también 
sobresalen los trabajos anteriores de Nussbaum y Sen (1993) y Nussbaum (2000).  
El enfoque de capacidades tiene una estrecha relación con los conceptos de bienestar y 
desarrollo. El elemento central del enfoque de capacidades consiste en que los niveles de 
bienestar y desarrollo tienen que ver con la expansión de la libertad, la cual no sólo 
constituye el fin del desarrollo, sino también su medio principal (Sen, 1999). En este sentido, 
la libertad comporta un papel constitutivo (es la finalidad del desarrollo) y uno instrumental, 
consistente en “la forma en que contribuyen los diferentes tipos de derechos y 
oportunidades a expandir la libertad del hombre en general” (p. 56). 
Desde la perspectiva de Sen, la libertad consiste en la posibilidad de alcanzar los objetivos 
que cada persona se plantea como deseables y que tiene razones para valorar; de este 
modo, el concepto de libertad implica tanto la satisfacción del deseo (utilidad) como la 
necesidad de que este deseo pueda ser objeto de una agencia razonada, lo que vincula a 
la libertad con la ética, y del mismo modo con la política y la concepción de la justicia (Sen, 
2003, 2010). 
Al nivel instrumental, existen varios tipos de libertad. Sen propone los siguientes (p. 57 y 
siguientes): 
 
· Libertades políticas: relacionadas con las oportunidades de los individuos para 





· Servicios económicos: consistentes en las oportunidades de los individuos de 
utilizar los recursos económicos para consumir, producir o realizar intercambios; en 
estos servicios son determinantes los derechos económicos de los individuos, los 
cuales dependerán de los recursos que posea, de las condiciones de intercambio, 
de los precios relativos y del funcionamiento de los mercados. 
· Oportunidades sociales: se refieren a los sistemas de educación, salud y otros 
que tiene la sociedad y que influyen en la libertad fundamental del individuo para 
vivir mejor; estos principios no sólo son importantes para la vida privada, sino 
también para participar eficazmente en las actividades económicas y en las 
decisiones políticas. 
· Garantías de transparencia: referidas a las posibilidades de interrelacionarse con 
la garantía de divulgación de información y de claridad; el papel de estas garantías 
es claro en la prevención de la corrupción y de los tratos poco limpios. 
· Seguridad protectora: referida a una red de protección social que impida que la 
población caiga en la mayor de las miserias, en la inanición o la muerte. 
 
De otra parte, más que constitutivas y componentes del desarrollo, las relaciones entre los 
distintos tipos de libertad son empíricas y causales, (Sen, 1999, p.16); al nivel instrumental 
estos tipos de libertad pueden valorarse como realizaciones del bienestar en un momento 
del tiempo dado, a la manera de niveles de desempeño; este enfoque ha sido utilizado para 
las evaluaciones multidimensionales de la pobreza desarrolladas por múltiples autores, 
sobresaliendo los trabajos de Alkire y Foster en la última década desde el enfoque de la 
pobreza multidimensional. 
El enfoque de capacidades contiene tres conceptos centrales: realizaciones, capacidades 
y agencia. Una realización (functioning) consiste en un estado de acción o disfrute de lo 
que una persona valora y tiene razones para valorar. Una capacidad es la libertad de una 
persona para disfrutar de un conjunto determinado de realizaciones, lo que es decir que 
puede ser o hacer cosas que contribuyen a su bienestar. La agencia consiste en la 
posibilidad de una persona para perseguir y realizar los objetivos que valora y que tiene 
razones para valorar (Alkire, 2009, p. 32). 
La teoría del bienestar fundada sobre el enfoque de capacidades parte de considerar el 
bienestar como una función multidimensional no estrictamente monetaria (Krishnakumar, 
2004, p. 4). Las capacidades se definen como el potencial de alcanzar un estado de acción 
o un goce efectivo, mediado por restricciones derivadas del individuo, de la sociedad y/o 
del ambiente. 
Partiendo de que las realizaciones (functionings) sólo son posibles a partir de la existencia 
de capacidades, siguiendo a Kuklys (2005) la relación funcional entre las dos se puede 
formalizar del siguiente modo: 
𝑄𝑖(𝑋𝑖) = {𝑏𝑖|𝑏𝑖 = 𝑓𝑖(𝑐(𝑥𝑖|𝑧𝑖 , 𝑧𝑒 , 𝑧𝑠) ∀ 𝑓𝑖 ∈  𝐹𝑖 𝑦 ∀ 𝑥𝑖  ∈  𝑋𝑖} 
Donde: 
𝑄𝑖=  Conjunto de todas las realizaciones (functionings) potenciales que puede alcanzar 
un individuo. 





𝑥  Vector de bienes específico (incluyendo bienes y servicios públicos, y bienes no 
mercadeables) 
𝑐(𝑥)  Vector de características de los bienes (desde el enfoque de Lancaster (1966) en la 
nueva teoría del consumidor). 
𝑐 Función que localiza los bienes dentro de una cesta de características 
𝑏𝑖 = 𝑓𝑖(𝑐(𝑥𝑖|𝑧𝑖 , 𝑧𝑒 , 𝑧𝑠))= Vector de actividades y estado de goce efectivo (functionings) 
𝑓𝑖 ∈  𝐹𝑖 Función de conversión que incorpora las características de los bienes dentro del 
ámbito de las realizaciones (functionings). 
𝑧𝑖 , 𝑧𝑒 , 𝑧𝑠 Factores de conversión en los niveles individual (i), social (s) y ambiental (e), 
los cuales determinan las tasas de conversión de características en realizaciones 
(functionings). 
En la expresión anterior, el consumo de 𝑥𝑖 está mediado por los factores z, los cuales a su 
vez se constituyen en factores de conversión que permiten establecer el valor de 𝑏𝑖. 
Para otras rutas de formalización, así como para la presentación de casos de 
operacionalización de este enfoque a través de instrumentos para la evaluación del 
bienestar, puede consultarse Robeyns, (2000), Gallego (2010), Krisnakumar (2005), Kuklys 
(2005), Addabbo, Di Tomasso & Facchinetti (2004), y Di Tomasso (2006). 
 
Modelo simplificado con dos libertades (monetarias y no 
monetarias): 
 
Para efectos del análisis que se propone en este trabajo, se simplificará clasificando las 
libertades en libertades monetarias (aquellas asociadas al ingreso), y libertades no 
monetarias (para bienes y servicios que no dependen de los mercados). El estado de 
bienestar se define como la suma de las libertades de los individuos. Para todo individuo, 
en un momento del tiempo existen combinaciones de realizaciones que constituyen su 
estado de bienestar, y cuyo peso relativo corresponde a sus preferencias. Desde el enfoque 
de capacidades, el objetivo del individuo es alcanzar niveles superiores de bienestar, 
aplicando su capacidad de agencia para gestionar aumentos en sus realizaciones.  
 
Las libertades aportan al bienestar de dos maneras. De una parte, por su rol constitutivo, 
constituyen en sí mismas parte de lo que el individuo requiere para vivir la vida de la forma 
que considera digna de ser vivida; de otra parte, por su rol instrumental, el nivel alcanzado 
en cada realización tiene un factor de impulso de las demás realizaciones, de modo que las 
realizaciones son interdependientes. Ejemplo: Por el rol constitutivo, encontrarse libre de 
enfermedades o dolores es, en sí mismo, parte de lo que los individuos consideran 
importante para vivir la vida de una manera que consideren digna; por otra parte, por el rol 
instrumental, encontrarse libre de enfermedades o dolores permite que las personas 
puedan desempeñarse adecuadamente en el trabajo o en el estudio, por lo que el estado 
de salud influye sobre los niveles de ingreso y educación de las personas. 
 
En un momento dado de la vida, un individuo cuenta con unas dotaciones iniciales de 





libertades políticas, etc. Mientras las magnitudes en estos niveles de realizaciones no 
cambien por condiciones del medio o por efecto de la agencia de los individuos, no se 
producen interacciones entre las realizaciones y no cambia su nivel de bienestar.  
 
El Cambio en el estado de bienestar consiste en la alteración de las magnitudes de sus 
realizaciones, bien por alteraciones del entorno, o bien por efecto de una acción del agente 
que modifica el estado de una de ellas. En el primer caso, las alteraciones del entorno, una 
inflación extraordinaria puede reducir el ingreso real y la capacidad de consumo del 
individuo; en  el segundo caso, la acción del agente, este puede aumentar su nivel educativo 
de bachiller a profesional, aumentando la magnitud de su realización en el ámbito educativo; 
este cambio puede tener efectos sobre la magnitud de otras realizaciones, ya que un nivel 
educativo superior puede habilitarlo para acceder a un ingreso superior en el corto plazo.  
 
Los cambios en las magnitudes de las realizaciones asociadas con libertades monetarias 
se denotarán como ∆𝑋; los cambios en las realizaciones no monetarias se denotarán como 
∆𝑍. La distinción entre las dotaciones iniciales y los cambios en las magnitudes de las 








𝐵 =Bienestar del individuo 
𝐿1 = Libertades monetarias asociadas al ingreso 
𝐿2 = Libertades no monetarias 
 
Las libertades se evalúan por el valor de sus realizaciones, y por el peso relativo que cada 
individuo le asigna a dichas realizaciones:  
 
𝐿1 = 𝛼𝑅1       (1.8) 




𝑅1 = Ingreso 
𝑅2 = Realizaciones no asociadas al ingreso (seguridad en el territorio, ejercicio de la 
ciudadanía,  etc). 
𝛼 = Peso relativo que la persona le asigna a las realizaciones asociadas al ingreso. (0 <
𝛼 < 1) 
(1 − 𝛼) = Peso relativo que la persona le asigna a las realizaciones no asociadas con el 
ingreso.  
 
Las realizaciones son interdependientes; el nivel de realización alcanzado en una libertad, 
afecta el nivel de realización que se alcanza con la otra libertad. De este modo, el aumento 
de las realizaciones asociadas al ingreso tiene un efecto sobre las realizaciones no 
asociadas al ingreso, y viceversa, pero en diferente proporción, tal que:  
 
𝑅1 = 𝑓(𝑋, 𝑍) = 𝑋 + 𝛿𝑋∆𝑍     (1.10) 






𝑋 = Magnitud del ingreso (dotación inicial) 
𝑍 = Magnitud de las realizaciones no asociadas al ingreso (dotación inicial) 
𝛿 = Factor de impulso del ingreso, debido a un aumento en las realizaciones no monetarias. 
∆𝑍 = Magnitud el aumento de las realizaciones no monetarias en un momento dado. 
𝜇 = Factor de impulso de las realizaciones no monetarias, debidas al aumento en el ingreso. 
∆𝑋 = Magnitud del aumento de los ingresos en un momento dado. 
 
𝑅1 y 𝑅2 constituyen a su vez vectores de realizaciones. Al interior de 𝑅1 se cuentan varias 
realizaciones, las cuales son interdependientes. Para efectos del análisis, se simplifica por 
ahora el valor de cada vector, asumiendo un valor total de las realizaciones de cada libertad; 
no obstante, más adelante se verá que el análisis aquí presentado aplica también al interior 
de cada vector de realizaciones. 
 
De (1.8, 1.9, 1.10 y 1.11) queda que: 
  
𝐿1 = 𝛼(𝑋 + 𝛿𝑋∆𝑍)      (1.12) 
𝐿2 = (1 − 𝛼)(𝑍 + 𝜇𝑍∆𝑋)     (1.13) 
 
De este modo, el bienestar se expresa como: 
 
𝐵 = 𝛼(𝑋 + 𝛿𝑋∆𝑍) + (1 − 𝛼)(𝑍 + 𝜇𝑍∆𝑋)   (1.14) 
 
En condiciones normales, el aumento (disminución) en el valor de una realización produce 












a) Al aumentar el ingreso (∆𝑋), se consumen más cosas (alimentos, área de vivienda, 
medios de transporte, etc), que aumentan el aporte de algunas realizaciones al 
estado de bienestar (estar nutrido, vivir sin condiciones de hacinamiento, movilizarse 
cómodamente). 
b) Al aumentar la seguridad en el territorio,(∆𝑍), aumenta la inversión productiva 
privada puesto que aumenta la garantía de los derechos de propiedad. 
 
El valor total del cambio en el estado de bienestar dependerá entonces de: 
 
1. La magnitud del aumento de las realizaciones (asociadas y no asociadas al ingreso) 
en un momento dado. 
2. El grado de preferencia de las realizaciones. 
3. El valor del factor de impulso de las realizaciones. 
 
En el análisis anterior permite examinar la dinámica del bienestar desde el enfoque de 






1. El modelo integra el impacto de bienes y servicios no integrados al mercado sobre 
el bienestar de los individuos.  
2. Incorpora la heterogeneidad interpersonal en la conversión del ingreso en utilidad. 
3. Incorpora el valor intrínseco de la decisión sobre el bienestar. 
 
Algunos rasgos de las dotaciones iniciales de los individuos en 
regiones productoras de coca 
 
 
A continuación, y con base en la información disponible, se presentan algunos rasgos de la 
situación de bienestar de los productores cocaleros desde el enfoque de capacidades, 
referidas a algunas realizaciones en sus libertades monetarias y no monetarias. 
 
Las familias campesinas que cultivan coca son mayoritariamente habitantes históricos de 
los municipios, con un 50% del total con más de 10 años de residencia en el municipio,  
excepto en el caso de Arauca Vichada, donde sólo el 30% de los habitantes presenta esta 
característica. Los hogares de las familias en regiones productoras de cultivos ilícitos de 
coca varían en tamaño, teniendo por ejemplo 5 personas en el caso de la región Pacífico, 
4,5 en la región Nororiente y Sur de Bolívar, pero sólo 3,5 personas el caso de Meta 
Guaviare,(UNODC, 2008, p. 23; 2011, p 37-38). En el caso de las regiones Sur de Bolívar 
y Catatumbo, se observa que hay mayor concentración de población masculina, y que la 
mayoría se encuentra en un rango entre los 19 y los 40 años (UNODC, 2008, p.23). Señalan 
los estudios que la población flotante está en las zonas productoras durante el período de 
cosecha o “raspa”. 
 
El nivel de analfabetismo es del 12% en las sub regiones Sur de Bolívar y Nororiente4, y 
varía entre el 10 y el 18% en las demás zonas productoras. Adicionalmente, el porcentaje 
de no matrícula entre la población en edad escolar presenta valores muy altos, 
particularmente en los llanos orientales, desde Arauca hasta Putumayo, como se evidencia 
en la  Tabla 6. El nivel de educación dominante es la primaria (60% de la población), y 
apenas el 30% ha alcanzado un nivel de educación secundaria. 
 
Tabla 6: Porcentaje de población en edad escolar que no se encuentra matriculada para el 
año 2010 en UPA y UPAC en regiones productoras de coca 
Fuente: UNODC, 2011, p. 39 
 
Región Unidades Productoras 
Agropecuarias (UPA) 
Unidades Productoras 
Agropecuarias con Coca (UPAC) 
Pacífico 11% 13% 
Putumayo – Caquetá 21% 21% 
Meta – Guaviare 25% 26% 
Arauca - Vichada 23% 38% 
 
A lo anterior se suma que la tasa de matrícula y permanencia de los estudiantes por grados 
de educación media es notablemente baja. El número de estudiantes en grado 11 en todos 
los departamentos productores, excepto Valle del Cauca y Nariño, es menos del 50% de 
los estudiantes que se matriculan en el grado 6.   
                                                 
4 La sub región Sur de Bolívar y la sub región Nororiente se encuentran integradas dentro de la región 






En términos de necesidades básicas insatisfechas, se estima que las regiones productoras 
de cultivos de coca presentan niveles notablemente inferiores a los de las zonas rurales de 
los departamentos, como se observa en el Gráfico 8. Aún en el caso de la Orinoquía, donde 
el nivel de NBI es extremadamente alto, la situación en las zonas cocaleras es todavía más 
extrema.  
 
En la sub región Sur de Bolívar el 86% de los habitantes tiene ocupación sin título; sólo el 
12% tiene título, y el 2% tiene lotes en arriendo; en la región Nororiente los porcentajes para 
estos tipos de tenencia son del 62%, el 36% y el 2%, respectivamente. En relación con 
estas dos regiones, el 44% de las unidades productivas era menor de 5 hectáreas, en 33% 
contaba con predios de 5 a 20 hectáreas, y sólo el 23% tenía unidades productoras 
superiores a 20 hectáreas (UNODC, 2011, p, 39). En cuanto al uso del suelo, la coca sólo 
representa el 1% del área disponible; los cultivos permanentes alcanzan el 8% del total del 
área, y los transitorios sólo el 2%; las áreas en pastos son aproximadamente el 40% del 
suelo, el 22% se encuentra en malezas y rastrojos y hay un 23% en bosques naturales (p. 
60). 
 
Gráfico 8: NBI regional y en zonas productoras de cultivos de coca 





Sólo entre el 4 y el 5% de las unidades productoras agropecuarias cuentan con crédito de 
algún tipo (UNODC, 2008, p. 49). El uso de insumos está fuertemente concentrado en la 
producción cocalera; en el caso de las sub regiones Sur de Bolívar y Nororiente (al interior 
de la región Central), por ejemplo, el 92% del total invertido en insumos se aplicaba en las 
unidades agropecuarias cocales, y el 90% de estos era específicamente para los cultivos 
de coca (p. 52). 
 
El consumo de mano de obra es de cerca de 60 jornales por hectárea por año, y requiere 
de mano de obra extra familiar durante las épocas de cosecha. El jornal pagado para el 
cultivo de coca variaba entre COP $ 25.000 y 30.000 (de 2011) respecto de COP % 15.000 
a 18.000 pagados para la producción tradicional; de este modo, el jornal para el cultivo de 






La comercialización de la producción cocalera se realiza principalmente en las fincas de los 
productores, mientras que la producción tradicional se vende principalmente en el 
municipio. A lo largo de la primera década del siglo XXI los cultivos de coca se han ido 
alejando de los centros urbanos.  Lo anterior tiene efectos importantes sobre los costos de 
comercialización, principalmente de los productos tradicionales, que tienen mayores 
volúmenes que la coca.  Además, como se menciona arriba, la coca es comprada 














Capítulo 2: Seguridad privada, Violencia y 
Corrupción en mercados monopsónicos 
ilegales: El caso de los cultivos ilícitos de 
coca 
El mercado de los cultivos ilícitos de coca no es un mercado perfectamente competitivo. Lo 
anterior no es nada nuevo, por supuesto, pero es pertinente ir más allá de esta afirmación 
para precisar la naturaleza de estas imperfecciones. En este capítulo se sostiene la tesis 
de que la condición de ilegalidad del mercado de los cultivos ilícitos de coca da lugar al 
establecimiento de sistemas de seguridad privada  y corrupción asociados a la producción, 
como alternativas para la maximización de los beneficios de los traficantes. Esta tesis se 
desarrolla en un análisis de orden teórico exclusivamente. 
 
En la primera parte se presenta el marco teórico que sustenta este capítulo, señalando 
algunos elementos clave de los mercados monopsónicos, y los conceptos de seguridad, 
seguridad ilegal privada, corrupción e impunidad. Posteriormente se desarrolla el modelo 
para la toma de decisiones del traficante, examinando cuatro casos: El primero, en una 
zona completamente aislada en la que no existe presencia del Estado ni de otros traficantes, 
como sucede efectivamente en varias zonas de producción; el segundo corresponde a una 
zona aislada pero en la que se presenta competencia entre traficantes, aplicando algunas 
herramientas teóricas de la teoría de juegos y señalando un desenlace clave para el análisis 
posterior: La producción de cultivos ilícitos de coca está fuertemente condicionada para 
convertirse en un monopsonio estricto que requiere de la aplicación de violencia para su 
sostenimiento. El tercer caso analizado corresponde a una zona de producción en la que 
existe presencia del Estado, pero donde no hay competencia entre traficantes, y donde el 
mecanismo de contención del traficante se limita a la aplicación de fuerza, lo que sucede 
en zonas bajo control de grupos insurgentes; el cuarto y último caso analiza la posibilidad 
de que la justicia sea manipulada por el traficante, por medio del mecanismo de soborno, 
incorporando la corrupción dentro de la función de beneficio del traficante.  
 
En el aparte final se presentan algunas digresiones importantes para el análisis de las 
variantes que puede presentar la problemática en situaciones reales. En la primera, se 
analiza la aplicación del soborno por parte de los traficantes, señalando que su incidencia 
variará de acuerdo con la densidad del Estado en los diferentes escenarios en los que opera 
la acción de la justicia. La segunda digresión analiza algunas de las causas que pueden 
inducir a procesos de cooptación del Estado por parte de los traficantes, con base en el 





tercera digresión analiza el fenómeno de la estabilidad nominal del precio de la coca, 
indicando que los resultados del análisis explican que, bajo la condición de monopsonio, 
este es un resultado esperable, junto con la reducción del área derivada de una reducción 
en el precio real. Una cuarta digresión propone algunas ideas en torno a la dinámica de 
localización de los cultivos ilegales de coca y a la ocurrencia del efecto globo, registrado 
por múltiples autores en relación con este producto ilegal; la quinta digresión aborda el 
problema de los diferenciales tecnológicos entre los traficantes y el Estado, señalando un 
caso favorable al Estado y uno favorable al traficante; finalmente, la sexta digresión 
examina las posibilidades de cooperación coyuntural entre traficantes frente a un choque 
de acción del Estado, indicando la posibilidad de traición como uno de los resultados 
posibles, y haciendo notar que la cooperación –así sea temporal- entre el Estado y los 
traficantes es igualmente una alternativa esperable cuando se examinan los posibles 





Los elementos principales que sirven de soporte teórico para este trabajo son los análisis 
de los mercados monopsónicos y oligopsónicos, y los conceptos de seguridad, corrupción 
e impunidad. El marco teórico desarrolla estos cuatro ejes. 
Mercados monpsónicos y oligopsónicos 
 
Los mercados monopsónicos se definen como aquellos en los que la demanda de una 
materia prima está concentrada en un comprador único (Nicholson & Snyder, 2010), y es 
considerado junto con el monopolio como uno de los casos clásicos de competencia 
imperfecta en la que existe poder de mercado. A diferencia del monopolio, en el cual el 
productor puede determinar la cantidad que ofrece al mercado para generar un precio que 
satisfaga su interés maximizador, en el caso del monopsonio el comprador es directamente 
un fijador de precio; en este caso, el precio ofrecido genera un incentivo para un nivel de 
producción que maximiza su beneficio, partiendo del supuesto de que la curva de oferta es 
sensible al precio. utilizando la función de oferta definida en el capítulo anterior, en la 
ecuación (2.7), se tiene que: 
 
𝑝(𝑄) = 𝑎 + 𝑏𝑄      (2.1) 
 
En la curva de oferta, presentada linealmente por simplicidad, el precio del producto viene 
dado por un precio base, 𝑎, más el efecto que sobre el precio de venta del insumo tiene el 
deseo de compra de una unidad adicional de dicho bien en el mercado, 𝑏.  
 
Ahora bien, en el mercado monopsónico el precio del producto depende fundamentalmente 
de la decisión del comprador. A diferencia de un mercado competitivo en el que tanto 
productores como compradores son tomadores de precio, en el caso del monopsonio el 
aumento marginal de la cantidad obedece a un aumento marginal del precio ofrecido por 
un único comprador. Como en el mercado competitivo, el precio actúa como un incentivo 
para la entrada en el renglón de producción; un productor tiene la opción de producir varios 
productos, y sólo entrará a producir el producto bajo condiciones de monopsonio cuando el 
precio ofrecido contribuya a su función de beneficio, lo que es decir que la relación de 
beneficio entre los otros productos y el producto afectado por el monopsonio sea favorable 





precio para inducir la entrada de productores, hasta el nivel en el que se maximice su 
beneficio. 
 
Siguiendo a Herrera (2008), se tiene que el ingreso asociado a la compra del insumo o 
producto se estima por medio de la siguiente relación: 
 
𝐼(𝑄) = 𝑃𝑄      (2.2) 
 
Siendo P el precio final del producto. El problema del monopsonista será maximizar su 
beneficio, dado por: 
 
𝜋 = 𝑃𝑄 − 𝐶𝑇       (2.3) 
 
Siendo 𝐶𝑇 = 𝑄𝑝(𝑄), queda: 
 
𝜋 = 𝑃𝑄 − 𝑄(𝑎 + 𝑏𝑄) = 𝑃𝑄 − 𝑎𝑄 − 𝑏𝑄2  (2.4) 
 
Resolviendo respecto a 𝑄, se tiene que la cantidad que maximiza el beneficio del comprador 
monopsónico está dada por la diferencia entre el precio final y el precio base, sobre 2 veces 





       (2.5) 
 
No obstante, el monopsonista no es fijador de cantidad, como en el caso del monopolio,  
sino fijador de precio.  Por ello, la incógnita que debe resolver es el precio que deberá 
ofrecer para inducir una oferta de la cantidad que maximiza su beneficio; al resolver, este 





      (2.6) 
 
Finalmente, el beneficio máximo para el monopsonista será equivalente al cuadrado de la 
diferencia entre el precio final y el precio base, dividido por cuatro veces el parámetro de 





       (2.7) 
 
Ahora bien, el comprador monopsonista enfrenta un gasto marginal que es superior al 
precio del producto, ya que todo aumento del precio para aumentar la oferta debe aplicarse 
al total de la producción. Siendo: 
 




= 𝑎 + 2𝑏𝑄      (2.9) 
 
El efecto anterior es importante porque explica la ineficiencia del mercado monopsónico. 
Mientras que en un mercado competitivo el costo marginal será equivalente al precio, en el 
caso del monopsonista todo aumento en la cantidad viene acompañado por un gasto 
marginal que es superior al incremento del costo marginal. Por ello, el precio ofrecido será 





que la cantidad producida en condiciones de monopsonio será inferior a la cantidad que 
podría producirse en un mercado competitivo. Lo anterior se ilustra en el Gráfico 9. 
 
Gráfico 9: Oferta (S), demanda (D) y gasto marginal (GM) en un mercado monopsónico clásico. 





En el gráfico se ilustra el planteamiento anterior. La curva de oferta (S) tiene pendiente 
positiva, y el gasto marginal (GM) se ubica siempre por encima de la curva de oferta. 
Considerando que el monopsonista maximizará su beneficio en el punto en el que el ingreso 
marginal sea equivalente al gasto marginal (punto dado por PM y Q1 en la gráfica), el precio 
ofrecido estará en el punto p1. Este precio es inferior al precio que sería ofrecido en 
condiciones de competencia perfecta, que se ilustra por el punto p* en el gráfico, y que 
corresponde al punto de corte entre las curvas de oferta y demanda cuando los agentes 
son tomadores de precio (en ese caso el costo marginal será equivalente al precio y no 
habrá gasto marginal). 
 
Señalan Nicholson & Snyder (2010) que sólo se observará un comportamiento 
monopsónico en el mundo real cuando, por alguna razón, se carece de condiciones de 
competencia efectiva por las materias primas. Los ejemplos propuestos por estos autores 
son, por una parte, una firma que opera como la única oferente de empleo en un pueblo 
pequeño, o en segundo lugar una firma que contrata servicios de un nivel muy alto de 
especialización, como ingenieros de armamento nuclear (p. 470).  
 
Ahora bien, la literatura registra varios mercados imperfectos caracterizados por la 
dominancia de pocos compradores, conocido como oligopsonio. En un mercado 
oligopsónico con dos compradores, la cantidad de producto debe considerarse como 
Q=𝑞𝑖+𝑞𝑗, siendo 𝑞𝑖 la cantidad del primer comprador, y 𝑞𝑗 la del segundo. De este modo, el 
precio expresado como función de la cantidad se transforma en: 
 






El ingreso asociado a la compra del insumo para cada agente, (i,j) es estimado a través de 
la siguiente relación: 
 
𝐼𝑖,𝑗(𝑞𝑖,𝑗) = 𝑃(𝑞𝑖,𝑗)     (2.11) 
 
En el oligopsonio la maximización del beneficio para cada agente viene dada por: 
 
𝜋𝑖,𝑗 = 𝑃𝑞𝑖,𝑗 − 𝐶𝑇𝑖,𝑗      (2.12) 
 
Siendo 𝐶𝑇𝑖,𝑗 = 𝑃(𝑄)𝑞𝑖,𝑗, el problema admite una solución a la Cournot, en tanto el precio 
ofrecido por cada agente para la maximización del beneficio podrá definirse por medio de 








     (2.13) 
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]     (2.15) 
 
Al comparar  (2.15) con (2.5), se obtiene que la cantidad requerida para maximizar el 
beneficio en un oligopsonio con dos agentes, será invariablemente superior en 1/6 respecto 
de la de un monopsonio estricto. Dado que el aumento en la cantidad está afectado por un 
gasto marginal superior al precio, este aumento afectará también el precio ofrecido para la 
maximización. 
 





[2𝑃 + 𝑎]     (2.16) 
 
Este precio es superior al fijado por un monopsonista, ya que al comparar (2.16) con (2.6), 









 , ya que 𝑎 es un precio mínimo, y puede suponerse que no 
habrá intercambio cuando el precio final, 𝑃, sea inferior a 𝑎.  
 







       (2.17) 
 
Señalan Blair & Harrison (2010) que los monopsonios podrían clasificarse en tres tipos 
principales: Los monopsonios colusivos, en los cuales existe un acuerdo entre pocos 
compradores con poder de mercado que pueden generar acuerdos para afectar el precio; 
los monopsonios con una firma directora (Single-firm conduct) que controla los derechos de 





derechos de exhibición de los teatros para limitar la oferta a su producto; finalmente, los 
autores señalan las fusiones de firmas compradoras como el tercer tipo de monopsonio, en 
tanto la concentración gradual de la demanda en un único agente va generando un poder 
de mercado que conduce a la constitución de un monopsonio oculto por la persistencia de 
los nombres de diferentes agentes (pp. 30 – 40). 
 
Varios estudios analizan la problemática del monopsonio y del oligopsonio en diferentes 
mercados; entre ellos se encuentra el estudio de Dirlam and Kahn (1952) en un trabajo 
sobre la ley anti trust y los grandes compradores, así como el trabajo de Lowry & Winfrey 
(1974), quienes analizan la industria norteamericana del papel en los años 70. Igualmente 
el trabajo de  Link and Landon (1975), quienes analizan los efectos del monopsonio sobre 
el nivel de salarios de las enfermeras que ofrecen su trabajo en los hospitales, así como el 
estudio de Just and Chern (1980) para verificar la presencia de poder de mercado en la 
industria procesadora de tomate en California en los años 60s. 
 
En el trabajo de Durham and Sexton (1992), se analiza el mercado de tomates a partir de 
lo que los autores denominan Nuevos Modelos de Organización Industrial Empírica, en 
donde los autores acuden al análisis de la oferta residual. La hipótesis fundamental de su 
trabajo consiste en que las firmas procesadores de tomate en California pueden ejercer 
poder de mercado en las regiones cercanas a sus plantas de procesamiento; los resultados 
encontrados muestran que dicho poder de mercado es limitado, por la ausencia de una 
única firma procesadora de tomate como líder en el mercado, y por la presencia de 
asociaciones de cultivadores de tomate que han permanecido sin grandes modificaciones 
por más de 20 años. 
 
En el trabajo de Muth and Wohlgenant (1999) se mide el grado de poder oligopsónico 
presente en la industria de empaquetamiento de carne, y el de Requillart, Simioni, & Varela 
(2008), realizado en Francia para el caso del tomate, analiza el mecanismo de transmisión 
existente en la formación del precio de venta a lo largo de las cadenas productivas agrícolas 
bajo un esquema oligopsonista. 
 
Por otra parte, se ha registrado poder monopsónico en la cadena productiva de la cebada 
– malta – cerveza en México  (Flórez, 2007). Vargas y Schreiner (1999) estudian el mercado 
monopsónico de la industria forestal en Oklahoma, debido a la alta concentración de la 
industria procesadora, que genera un alto poder de mercado. Cheng y Lent (1992) 
proponen un análisis de la oferta en condiciones de oligopsonio, mientras que Delfgaauw & 
Dur (2005) analizan las consecuencias de crear un mercado competitivo en un sector 
previamente dominado por el sector público.  Finalmente, Bhaskar, Manning & To (2002) 
estudian la competencia oligopsónica y monopsónica en el Mercado laboral, y Manning, A. 
(2001) propone un modelo generalizado de monopsonio para el mercado laboral. 
 
Los trabajos anteriores, sin embargo, analizan productos legales, y parten del supuesto de 
que existe un mecanismo estatal de tramitación de las diferencias entre los agentes. 
Ninguno de los análisis registrados en la literatura incorpora la posibilidad del uso 
indiscriminado de la fuerza como factor de disuasión de la competencia, o como factor de 
control de los productores para evitar que vendan su producto a otros compradores. 
 
Seguridad y seguridad privada 
 





propiedad, o simplemente protección, es una precondición para la provisión de los bienes 
públicos, y en términos generales para facilitar el comercio y el desarrollo económico. 
Históricamente este ha sido también el primer tipo de bien provisto por los estados, y con 
frecuencia se considera como la quintaesencia y el atributo definitivo de un estado” (Konrad 
& Skaperdas, 2010). 
 
El párrafo anterior, tomado del trabajo de Skaperdas “The market for protection and the 
origin of the state”, sintetiza la idea central en relación con la responsabilidad del Estado 
respecto de la protección del derecho a la seguridad para sus ciudadanos. Más aún, la 
seguridad establecida mediante el uso de la fuerza constituye uno de los mecanismos que 
se han identificado para la constitución de los estados: “En una secuencia idealizada, un 
gran señor hace la guerra de manera tan efectiva que se convierte en dominante en un 
territorio, pero esta guerra conduce a un aumento en la extracción de medios para la guerra 
–hombres, armas, alimentos, equipos, transportes, etc., o medios para adquirirlos- en la 
población de dicho territorio. El aumento en la capacidad de hacer la guerra aumenta 
también su capacidad de extracción. La actividad extractiva, si es exitosa, conlleva la 
eliminación, neutralización o cooptación de los grandes señores rivales; esto conduce a la 
conformación de un estado. Como un sub producto, se crea organización en la forma de 
agencias de recolección de tributos, fuerzas policiales, cortes, etc., que refuerzan el proceso 
de consolidación del estado”  (Tilly, 1985). 
 
Ahora bien, teóricamente la seguridad constituye un bien sobre el que no operan los 
principios de rivalidad y exclusión, lo que la convierte en un bien público por excelencia. No 
obstante, el monopolio de la fuerza por parte del Estado es sólo nominal. Existen dentro de 
la sociedad varios fenómenos que ponen en cuestión dicho monopolio, desde la existencia 
y persistencia de grupos insurgentes con capacidad militar de confrontación, hasta 
agrupaciones y agentes criminales (organizados o no) que detentan poderes fácticos 
fundados en el ejercicio de la fuerza y la violencia. A diferencia de los mercados habituales, 
en los que el aumento de la competencia genera ganancias en eficiencia, en el caso de la 
seguridad se produce un efecto contrario: Debido a que la competencia tiene lugar por 
medio del uso de la fuerza (o de la amenaza de uso de la fuerza), un mayor nivel de 
competencia conduce normalmente a un menor nivel de bienestar material, en la medida 
en que los recursos son destinados a armamento y lucha improductiva (Skaperdas, 2001). 
 
En relación con la criminalidad, los análisis señalan que ante un mayor nivel de criminalidad 
(aumento de la probabilidad de ser objeto de un acto criminal) se generarán respuestas 
sociales para la aplicación de seguridad privada, las cuales operarán según el principio de 
asignación de recursos en seguridad hasta el límite del valor estimado de pérdidas. Estas 
medidas tienen que ver tanto con el establecimiento de espacios seguros (inversiones en 
infraestructura y equipos para la contención de la acción criminal), como con la contratación 
de agentes proveedores de seguridad en el mercado privado. Al respecto, es pertinente 
examinar el trabajo de Grossman (2002), y en particular su análisis relativo a la asignación 
privada de recursos de protección y al papel de la tecnología de predación en la definición 
de estas asignaciones. 
 
En la dirección opuesta, el establecimiento de estructuras generadoras de violencia para la 
realización de actividades criminales puede considerarse dentro de la lógica de la empresa. 
La acumulación de unidades de seguridad ilegal privada responde al principio de 
maximización del beneficio de un empresario; la violencia constituye uno de los factores de 
producción de la empresa ilegal. Para el caso colombiano, es pertinente considerar también 





la actividad productiva, dando lugar al establecimiento de ejércitos de auto defensa que 
cumplan con el mismo principio de balance económico. 
 
Por otra parte, como proponen Mehlum, Moene y Torvik (2002), cuando el Estado falla en 
proveer seguridad básica y protección de la propiedad, los empresarios violentos 
encuentran no sólo la oportunidad de arrebatar las propiedades, sino también en entrar en 
el negocio de la protección contra otros bandidos. En algunos casos los empresarios 
pueden intervenir simultáneamente en los dos mercados, actuando tanto como bandidos y 
como protectores. 
 
El planteamiento de Tilly en torno al proceso de conformación de un estado, puede 
equipararse a lo que sucede en cualquier escenario en el que las fallas de Estado en torno 
a la provisión de seguridad sean de tal proporción que permitan la conformación de grupos 
de confrontación que aspiren, más allá del control territorial, al establecimiento de un orden 
social para estatal – en el sentido de que construye estado bajo el soporte del monopolio 
de la fuerza, o al menos de la supremacía de la fuerza-. Señala Alonso Tobón al analizar la 
problemática de los paramilitares en Colombia: “El paramilitarismo en Colombia puede 
definirse como un conjunto de grupos armados organizados surgidos para conservar o 
expandir un orden social establecido por intereses privados, legales o ilegales, mediante el 
ejercicio profesional de la violencia por métodos extralegales y aprovechándose de la 
carencia de recursos efectivos del Estado para enfrentar las amenazas locales” (Tobón, 
2012, p. 4). 
 
Por otra parte, los actores del crimen organizado pueden considerar como estrategia de 
acción la reducción en la eficiencia y eficacia de la acción del Estado. De este modo se 
inserta el análisis de la corrupción y de la impunidad dentro del sistema de análisis del 
crimen.  
Corrupción e Impunidad 
 
En la literatura económica la definición más extendida de corrupción la propone como “un 
acto en el cual el poder de un agente público es usado para producir beneficios privados, 
de un modo que contraviene las reglas del juego” (Jain, 2001). Ahora bien, para el análisis 
económico de la corrupción es pertinente considerar los elementos básicos de la economía 
del crimen propuestos por  Becker en 1968, así como los trabajos de Ehrlich; en su clásico 
Crime, Punishment and the Market of Offenses (Ehrlich, 1996), propone que la decisión de 
una persona para participar en una actividad ilegal está motivada por el análisis de sus 
costos y beneficios; estos incluyen el retorno esperado de la actividad ilegal, los costos 
directos en los que incurre el agente –incluyendo dentro de estos los costos de seguridad 
para escapar del castigo-, el salario de oportunidad de una actividad ilegal, la probabilidad 
de ser aprehendido y convertido en convicto, la gravedad del castigo, y, finalmente, su 
afinidad o distanciamiento de las actividades criminales, derivada de un conjunto de valores 
morales, la proclividad a la violencia y la afinidad al riesgo. 
 
Para el caso que nos ocupa, es pertinente considerar la corrupción como un fenómeno que 
opera por medio del mecanismo del soborno, que constituye una transferencia de rentas de 
un privado hacia un funcionario, con el fin de obtener una ventaja a favor de un privado. El 
análisis ofrecido por Castillo (2001) ilustra de una  manera sencilla esta situación: Un agente 
podría ser o no corrupto; en caso de que no sea corrupto obtendrá un beneficio equivalente 







En caso de que el funcionario sea corrupto puede ser sorprendido o no, y una vez sea 
sorprendido puede ser sancionado o no. En cada una de estas disyuntivas existe un factor 
de probabilidad condicional que afecta cada uno de los “momentos” del proceso, como se 
ilustra en el Gráfico 10. 
 
Gráfico 10: Esquema de análisis de propensión a la corrupción 




Propone Mendoza (2000) que el costo de la sanción incluye implícitamente el costo de 
oportunidad del corrupto. Define Mendoza el costo de oportunidad como el ingreso legal al 
que se arriesga a renunciar o dejaría de percibir el corrupto cuando sean detectadas sus 
actividades irregulares y sea sancionado por ello, por lo que  las personas que perciben 
relativamente mayores remuneraciones formales y que se encuentran satisfechas en la 
institución que laboran, enfrentan un costo de oportunidad más elevado que aquellos que 
obtienen relativamente bajas remuneraciones y que no se encuentran del todo satisfechas. 
Entonces, el costo de la sanción será mayor para aquellos individuos que poseen un mayor 
costo de oportunidad, y viceversa.   
 
Critican Hodgson & Jiang (2008) la restricción que habitualmente se hace en la literatura 
económica, al asumir que la corrupción está referida exclusivamente a agentes públicos, y 
proponen una definición ampliada desde el enfoque de la economía institucional en la que 
la corrupción es entendida como la violación de una o varias reglas por parte de un agente, 
como efecto de la persuasión de otro agente. En este sentido, plantean los autores que en 
lo esencial la corrupción debilita la capacidad de la organización para cumplir sus propios 
objetivos, y, en la medida en que estas reglas contribuyen a satisfacer las necesidades 
humanas y alcanzar el bienestar, su erosión ocasiona externalidades negativas y costos 
sociales. 
En cualquier caso, como señala Castillo (2001), la corrupción enfrenta el dilema de que las 
medidas orientadas a erradicarla tendrán sentido económico en tanto los costos de la 
implementación de estas medidas sean inferiores a los costos de la corrupción misma, por 
lo que desde el enfoque utilitarista restringido es posible proponer la existencia de un 
Esquema de análisis de propensión a la corrupción 















equilibrio que determina un nivel socialmente aceptable de corrupción, en consonancia con 
lo que planteara el presidente Julio César Turbay Ayala en torno a que “hay que llevar la 
corrupción hasta sus justas proporciones”. 
 
Señala Landa (1994) que la reducción en los niveles de confianza derivados de la 
corrupción aumenta a su vez la dependencia de lazos de otra índole, como los étnicos, los 
religiosos, los familiares, etc., en los cuales el cumplimiento de los contratos depende de 
sanciones y efectos de reputación dentro del grupo. 
 
Menciona Aidt (2003) la existencia de cuatro categorías con las que se han caracterizado 
las tipologías de corrupción. La primera de ellas es la corrupción eficiente, en la que el acto 
corrupto facilita el intercambio entre los agentes cuando no sería posible de otro modo, 
contribuyendo a la eficiencia en la asignación cuando existen fallas de gobierno 
preexistentes. Un segundo tipo lo constituye la corrupción con un principal benevolente, 
cuando se presenta delegación en un agente no benevolente, caso en el cual el nivel de 
corrupción depende del balance de costos y beneficios en el diseño de instituciones 
óptimas. La tercera categoría corresponde a corrupción con un principal no benevolente, 
derivada de la acción de agentes del gobierno que introducen políticas ineficientes 
orientadas a la extracción de rentas del sector privado, donde el nivel de corrupción 
depende de los incentivos establecidos en las instituciones existentes. Finalmente, la 
corrupción autoreforzada, que depende de complementariedades estratégicas generadas 
históricamente, y que se relaciona con los efectos de fortalecimiento de los lazos de grupo 
por efecto de la pérdida de confianza en el Estado mencionados por Landa. 
 
Desde otro enfoque, Begović (2007, cit. por Danon, 2010) propone otra tipología, definiendo 
cuatro categorías principales de clasificación: 
 
· Corrupción sin colusión: Cuando no existe acuerdo entre el corruptor y el corrupto. 
Es la más frecuentemente detectada en las instituciones públicas, donde los 
empleados pueden aceptar ciertos beneficios materiales o inmateriales de sus 
beneficiarios con el fin de procurarles ciertos recursos. 
· Corrupción con colusión: Cuando existe un acuerdo entre las partes, y representa 
un pacto voluntario. 
· Corrupción centralizada / descentralizada: En el primer caso, se refiere a la 
afectación de los niveles más altos en la escala jerárquica de la organización o 
grupo, lo que facilita la generación de distorsiones más sistemáticas del objetivo de 
la organización; en el segundo, la corrupción descentralizada, esta se encuentra 
dispersa en la organización sin que exista una orientación central que concentre el 
flujo de beneficios o rentas. 
· Corrupción administrativa / Captura del Estado: La primera está vinculada con la 
ejecución de ciertas reglas existentes, y en ella participan funcionarios ejecutores 
de políticas y disposiciones de gobierno, mientras que la captura del Estado afecta 
las reglas del juego existentes en tanto en ella participan los agentes que definen 
las políticas, leyes y disposiciones públicas de gobierno.  
 
En relación con esta última categoría es pertinente examinar el análisis de Garay y Salcedo 
Alvarán (2010), cuando proponen que: “La Captura del Estado (CdE) se refiere a la 
influencia indebida de actores privados en la formulación de leyes, decretos y políticas 
públicas, con el fin de obtener beneficios, principalmente, de orden económico. En este 







Propone Begović (2007) que los principales factores que deben considerarse como 
determinantes en la corrupción son los siguientes: 
 
1. Rentas 
2. Tamaño del Estado 
3. Incitación a la corrupción de los funcionarios públicos 
4. Presión de la sociedad civil 
5. Extensión de la democracia 
6. Tradición y cultura 
7. (Des) Igualdad económica 
 
Ahora bien, la persistencia de la corrupción tiene como soporte necesario un cierto grado 
de impunidad. Penrose (1999) hace un análisis comparativo de las diferentes definiciones 
existentes de impunidad, señalando la multiplicidad semántica del concepto; por su parte, 
propone Louis Joinet (1996) una noción de impunidad entendida como la imposibilidad de 
atrapar a los perpetradores de violaciones de las leyes, de jure o de facto, de modo que no 
sean sujetos de ningún tipo de pesquisa que pueda dar como resultado el que sean 
acusados, arrestados, juzgados, y, en caso de que sean hallados culpables, castigados.  
 
En su análisis de la impunidad, Viñuales (2007) propone considerar dos dimensiones: Una, 
llamada dimensión estructural, referida al corpus de medidas legales e institucionales que 
se requieren para aumentar los niveles de control de los agentes y la rendición de cuentas. 
En segundo lugar, la dimensión funcional, referida al análisis de casos en los que se cuenta 
con todos los elementos de la dimensión estructural, pero estos elementos no entran en 
uso, señalando que las circunstancias culturales y políticas son tan importantes como los 
marcos normativos. De igual manera, propone Viñuales que debe distinguirse entre los 
actores estatales y los no estatales, entendiendo que la acción de estos actores puede 
incidir tanto sobre los aspectos estructurales como sobre los funcionales, contribuyendo a 
aumentar o disminuir los niveles de impunidad. 
Marco conceptual y supuestos del modelo 
 
A continuación se presenta el marco conceptual que será utilizado en este análisis. 
 
· Traficante: Se entiende por traficante a un agente que opera en el mercado de los 
cultivos de coca como comprador de materia prima. Esta puede ser hoja fresca de 
coca, pasta básica o base de cocaína.  
· Impunidad: Se adopta aquí el concepto propuesto por Joinet, según el cual la 
impunidad se entiende como la imposibilidad, de jure o de facto, de atrapar al 
perpetrador de una contravención o delito para que este sea acusado, arrestado, 
apresado y castigado. Para el análisis, la impunidad opera como un factor que 
describe la proporción de producto ilegal que no es objeto de confiscación o 
destrucción, θ, tal que (0 ≤ θ ≤1), donde el valor cero implica un nivel pleno de 
aplicación de la justicia; por el contrario, el valor uno (1) indica que la impunidad 
cumple en términos absolutos con la definición inicial. La impunidad opera de 
acuerdo con el análisis de Ehrlich, en el sentido de que deben considerarse de 
manera separada las probabilidades de identificación, captura, juzgamiento y 
sanción, ya que la existencia de fallas en cualquiera de estos puntos afecta el 
balance de beneficios y costos para el traficante. 





prevenir o atacar las contravenciones a las leyes. Implica no sólo la acción de los 
jueces, sino la del conjunto de todas las entidades que intervienen en la 
identificación, captura, juzgamiento y sanción del delincuente, y aun las 
responsables de la producción de las leyes que sirven de soporte para la acción de 
las entidades del nivel operativo. 
· Seguridad ilegal privada: Dispositivos del traficante orientados a preservar su 
seguridad personal y la producción ilegal por medio del uso de la fuerza, o de la 
amenaza de uso de la fuerza. Incluye las acciones que realiza para protegerse del 
ataque de otros criminales, o de la acción de la justicia, incluyendo la identificación, 
captura, juzgamiento y sanción. 
· Unidad efectiva de Justicia (UEJ): Unidad de acción del Estado que consigue 
eliminar una unidad de producto ilegal. Integra el costo marginal de producción y 
reglamentación de las leyes, y el de operación del aparato militar, de justicia y 
carcelario. 
· Unidad efectiva de Seguridad Ilegal Privada (UESIP): Unidad de acción del 
traficante que consigue neutralizar una unidad efectiva de justicia o una unidad 
efectiva de amenaza de otros traficantes, de manera que preserva una unidad de 
producto ilegal para su beneficio.  
 
A continuación se presentan los supuestos del modelo; se adicionan comentarios que 
valoran su verosimilitud, cuando se considera pertinente. 
 
1. El traficante es un sujeto racional, que quiere maximizar su beneficio. 
2. El traficante no es productor, y su ingreso proviene exclusivamente del tráfico 
de la producción ilegal de una sola región. En efecto, en la mayoría de los casos 
el traficante no realiza actividades de producción cocalera, sino que opera como 
comprador, yendo al territorio para realizar las compras. Para efectos del análisis 
formal se asume que el traficante no percibe ingresos por extorsión, secuestro, ni 
otras actividades legales o ilegales, con el fin de que pueda considerarse el gasto 
de seguridad en función de las rentas derivadas de la producción cocalera; este 
supuesto es muy discutible en varios casos, pero puede aplicarse a la situación en 
la que el agente que detenta el control territorial opera como eferente de seguridad 
privada para el crimen, de manera que el traficante “contrata” la seguridad en el 
territorio, como sucedió efectivamente en varios momentos en los que los traficantes 
realizaron acuerdos de provisión de seguridad con las Farc en algunas regiones, 
antes de que esta organización ingresara en el negocio del tráfico. Para efectos del 
análisis formal, este supuesto aplica cuando se trata de un modelo de narcotráfico 
en el que existe un bajo nivel de integración vertical del componente de seguridad. 
3. Los productores sólo pueden vender el producto al traficante. Esta es una 
situación habitual en casos reales debido a varios factores, entre los que pueden 
señalarse en primer lugar el hecho de que la mayor parte de la producción es 
adquirida en las fincas de los productores, y en segundo lugar a que con frecuencia 
existen fuertes restricciones a la venta a terceros, no sólo porque los competidores 
tienden a ser expulsados o eliminados, sino porque es frecuente que se amenace a 
los productores para que no transen el producto ilegal con otros agentes. Las 
restricciones de venta se relacionan fuertemente con que las fuerzas de seguridad 
privada habitualmente son contratadas por los traficantes; esto aplica inclusive en 
el caso de los sistemas paraestatales en territorios en los que las Farc ejercen 
funciones de Estado. Hasta el momento, la literatura sólo registra un caso en el 
departamento del Putumayo, donde algunos productores (el 9%) declararon que 






4. El traficante es tomador del precio externo del producto ilegal. No existen 
razones plausibles para suponer que el traficante controla el precio final que le es 
pagado por el producto. 
5. El traficante no puede forzar a los productores a producir el producto ilegal, 
sino que tiene que inducirlos con el incentivo del precio sobre el producto ilegal. Se 
han registrado casos en los cuales los actores armados inducen a la producción 
ilegal. No obstante, las características del cultivo (plurianual, múltiples cosechas) 
hacen que se requiera de un sostenimiento habitual de las plantaciones que 
difícilmente sería posible por medio de la coerción exclusivamente.   
6. El traficante no tiene reservas de capital o ahorro para cubrir los costos. El 
costo de seguridad y el precio de producto ilegal debe ser pagado con ingresos del 
mismo lugar. Este supuesto es discutible, puesto que en muchos casos no sería 
posible que se presentara un enfrentamiento entre traficantes si no contaran con 
una fuente externa de recursos a la zona en disputa. No obstante, puede esperarse 
razonablemente que un traficante sólo intentará entrar en pugna por un territorio 
cuando estime que el beneficio esperado de este le permitirá contratar la seguridad 
requerida para obtenerlo y mantenerlo, y para pagar la materia prima (hoja fresca, 
pasta básica o base de cocaína) que utilizará para su negocio de tráfico. Bajo la 
consideración anterior, el supuesto puede mantenerse para el análisis estático, pero 
entendiendo que en situaciones reales de disputa territorial con agentes de 
“conquista”, los recursos provendrán de otras fuentes; este aspecto será 
fundamental para la realización de análisis dinámicos de agregación y consolidación 
de territorios, puesto que incorporará en la función las dotaciones iniciales de los 
agentes; no obstante, en este modelo se presenta un análisis estático, por lo que 
esta condición no es el objeto de análisis en este trabajo. 
7. El tamaño de los predios de los productores se distribuye normalmente, y los 
productores son homogéneos en cuanto a la producción. Si bien existe 
variación en al área sembrada en cada lugar, se ha señalado ya que las áreas 
sembradas tienden a tener un promedio apenas superior a una hectárea. Por otra 
parte, aunque existen diferencias regionales, los estudios indican que los 
productores acostumbran vender uno o dos subproductos por cada región 
productora, para la cual se aplican tecnologías similares en el ámbito de la 
producción de cultivos y la transformación agroindustrial. 
8. No hay migración intrarregional de productores. El número total de productores 
es fijo en el corto plazo. Este supuesto es consistente con la situación encontrada 
en terreno, ya que la mayor parte de los productores cocaleros son habitantes 
históricos de sus municipios (UNODC, 2001, p. 38), pero en situaciones reales no 





¿Controlar, Compartir o Cooperar? Las decisiones del 
traficante sobre el mercado de cultivos ilícitos 
 
En este aparte se examinan cuatro casos específicos. El primero, una zona aislada en la 
que la presencia del Estado es nula, y donde no se presenta competencia entre traficantes; 
el segundo aborda el problema de la competencia territorial entre traficantes sin presencia 





del Estado, y finalmente el cuarto examina esta misma situación pero endogeneizando la 
justicia, lo que es decir, haciendo que la justicia sea una variable que el traficante pueda 
afectar por medio de la corrupción.  
Caso 1: Zona aislada (sin presencia del Estado ni competencia 
entre traficantes) 
 
En una zona aislada, aplica plenamente el modelo descrito en el marco teórico con base en 
Herrera (2008). Se sintetizan aquí los elementos básicos para facilitar el análisis posterior. 
 
La curva de oferta estará dada por: 𝑝(𝑄) = 𝑎 + 𝑏𝑄, siendo 𝑝 el precio pagado por el 
traficante por la materia prima (hoja fresca, pasta básica o base de cocaína). Dada una 
función de ingreso 𝐼(𝑄) = 𝑃𝑄 en la que 𝑃 es el precio final del producto, la maximización 
del beneficio viene dada por: 𝑀𝑎𝑥𝜋 = 𝑃𝑄 − 𝐶𝑇 , en la que 𝐶𝑇 = 𝑄𝑝(𝑄), por lo que queda: 
𝑀𝑎𝑥𝜋 = 𝑃𝑄 − 𝑎𝑄 − 𝑏𝑄2 
 
Resolviendo respecto a 𝑄, la cantidad que maximiza el beneficio del comprador 
monopsónico estará dada por 𝑄∗ =
𝑃−𝑎
2𝑏
;  el precio que ofrecerá para maximizar el beneficio 
será  𝑝∗ =
𝑃+𝑎
2





En este caso, el traficante sostendrá el precio para inducir la oferta hasta su límite de 
maximización. 
 
Caso 2: Competencia entre traficantes: Condición monopsónica 
del mercado de los cultivos ilícitos 
 
A diferencia de lo que podría esperarse de la denominación “cartel” que tan frecuentemente 
se aplica a la producción y tráfico de drogas, con la que normalmente tiende a darse por 
supuesto cierto grado de colusión entre los agentes traficantes, en el caso de la producción 
de cultivos ilícitos se registran fuertes enfrentamientos entre los agentes del mercado de 
cultivos ilegales por el control de las zonas productoras. A primera vista podría suponerse 
que las soluciones cooperativas pueden ser más ventajosas; no obstante, un análisis más 
detallado permite concluir que, a pesar de las aparentes ventajas de un oligopsonio 
cooperativo, en el caso del mercado de los cultivos ilícitos la solución más conveniente para 
los agentes la constituye el monopsonio estricto. 
 
Siendo 𝜋𝑡
𝒎 el beneficio que obtiene el traficante cuando está en condiciones de monopsonio 
estricto,  y  𝜋𝑡
𝒐 el beneficio que obtiene cuando establece una solución cooperativa con otro 
traficante,  tenemos que, en ausencia de otros costos, la relación entre el beneficio de los 













      (2.18) 
 
Como se observa, independientemente del precio final, del precio inicial y del parámetro de 
sensibilidad de la oferta en un momento dado, en el monopsonio existe un margen de 





participación en una alternativa cooperativa oligopsónica. Lo anterior da lugar a la primera 
proposición: 
 
Proposición 1: En cualquier situación de mercado dada (considerando que el traficante es 
tomador del precio final, P), y en cualquier escenario de producción (considerando que el 
traficante es tomador del precio base, “a”, asociado a una curva local de oferta en la que 
“a” puede razonablemente representar los costos de producción), existirá siempre un 
incentivo para que el traficante aspire a tener pleno poder de mercado en la compra del 
producto ilegal en una región. Prueba: Directamente de (2.18). 
 
En este momento surge una pregunta definitiva: ¿Con qué medios podría un agente anular 
la acción de un competidor para responder al incentivo que establece la diferencia en los 
beneficios producidos entre controlar el mercado y compartirlo? Dicho de otro modo, ¿cómo 
podría un traficante adueñarse del mercado en un territorio particular? 
 
Hasta el momento no se ha considerado en la función el uso de la fuerza por medio del 
establecimiento de cuerpos de seguridad privada al servicio de los traficantes. No obstante, 
esta suele ser la forma más frecuente de actuación de los traficantes, bien se trate de los 
grupos guerrilleros que utilizan el narcotráfico como fuente de financiación de sus 
actividades, o bien de paramilitares, neoparamilitares y/o bandas criminales asociadas 
directamente al narcotráfico.  
 
La incorporación del uso de la fuerza tiene efectos sobre el sistema de ecuaciones 
propuesto anteriormente. En efecto, esta variable afectará los costos totales y el beneficio 
económico derivado de la actividad, generando un incremento en los costos y una 
disminución en el beneficio, coincidiendo con lo planteado por Skaperdas (2001) para casos 
de competencia entre señores de la guerra.  
 
A continuación se presenta el sistema de ecuaciones modificado, considerando la presencia 
de dos traficantes que compiten por una zona de producción en la que no hay presencia 
del Estado, por lo que es posible suponer el uso indiscriminado de la fuerza por parte de 
cualquiera de los dos agentes, bajo el supuesto de que los dos traficantes reaccionan al 
incentivo derivado del control monopsónico pleno. 
 
Para iniciar con el análisis de los costos, y tomando como base la ecuación (2.8), la función 
de costos de cada traficante debe modificarse agregando los costos de seguridad privada 
que determinan la magnitud del uso de la fuerza, del siguiente modo: 
 
𝐶𝑇𝑖,𝑗 = (𝑎𝑞𝑖,𝑗 + 𝑏𝑞𝑖,𝑗
2 ) + 𝑔𝑦𝑖     (2.19) 
 
Donde 𝑦𝑖 corresponde a las unidades de seguridad privada con las que cuenta el traficante, 
y 𝑔 el precio de mercado al cual puede acceder a ellas. Se asume que el traficante es 
tomador de precio en relación con los costos de contratación de seguridad. 
 
Para la integración del uso de la fuerza dentro del sistema puede acudirse a la función de 
éxito de la confrontación (Contest Success Function, CSF) propuesta por Tullock (1980) en 
su famoso trabajo sobre la eficiencia en la caza de rentas, y utilizada por múltiples autores 
para el análisis de situaciones de conflicto (Garfinkel & Skaperdas, 2006; Hirshleifer, 1989). 









] (𝑃𝑞𝑖,𝑗 − 𝐶𝑇𝑖,𝑗 )     (2.20) 
   
En (2.20) 𝑦𝑖,𝑗 corresponde a las unidades de fuerza que aplicarán cada uno de los dos 
traficantes en el territorio, y este valor deberá dividirse por el total de unidades de fuerza 
para definir su resultado final. En este caso, la CSF expresa el poder de mercado 
establecido por medio del uso de la fuerza. En efecto, el cociente será siempre menor que 
1 para todos los casos en los que los agentes hagan uso de por lo menos una unidad de 
fuerza, y el beneficio se obtiene como la proporción que pueda obtener precisamente por 
medio del uso de la fuerza. La CSF también puede interpretarse como la proporción del 
territorio que quedaría bajo el control de cada traficante. En este caso, el beneficio estará 
dado –en la misma proporción- por la fracción del territorio que controle efectivamente.  
 
Para efectos del análisis que el mercado se desarrolle en un escenario en el que no hay 
participación del Estado para el control de la ilegalidad, luego existe plena libertad para el 
uso indiscriminado de la fuerza entre los competidores, la función de beneficio puede 
plantearse como una función definida a trozos en la que el traficante obtendrá el beneficio 
propio del monopsonio en tanto pueda eliminar a su competidor, incurriendo en costos 
adicionales de seguridad, pero no obtendrá nada cuando la fuerza ejercida por su 
competidor sea superior a la suya, puesto que será eliminado. En el caso de que exista 
simetría perfecta entre los dos competidores (𝑦𝑖 = 𝑦𝑗), el beneficio será equivalente al 
beneficio obtenido en la condición oligopsónica, menos el gasto en seguridad de cada 









𝒎 𝑠𝑖 𝑦𝑖 > 𝑦𝑗
𝜋𝑖 = 𝜋
𝒐 𝑠𝑖 𝑦𝑖 = 𝑦𝑗
𝜋𝑖 = 0  𝑠𝑖 𝑦𝑖 < 𝑦𝑗
]    (2.21) 
 
En el primer caso, (𝑦𝑖 > 𝑦𝑗), el traficante i obtiene el beneficio total, puesto que ha derrotado 
y eliminado a su competidor. En el segundo caso, (𝑦𝑖 = 𝑦𝑗), el equilibrio de fuerzas induce 
un beneficio para cada traficante que equivale al beneficio obtenido en condiciones de 
oligopsonio con dos agentes, restando del beneficio el gasto en seguridad; en el tercer caso, 
(𝑦𝑖 < 𝑦𝑗), el traficante i lo pierde todo, porque es derrotado y eliminado por su competidor. 
 
Las estrategias Armado – No armado no son viables para ninguno de los dos traficantes, 
debido a que uno de los dos obtendría un beneficio igual a cero, por lo que no existen 
razones para suponer que esas sean soluciones posibles.  
 
 
  Traficante j 
  Armado No armado 
Traficante i Armado 𝜋𝑖,𝑗 = 𝑓(𝑦𝑖 , 𝑦𝑗) 𝜋𝑖





No  Armado 0,  𝜋𝑗
𝑚 𝜋𝑖
𝑜, 𝜋𝑗
𝑜   
 
La solución a la Cournot produce un equilibro de Nash inestable. En la opción Armado – 
Armado, que constituye el equilibrio de Nash, los dos traficantes obtendrán un beneficio 
equivalente, que se reducirá por el gasto en seguridad. No obstante, existe un punto que 
debe considerarse aquí y que hace frágil este resultado: debido a que persiste el incentivo 
para eliminar al contrario, puesto que si controlara el mercado plenamente obtendría más 
del doble del beneficio, cada traficante intentará vencer a su oponente aumentando el gasto 
en seguridad hasta el límite del beneficio; lo anterior conducirá a una situación de beneficio 
nulo en la medida en que la confrontación perdure, puesto que los aumentos en el gasto en 
seguridad irán disminuyendo progresivamente los beneficios, y haciendo inviable la 
cooperación o el acuerdo colusivo.   
 
La opción No armado – No armado sería la que teóricamente aportaría mayor beneficio 
para ambos, ya que no incurrirían en gastos de seguridad y cada uno obtendría entonces 
un beneficio equivalente al del oligopsonio sin correr riesgos por su vida. No obstante, opera 
aquí el dilema de seguridad planteado por Walter (1997), cuando señala que: “Aún si los 
oponentes acuerdan negociar, todavía enfrentarán los riesgos y las incertidumbres de la 
cooperación. ¿Cumplirá el oponente su parte del acuerdo?, o ¿terminará siendo, un mal 
arreglo el acuerdo en sí mismo?” (p. 336, cit por Uribe, 2013, p. 102). En el presenta caso 
opera la incertidumbre, en tanto los traficantes tienen una alternativa mejor si eliminan a su 
contrario, e ignoran si su contrario aumentará su nivel de fuerza para eliminarlos, puesto 
que saben que ellos mismos estarían interesados en hacerlo  para acceder al control pleno 
del mercado; por ello, si bien se trata de la opción con mayor beneficio mutuo esperado, 
entraña un nivel alto de riesgo por incertidumbre, asociado a caer en la condición de 
beneficio cero si el otro traficante decide armarse y eliminarlo. 
 
Lo anterior da lugar a la segunda proposición: 
 
Proposición 2: Desde la perspectiva de los traficantes, en un escenario de competencia 
por el territorio en el que es permitido el uso indiscriminado de la fuerza y no hay 
intervención del Estado, el equilibrio de Nash es inestable, y la única solución que produce 
un beneficio superior a cero es la condición monopsónica estricta en la que existe control 
territorial pleno por parte del traficante. Las soluciones cooperativas generan equilibrios 
inestables porque existe un fuerte incentivo para la destrucción del competidor, y las 
soluciones oligopsónicas fundadas en la generación de equilibrios de fuerza conducen a 
una situación de beneficio cero por el aumento del gasto en seguridad hasta el límite 
permitido por el ingreso. Para el traficante, entonces, será necesario establecer un 
monopsonio hasta el límite de su capacidad de aplicación de fuerza, y ofrecer un precio de 
compra que impulse la oferta para su beneficio dentro de su zona de control.  
 
Ahora se analizará la segunda aproximación mencionada al inicio de este aparte, cuando 
la función de éxito de la confrontación se interpreta como una asignación proporcional del 
territorio de acuerdo con la capacidad de ejercicio de la violencia de cada traficante.  
 




] el factor determinante para el resultado de la confrontación, con lo que 𝑦𝑖,𝑗 





anterior, cada traficante ignora la cantidad de unidades de violencia que será provista por 
el otro traficante en la confrontación, pero a diferencia del caso anterior, en el que se supuso 
la existencia de una función definida a trozos en la que cualquier diferencial de fuerza 
implica la eliminación del rival, en este caso la función de éxito de la confrontación es una 
función continua. De (3.19) y (3.20), considérese (0 ≤ 𝑦𝑖,𝑗 ≤ 1), siendo 1 el máximo de 
unidades de fuerza que puede contratar cada traficante hasta agotar sus recursos a un 
precio 𝑔. 
 
Si se considera una sola confrontación, el resultado será una matriz de pagos que definirá 
la porción del territorio que podrá aprovechar cada traficante de acuerdo con la proporción 
de fuerzas. Los jugadores serán los dos traficantes, y los dos actuarán simultáneamente 
con una asignación de fuerza sujeta a la incertidumbre sobre la asignación de fuerza de su 
contrario; las opciones de cada traficante consisten en aplicar una cantidad de fuerza tal 
que (0 ≤ 𝑦𝑖,𝑗 ≤ 1); cada jugador sabe que el resultado de la confrontación decidirá cuál es 
la proporción de territorio que queda bajo su control, y con ello afectará su beneficio, pero 
sabe también que sólo puede aplicar unidades de fuerza hasta el límite permitido por el 
ingreso menos los costos de la materia prima (pQ). Los pagos resultantes se ilustran en la 
Figura 2. 
 
Figura 2: Resultado de la confrontación entre dos traficantes con información imperfecta 




A la izquierda se ha separado el caso en el que ninguno de los dos jugadores aplica 
unidades de seguridad privada (y1=y2=0), con lo que cada traficante obtiene un pago 





segundo y el tercer caso corresponde a situaciones en las que uno de los traficantes opta 
por no aplicar ninguna unidad de fuerza contra su oponente, pero este sí lo hace, con lo 
que consigue eliminar al contrario, quedándose con todo el beneficio maximizado en 
condiciones de monopsonio estricto, menos el gasto que realice en seguridad, siendo 𝜋∗ =
(𝑃−𝑎)2
4𝑏
− 𝑔𝑦. El caso en el extremo derecho corresponde a aquel en el que los dos traficantes 
deciden enfrentarse aplicando unidades de fuerza; en este caso, el resultado de asignación 
se ilustra en el Gráfico 11, y depende del resultado de  [
𝑦𝑖,𝑗
𝑦𝑖+𝑦𝑗
] para cada uno. 
y1=0









Ahora bien, dado el nivel de riesgo, los traficantes pueden considerar la realización de un 
juego en dos episodios, de manera que en el primer episodio utilicen un alto número de 
unidades de fuerza para conseguir un resultado favorable en la distribución del territorio, lo 
que hará que en el segundo episodio tengan ventaja sobre su oponente y puedan aumentar 
la proporción del pago final. En el segundo episodio, cada traficante estará sujeto al 





= 𝑀𝑖,𝑗𝐸1, por 
lo que la matriz de pagos de afectará de acuerdo con la proporción inicial de control. 
 
Gráfico 11: Resultado de asignación del territorio como resultado de la confrontación 
Fuente: Elaboración propia. El eje de las x corresponde a las unidades de fuerza del primer traficante; 
el eje de las y corresponde a las unidades de fuerza aplicadas por el segundo traficante. La 




En la Figura 3 se presenta el esquema de decisiones y pagos del segundo episodio de 
confrontación entre los dos traficantes. El caso de la izquierda ilustra una situación en la 
que, una vez alcanzado un estado de asignación territorial, los dos traficantes optan por no 
entrar en confrontación, por lo que sus pagos serán equivalentes al doble de lo obtenido en 
el primer episodio. Los dos casos siguientes de izquierda a derecha, ilustran una situación 
en la que, una vez que se ha establecido una asignación territorial, uno de los traficantes 
abandona la confrontación; en este caso, el traficante que aplica unidades de fuerza 
alcanza el pleno control territorial, lo que lleva su beneficio a un “segundo mejor”, 
correspondiente a un segundo pago por valor del beneficio máximo en condición 
monopsónica estricta.  
 
Figura 3: Resultado del segundo episodio de confrontación entre dos traficantes con 
información imperfecta 

























El último caso, en el extremo derecho, muestra la condición más compleja, cuando ninguno 
de los traficantes abandona la confrontación y decide mantener una porción del territorio 
bajo su dominio. En este caso, el pago para cada uno de los traficantes viene dado por la 










, es decir, el resultado de control 
territorial obtenido en el primer episodio de la confrontación. En el Gráfico 12 se presenta 
el resultado final de la confrontación; el plano superior presenta el valor máximo del pago 
alcanzado por cada traficante al concluir el segundo episodio, siendo “x” el nivel de fuerza 
del primer traficante y “y” el del segundo traficante; el máximo será 2, dado que el pago total 
corresponde a la suma del pago en cada episodio expresado en función de la proporción 
de control territorial alcanzado en cada uno.  
 
El plano inferior del Gráfico 12 se ilustra el resultado de la asignación territorial tras el 
segundo episodio; como es fácil observar, los altos niveles de pago final se presentan sólo 
cuando hay un fuerte desbalance en la aplicación de fuerza, bien sea en el primer o en el 
segundo episodio, ya que el control sobre una porción del territorio superior aumenta el 
potencial de aplicación de unidades de fuerza sobre el oponente; es posible suponer que 
un resultado muy desbalanceado en el primer episodio puede dar como resultado una 
decisión de abandono del territorio por parte del traficante menos favorecido con la 
distribución, para evitar una derrota total.  
 
Gráfico 12: Pagos y asignación territorial tras el segundo episodio de la confrontación 
Fuente: Elaboración propia 
y1=0


















El planteamiento anterior coincide con lo registrado por (Deck & Sheremeta, 2012, p. 17), 
quienes hallaron que en un juego orientado por un beneficio en el que uno de los agentes 
opera como defensor y el segundo como atacante, ambos jugadores tienden a sobre invertir 
en el primer episodio del juego, sin importar que los pagos futuros esperados se reduzcan. 
 
Un tercer episodio produciría un resultado con tendencia muy similar, aumentando/ 
reduciendo las condiciones de dominio territorial de acuerdo con el resultado alcanzado en 
los dos episodios anteriores, por lo que no se realiza aquí. 
 
Ahora bien, el análisis realizado bajo el supuesto de que el resultado de la confrontación es 
una función continua no afecta el planteamiento realizado en la primera parte de esta 
sección, puesto que al final no se tendrá uno sino dos monopsonios, aunque con un área 
inferior. Un fuerte desbalance entre las fuerzas, fácilmente conducirá a la toma del territorio 
por parte del traficante con mayor capacidad en un segundo episodio, pero en condiciones 
de paridad de fuerza, la perspectiva de pérdidas puede disuadir a los competidores, 
haciendo que se respeten los territorios, por lo menos temporalmente. En este caso, el 
resultado consiste en el establecimiento de dos territorios colindantes, cada uno bajo el 
dominio de un traficante; a los costos habituales de sostenimiento del territorio deberán 
aumentarse aquellos asociados al mantenimiento de la frontera en términos similares a los 
propuestos por Grossman (2004) para situaciones de amenaza armada del territorio. 
 
Características del cultivo  de coca que refuerzan la decisión del traficante 
en torno al monopsonio 
 
Además de los elementos presentados anteriormente, algunas de las características 
intrínsecas de la producción de coca contribuyen a reforzar la decisión del traficante en 
relación con el establecimiento de mercados monopsónicos estrictos. Las principales son 
las siguientes: 
 
1. Duración y curva de rendimiento anual del cultivo: Dado que el cultivo no es 
transitorio, sino que se trata de un cultivo permanente en el que el máximo de 
producción sólo se alcanza en el tercer año después del establecimiento, el 





riesgos de la producción. Puesto que los productores sólo entrarán al mercado 
cuando consideren que existen garantías para la producción ilegal, el traficante 
tendrá que garantizar el normal desarrollo del cultivo durante su período de 
producción. Por ello, se hace necesario el control del territorio, de manera que 
disminuya el riesgo asociado a la producción por medio de la provisión de seguridad 
privada. Dado que el control del territorio implica un gasto constante en seguridad 
que tiene que estar amortizado por la producción futura, la naturaleza permanente 
del cultivo constituye una razón adicional para el establecimiento del monopsonio 
por parte del traficante. 
2. Procesamiento in situ: El hecho de que el cultivo sea procesado in situ facilita que 
los productores puedan sacar el producto para venderlo en un mercado con mayor 
cantidad de compradores, intentando obtener un mejor precio. Dado que el beneficio 
del traficante depende de la cantidad de producto transformado que pueda comprar, 
y dados también los altos costos de comprar en el territorio de otro traficante –por 
el riesgo en seguridad-, es imperativo evitar que los productores en su territorio 
accedan a otros compradores. El control territorial actúa entonces también como un 
mecanismo de información, a través del cual el traficante está informado de la 
localización y cantidad de cultivos, con lo que puede establecer sanciones para los 
productores que no le vendan su producción. Puesto que en su territorio el traficante 
puede hacer uso indiscriminado de la fuerza, el control territorial se convierte en un 
factor determinante para la obtención de su beneficio, apoyando el establecimiento 
del monopsonio estricto.  
 
Caso 3: Zona con presencia del Estado y sin competencia entre 
traficantes 
 
Cuando se considera la presencia del Estado  es pertinente incluir dentro del modelo dos 
factores importantes. En primer lugar, la incorporación de una amenaza para la seguridad 
del traficante y de su producto ilegal; en segundo lugar, pero asociada estrechamente con 
la primera, la afectación del grado de impunidad prevaleciente en la zona de producción. 
 
A los supuestos descritos anteriormente debe agregarse uno más, consistente en que para 
este caso el Estado es no corrupto en sentido estricto, lo que quiere decir que la acción de 
la justicia (conducente a la identificación, captura, juzgamiento y sanción del traficante) es 
plenamente exógena. Lo anterior significa que cada uno de los agentes que participa dentro 
del sistema de administración de justicia –desde el diseño de las leyes hasta el último 
acápite de su aplicación- cumple cabalmente con la función que le fue impuesta. Bajo esta 
consideración, el nivel de impunidad prevaleciente será una función de la magnitud de la 
presencia efectiva del Estado en el territorio. 
 
De otra parte, debe considerarse aquí de manera particular el efecto del nivel de impunidad, 
θ, sobre la curva de costos del traficante, tal como se plantea en el Capítulo 1. En general, 
puede proponerse que la disminución del nivel de impunidad debe afectar el precio que el 
traficante deberá pagar al productor, con un aumento asociado del gasto marginal que 
puede hacer inviable la actividad económica del traficante. Por lo anterior, el nivel de 
impunidad prevaleciente en el territorio constituye una variable crítica para el traficante. La 
acción plena de la justicia en el territorio (𝜃 ≅ 0) hace completamente inviable la operación 
del tráfico al elevar al infinito el precio que debe pagar por cada unidad de producto, 






Si bien como se ha dicho la acción de la justicia es un elemento exógeno para el productor 
y el traficante, el nivel de impunidad no lo es necesariamente para el traficante. El nivel de 
impunidad puede entenderse como el producto de una confrontación entre la acción de la 
justicia y las fuerzas de seguridad privada del traficante. En este caso, el grado de 





       (2.22)  
 
Donde y corresponde a una Unidad efectiva de seguridad ilegal privada (UESI) del 
traficante, y J a una Unidad efectiva de justicia (UEJ). Se entiende por una UEJ aquella que 
puede producir una disminución marginal del producto ilegal, y se entiende por una UES 
aquella que puede contrarrestar efectivamente a una UEJ, lo que es decir, evitar una 













< 0.  En el caso de J = 0, el nivel de impunidad 
es 1 para cualquier cantidad de y diferente de cero; en el caso de y = 0, θ = 0 para todo 
J≠05.  
 
Para simplificar, se asumirá por ahora que el costo y la tecnología de y y J son iguales, y 
que no hay un diferencial de eficiencia derivado de debilidad institucional en J. Por razones 
de simplicidad del modelo, debe entenderse que un territorio determinado (como un 
municipio, por ejemplo) cuenta en un momento dado del tiempo con una cantidad 
específica de UEJ, que son las que puede usar efectivamente para impartir justicia –en 
sentido amplio, desde la identificación del traficante hasta su encarcelamiento, con la 
destrucción del producto ilegal-.  
 
Ahora bien, cada unidad de seguridad ilegal privada tiene un costo, g. El costo total de la 
seguridad ilegal privada será equivalente al costo unitario de cada unidad por el número de 
unidades de seguridad aplicadas, y (suponiendo CES). El traficante es tomador de precio 
de la seguridad privada. 
 
Al incorporar la CSF dentro del sistema, la función de costos del traficante queda: 
 
𝐶𝑇 = (𝑎𝑄 +
(𝑦+𝐽)
𝑦
𝑏𝑄2) + 𝑔𝑦     (2.23) 
 
En estas condiciones, la maximización del beneficio del traficante viene dada por la relación 
entre justicia y seguridad ilegal privada.  
 
𝜋 = 𝑃𝑄 − 𝑎𝑄 − (
(𝑦+𝐽)
𝑦
) 𝑏𝑄2 − 𝑔𝑦   (2.24) 
 
 





) =   𝑃 − 𝑎 −
2𝑏𝑄
𝜃
= 𝑃 − 𝑎 − 2𝑏𝑄 (
𝑦−𝐽
𝑦
)    (2.25)  
 
                                                 
5 Para la pertinencia del uso de la CSF ver Hirshleifer (1989), y Jia (2012). Hirshleifer plantea que esta función 
también puede manejarse en su versión logarítmica, de manera que puedan examinarse los casos en los cuales 













) = 𝜃 (
𝑃−𝑎
2𝑏
)     (2.26) 
 
El nivel de impunidad no afecta, sin embargo, el precio que debe ofrecer el traficante, 
el cual deberá mantenerse en 𝑝∗ =
𝑃+𝑎
2
 .  
 
De otra parte, la cantidad de seguridad privada que maximiza el beneficio del traficante 








) − 𝑔      (2.27) 
 





      (2.28)  
 
Por lo anterior, se propone: 
 
Proposición 3: En condiciones de monopsonio, para todo J ≠ 0, y suponiendo un valor 𝑔  
como precio del mercado de la seguridad privada en el que el traficante es tomador de 
precio, el aumento en la cantidad de producción ilegal está asociado con un aumento en 
las Unidades Efectivas de Seguridad Ilegal (UESI) del traficante. Con ello se propone que 
la producción ilegal, bajo condiciones de monopsonio, da lugar a un proceso asociado de 
constitución de fuerzas de provisión de seguridad ilegal privada que se asocian 
directamente con la cantidad de producto ilegal. Para garantizar la maximización del 
beneficio, el aumento en las unidades de seguridad ilegal deberá ser proporcional a la raíz 
cuadrada de la cantidad de unidades de justicia aplicadas por el Estado, y a la relación 
establecida entre el parámetro de sensibilidad de la oferta y el precio de las unidades de 
seguridad ilegal privada. Prueba: Directamente de (2.28). En concordancia con la intuición, 
habrá un mayor número de unidades de seguridad en la medida en que su costo sea inferior. 
 
La importancia de esta proposición proviene de dos situaciones de gran relevancia práctica 
dentro de la economía ilegal de la coca. La primera, del hecho de que, en un momento dado 
del tiempo, un traficante cuenta con una cantidad determinada de cultivos. Los cultivos no 
pueden ampliarse en el corto plazo, de manera que la utilidad que obtendrá dependerá 
fundamentalmente de sus UESI, por lo que “y” se convierte en el factor crítico del beneficio 
del traficante. En segundo lugar, la restricción de la oferta derivada de la presencia de UEJ, 
implica que el traficante debe asegurar el territorio, como prerrequisito para que los 
productores entren en el mercado ilegal, o identificar regiones donde la acción del Estado 
tiende a cero (𝐽 ≅ 0). Esto es lo que da lugar, de una parte, a la lógica de localización de 
los cultivos en regiones aisladas, y al surgimiento del paraestado como producto de la 
economía ilegal. 
 
Regresando al análisis formal, en estas condiciones, cuando se alcance la cantidad que 












) − 𝑔𝑦 = 𝜃
(𝑃−𝑎)2
4𝑏
− 𝑔𝑦  (2.29) 
 
En este momento es clave señalar que en condiciones de monopsonio sin afectaciones por 
acción estatal, el beneficio del monopsonista sería siempre positivo6. En este caso, en 
cambio, el beneficio del traficante se encuentra afectado negativamente por el nivel 






− 𝑦       (2.30) 
 
El traficante no controla el precio final ni el precio inicial, y tampoco el costo de las unidades 
de seguridad o el parámetro de sensibilidad de la oferta, de manera que sólo puede alterar 
la cantidad de unidades se seguridad privada que aplica. Por ello, se plantea la siguiente 
proposición: 
 
Proposición 4: Bajo condiciones de justicia exógena (el traficante no puede afectar la 
eficacia y/o eficiencia de la prestación de los servicios del sistema de administración de 
justicia), existe un umbral de aplicación de unidades efectivas de justicia por encima del 
cual no existe beneficio de la producción de cultivos de coca para el traficante. En este 
caso, es presumible que no se produzcan cultivos de coca, en tanto el traficante no puede 
garantizar la persistencia de un nivel de impunidad que evite la reducción de las áreas 
sembradas en rangos que hagan inviable el negocio; esta situación se hace más grave en 
tanto el traficante enfrenta un gasto marginal que es superior al costo marginal derivado del 
aumento del precio, por encontrarse en condiciones de monopsonio.  
 
Lo anterior contribuye a explicar la generación del efecto globo, consistente en el traslado 
de las zonas de producción cuando se presentan shocks de justicia derivados de la 
implementación de políticas de control de la oferta. La lógica del modelo permite suponer 
que el traslado de los cultivos se realizará hacia regiones con baja intensidad de acción del 
Estado. Este aspecto se desarrollará más adelante en una de las digresiones sobre el 
modelo. 
 
Un segundo elemento de importancia de la existencia de un umbral de aplicación de justicia 
que inviabiliza la producción de cultivos ilícitos, consiste en que se generan incentivos muy 
fuertes para que el traficante intente incidir sobre la dinámica de funcionamiento de la 
justicia, toda vez que su beneficio depende de que la justicia se mantenga bajo el umbral. 
Por ello, es importante analizar el comportamiento del traficante para modificar la aplicación 
de la justicia, lo cual constituye el cuarto caso que se analiza en este estudio. 
Caso 4: Endogenización de la justicia: Seguridad privada y 
corrupción  
 
Existe la posibilidad de que los traficantes afecten el funcionamiento del Estado, de manera 
que se reduzca su nivel de riesgo. Para examinar esta posibilidad es necesario endogenizar 
la acción del Estado, descrita analíticamente como J en esta investigación. El primer 
                                                 
6 En condiciones de monopsonio estricto, el beneficio del monopsonista estará determinado por    𝜋 =
(𝑃−𝑎)2
4𝑏





aspecto a analizar consiste en el problema del funcionario. 
El problema del funcionario 
 
Vale recordar aquí que el concepto de Unidad Efectiva de Justicia que se utiliza aquí incluye 
el conjunto de funcionarios que intervienen dentro del proceso de identificación, 
persecución, captura, juzgamiento y encarcelamiento de un traficante. No se reduce, 
entonces, exclusivamente a la participación de jueces dentro de los procesos judiciales; por 
ello, se utiliza la categoría funcionario de manera genérica, ya que en casos reales se han 
registrado procesos de corrupción en las instituciones de identificación (Departamento 
Administrativo de Seguridad, DAS), en las de persecución y captura (policía, ejército y 
fiscalía), en las de juzgamiento (fiscales y jueces en los procesos judiciales) y en los centros 
penitenciarios (directores, guardianes y otros funcionarios de prisiones). 
  
Por otra parte, en el caso de las economías ilegales y considerando la posibilidad del uso 
de la fuerza como factor de coerción, puede suponerse un escenario en el cual un traficante 
proponga un acto corrupto a un funcionario, utilizando como incentivo un soborno o, en 
caso de que este no sea aceptado, una amenaza de muerte.  Esta situación se ilustra en el 
Gráfico 13.  
 
Las claves de interpretación son las siguientes: 
 
w=  Salario del funcionario 
h=  Beneficio por la satisfacción personal de ser honesto 
r=  Beneficio individual por el reconocimiento social de su honestidad 
a=  Probabilidad de perder la vida en caso de no participar en una actividad corrupta 
V=  Valor de la vida 
p=  Probabilidad de ser sorprendido / atrapado en actividades corruptas (0 ≤ p ≤ 1) 
q=  Probabilidad de ser sancionado una vez que ha sido sorprendido (q= f(p)| 0 ≤ q ≤ 
1) 
s=  Valor del soborno 
m=  Multa por el delito (o el equivalente monetario de la intensidad de la pena) 
 
Gráfico 13: Esquema de análisis de propensión a la corrupción y beneficios esperados 









Siguiendo a Ehrlich (1975), la probabilidad de ser sancionado puede evaluarse como una 
probabilidad condicional, dependiente de la probabilidad de ser sorprendido o atrapado en 
actividades corruptas. 
 
La opción inicial del funcionario consiste en aceptar o no aceptar el soborno. En caso de 
que no acepte el soborno, su utilidad esperada estará definida por: 
 
𝑈𝑒 = 𝑤 + ℎ + 𝑟 − 𝑎𝑉      (2.31) 
 
La utilidad esperada de un funcionario honesto (un alto valor de h) sería la suma de su 
salario, más el beneficio personal que le proporciona el ser honesto, más el reconocimiento 
social de su honestidad entre la comunidad, menos el valor que asigne a su vida por la 
probabilidad (percibida) de perderla. La utilidad de los trabajadores honestos será positiva 
en tanto asignen poco valor a la vida –lo que no es creíble- o en tanto la probabilidad 
percibida de ser asesinado sea muy baja; por el contrario, cuando se asigne mucho valor a 
la propia vida7 o cuando se perciba una alta probabilidad de ser asesinado, se establecerá 
un muy fuerte incentivo a favor de los comportamientos corruptos. En escenarios en los que 
hubiese un alto grado de seguridad personal provista por las instituciones del Estado, el 
comportamiento corrupto no podría tener lugar, al menos en teoría, cuando la honestidad 
personal y el reconocimiento social de la honestidad fuesen elevados (altos valores de h y 
r), ya que la acción de garantía del derecho a seguridad haría que disminuyese fuertemente 
                                                 
7 No se considera aquí el caso de amenazas a los familiares del funcionario. No obstante, podrían incorporarse 
dentro de la función de utilidad personal del funcionario. En algunos casos, la vida de la familia o los allegados 
de los funcionarios son valoradas incluso más que la propia vida, por lo que los delincuentes utilizan las 
amenazas a estas personas para aumentar el costo personal de la no adopción de comportamientos corruptos. 



















la probabilidad de ser asesinado. 
 
De otra parte, la utilidad esperada de un funcionario que acepta el soborno estará definida 
por: 
 
𝑈𝑒 =  𝑟 + 𝑠 + 𝑤 − 𝑝𝑟 − 𝑝𝑞𝑚 − ℎ − 𝑎𝑉  (2.32) 
 
El funcionario que acepta el soborno no corre riesgos por su vida o la de su familia (el valor 
de aV=0 por a=0), y su valor de honestidad es compensado por su salario y el valor del 
soborno, y goza de reconocimiento social a menos que sea sorprendido (pr); su pérdida 
sólo aumentará en la medida en que sea efectivamente castigado con una multa y con la 
pérdida de su salario [pq(m+w)].8 
  
Mientras que en el caso del funcionario con propensión a la honestidad (alto valor de h) la 
decisión dependerá de la valoración del riesgo personal que corra, en el caso del funcionario 
con más baja valoración de la honestidad (el valor de h es muy bajo o cero) la frecuencia 
de la corrupción será mayor. Puede sin embargo proponerse que habrá corrupción siempre 
que el soborno compense las pérdidas derivadas de la multa, la pérdida del salario y el valor 
asignado a la honestidad y al reconocimiento social. La corrupción, entonces, se comporta 
como una función continua.  
 
En equilibrio -cuando (2.32) es igual a cero-, el costo de oportunidad del soborno será: 
 
𝑠 = 𝑝𝑟 + 𝑝𝑞𝑚 + ℎ + 𝑎𝑉 − 𝑟 − 𝑤  (2.33) 
 
De lo anterior, puede resaltarse que el soborno encuentra obstáculos en sociedades en las 
que exista una alta valoración individual y un alto reconocimiento social por la honestidad, 
o donde los salarios de los funcionarios eleven el costo del soborno a una tasa que no sea 
redituable para el traficante. Debe considerarse aquí la discusión en torno a las limitaciones 
de los salarios de eficiencia en relación con las normas sociales y la corrupción 
organizacional, como lo plantean  Chang & Lai (2002). 
 
Ahora bien, de (2.33) puede derivarse una nueva proposición, clave para el análisis 
posterior, y estrechamente relacionada con la sustitución de la agencia de protección 
dominante: 
 
Proposición 5: Existe un valor de oportunidad de soborno para los funcionarios que 
participan del sistema institucional de acción estatal encargado de la aplicación de la justicia 
(identificación, persecución, captura, juzgamiento y encarcelamiento). La aplicación de 
amenazas contra la seguridad de los funcionarios neutraliza el efecto del salario, del valor 
asignado a la honestidad personal, y del reconocimiento social por la condición de ser 
honesto; esto sucede cuando no existe pleno monopolio de la fuerza por parte del Estado, 
de manera que las amenazas del traficante se constituyen en amenazas creíbles. 
Un nuevo problema para el traficante 
 
Endogeneizar la acción del Estado dentro del sistema implica modificar la estructura de 
                                                 
8 El caso del funcionario honesto puede considerarse un caso particular de esta expresión. En caso de que m 
corresponda a una sanción carcelaria, el valor de la sanción será equivalente a su salario de oportunidad 





costos y beneficios del traficante. El punto de partida lo constituye la proposición 5, la 
existencia de un valor de soborno que puede modificar el comportamiento de los agentes 
dentro del Estado, haciendo que su comportamiento favorezca los intereses del traficante, 
modificando la eficiencia y eficacia de la justicia, entendida en el sentido propuesto en este 
trabajo.  
 
Para endogeneizar la justicia se incorpora dentro del sistema un factor “c”, tal que (0 ≤ c ≤ 
1), el cual reflejará la proporción de corrupción de la justicia; esta proporción indica la 
disminución de eficiencia / eficacia de la acción estatal por efecto de la corrupción. 
Igualmente se incorpora un costo de los sobornos, “s”. Con estas dos adiciones, el beneficio 
del traficante se ve aumentado por cada unidad de justicia que sea neutralizada por efecto 
de la corrupción, pero paralelamente sus costos aumentarán en la medida en aumente la 
corrupción, teniendo para el análisis una tasa promedio de soborno9. En esta situación, la 
función de beneficio del traficante se modifica del siguiente modo:  
 
𝜋 = 𝑃𝑄 − 𝑎𝑄 − (
(𝑦+(1−𝑐)𝐽)
𝑦
) 𝑏𝑄2 − 𝑔𝑦 − 𝑠𝑐𝐽  (2.34) 
 
Como se puede observar en la ecuación anterior, el efecto de la corrupción consiste en 
aumentar el nivel de impunidad por medio de la disminución de las unidades efectivas de 
justicia que afectan la función de éxito de la contienda (
(𝑦+(1−𝑐)𝐽)
𝑦
), e indirectamente el tercer 
término de la ecuación; por otra parte, aumenta también el gasto en una proporción 
equivalente al valor del soborno por la fracción corrupta de la justicia (𝑠𝑐𝐽). 
 







     (2.35) 
 
Como se puede observar, el aumento en la proporción de la corrupción reduce las unidades 
efectivas de justicia que constituyen el contrapeso de las unidades de seguridad aplicadas 
por el traficante. 
 
Una vez más, al resolver para el precio que debe ofrecer el traficante, no se producen 
modificaciones, el cual queda definido como el promedio simple del precio final más el 
precio base. Por otra parte, la incorporación de la corrupción afecta la cantidad óptima de 





     (2.36) 
 
Como se puede observar, y de acuerdo con la intuición, la corrupción afecta la necesidad 
de provisión de seguridad privada. Cuando el nivel de corrupción alcanza el valor máximo, 
1, no será necesaria la contratación de seguridad privada; por el contrario, cuando la 
                                                 
9 Asumir un valor medio de soborno no significa necesariamente considerar un individuo corrupto 
representativo, entendiendo la heterogeneidad de los agentes. No obstante, puede considerarse que el total 
de justicia, J, será igual a la sumatoria de la cantidad de justicia producida por los funcionarios,  𝐽 = ∑ 𝑗𝑖
𝑁
𝑖=1 , 










proporción de corrupción es cero, tendrá que contratarse seguridad privada en la proporción 
definida por la cantidad de producto y la cantidad de unidades efectivas de justicia presentes 
en el territorio.  
 
Ahora bien, dado que el nivel de corrupción es también una decisión del traficante, este 
deberá seleccionar la combinación de provisión de seguridad privada, y, y de corrupción, c, 
que maximizan su beneficio. Para ello, el criterio del traficante provendrá de  la comparación 
entre los efectos de las dos variables sobre el beneficio.  El traficante tiene que considerar 
la relación Beneficio/ Costo que le aporta invertir en aumentar su seguridad (según las CPO 
para y) o en disminuir la acción de la justicia a través del soborno (según las CPO para J, 
incorporando el costo de soborno). 
 
En primer lugar, debe considerarse el efecto de la corrupción sobre el beneficio, el cual 







− 𝑠𝐽 = 𝐽 (
𝑏𝑄2
𝑦
− 𝑠)    (2.37) 
 
De acuerdo con la intuición, el aumento de una unidad marginal de corrupción incrementará 
el beneficio en una proporción relacionada con la cantidad de producto ilegal y la cantidad 
de unidades justicia presentes en la zona de producción, y este aumento será mayor en la 
medida en que aplique menos unidades de seguridad ilegal privada (para todo 𝑦 ≠ 0); por 
otra parte, el aumento en corrupción disminuirá el beneficio en la medida en que aumenten 
el valor del soborno, que hace parte de la función de costos del traficante. 
 
En el máximo (igualando (3.36) a cero), se obtendrá que el valor del soborno que maximiza 





      (2.38) 
 
De acuerdo con lo anterior, el valor del soborno aumentará proporcionalmente con el 
aumento en la cantidad de producto ilegal y el parámetro de sensibilidad de la oferta, y 
disminuirá en la medida en que aumenten las unidades de seguridad privada. Lo anterior 
coincide con la intuición, en tanto un mayor número de unidades de seguridad ilegal privada 
que se contraponen a la acción del Estado disminuye la necesidad de acudir al soborno, 
por lo que la disminución de la demanda conlleva una disminución del valor del soborno.  
 







− 𝑔     (2.39)10 
 
En este caso, el factor determinante en la decisión del traficante es el precio de la seguridad 
ilegal privada. 
 
Al comparar entonces el beneficio que le aporta invertir en aumentar su capacidad armada 
                                                 
10 Las condiciones de segundo orden nos aseguran que se trata de un máximo [
𝜕2𝜋
𝜕𝑦









o en disminuir la acción de la justicia a través del soborno, la decisión del traficante se 









> 0 > 𝑦
= 0 𝑦 ó 𝐽
< 0 > 𝐽
     
 











= 0 𝑠𝑖 𝑦 𝑠ó𝑙𝑜 𝑠𝑖  𝑏𝑄2𝐽 =
𝑔𝑦2
(1−𝑐)
   y 
𝜕𝜋
𝜕𝑐
= 0 𝑠𝑖 𝑦 𝑠ó𝑙𝑜 𝑠𝑖  𝑏𝑄2𝐽 = 𝑠𝐽𝑦  
 
Por ello, y puesto que los términos en equilibrio corresponden a una igualdad, puede decirse 
entonces que en condiciones de maximización, (1 − 𝑐) =
𝑔𝑦 
𝑠𝐽
. Por lo anterior, puede 
proponerse que la combinación de seguridad ilegal privada y corrupción que optimiza el 
beneficio para el traficante estará dada por: 
 





      (2.40) 
 
Con base en lo anterior, pueden adelantarse las siguientes proposiciones: 
 
Proposición 6: Existe una combinación de gasto en seguridad ilegal privada y corrupción 
que maximiza el beneficio del traficante; los valores que tomen la corrupción y la seguridad 
privada, dependerán de la elección del traficante con base en el precio de la seguridad, el 
valor de los sobornos, y el tamaño de la justicia, sujeto a (0 ≤ 𝑐 ≤ 1). Prueba: De (2.40) 
directamente. 
 
En la proposición anterior (6) es pertinente considerar un caso particular: el caso en el que 
el traficante no quiera modificar la acción del Estado, debido a que su interés no consiste 
en cooptar el Estado, sino en sustituir al Estado. Esta situación es la que caracteriza el caso 
de los grupos guerrilleros, por lo que su estrategia consistirá en el aumento de unidades de 
seguridad, y, para contrarrestar la aplicación de unidades efectivas de justicia, J, teniendo 
a su favor un bajo costo de contratación de los agentes que operan en sus filas; el propósito 
consistirá en conseguir que la impunidad llegue hasta un nivel lo más cercano posible a 
θ=1, con lo que podrán aumentar las áreas de cultivo hasta el límite de maximización de su 
beneficio. Este caso supone, claro está, que la función de utilidad de los insurgentes será 
una función compuesta en la que existe un alto peso del componente de convicción 
ideológica, sin el cual no sería creíble esta situación. Existe, sin embargo, algún nivel de 
consistencia en la presunción, ya que por lo menos algunas de las regiones productoras de 
cultivos de coca que se encuentran bajo el control de las FARC, se han establecido y 
desarrollado en puntos nodales de concentración de este grupo armado, como en el caso 
del municipio de Miraflores y la región de la sierra de la Macarena; en este último caso, la 
reducción de los cultivos de coca ha coincidido con la implementación de una política de 
intervención intensiva del Estado (que dentro del modelo significaría un aumento crítico de 
J) por medio del Plan de Consolidación Territorial de la Macarena. Este caso se analizará 






Proposición 7: Existe un umbral de aplicación de justicia, J, por encima del cual no será 
viable la corrupción. No habrá corrupción cuando la cantidad de justicia en el territorio, J, 
sea superior a la razón entre el gasto en seguridad y el valor del soborno. Prueba: De (2.40) 





Ahora bien, de (2.38) se deriva que existe un valor del soborno s que maximiza el beneficio, 





       (2.41) 
 
La importancia de la expresión anterior consiste en que el traficante puede tomar la decisión 
sobre la base de la magnitud de la producción ilegal en el territorio bajo su control.  
 
Dado que por definición (0 ≤  𝑐 ≤  1), el valor mínimo de corrupción es 𝑐 = 0. Esta 
situación de no corrupción se presentará cuando 𝑔𝑦 = 𝑠𝐽. En este caso, sJ correspondería 
al valor de conseguir un 100% de impunidad, cubriendo el costo de sobornar a la totalidad 
de la justicia presente en el escenario de referencia. Como este valor resulta igual al gasto 
en seguridad ilegal privada, el traficante puede decidir su estrategia entre sobornar a todo 
el aparato de justicia, o conseguir los mismos resultados por la vía de aumentar el gasto en 
seguridad privada. De lo anterior, se deduce que el factor crítico será el tamaño de la justicia 
en el escenario local, ya que ante una densidad alta de justicia, el costo para el traficante 
será extraordinario; por el contrario, y considerando que en un momento dado del tiempo 
existe un tamaño dado de J en un territorio, un aparato de justicia pequeño impulsará al 
traficante a conseguir el máximo de corrupción. En el máximo de corrupción (𝑐 = 1), 𝑠𝐽 =
𝑔𝑦 + 1, lo que indica que el valor de sobornar a la totalidad del sistema institucional de 
justicia sería inferior al gasto potencial en seguridad para alcanzar el mismo nivel de 
beneficio.  
 
El comportamiento del traficante tendrá como referencia el precio de la seguridad ilegal 
privada. Cuando este valor aumenta, será preferible aumentar el gasto en corrupción hasta 
el límite impuesto por el valor óptimo del soborno, disminuyendo el consumo de seguridad 
ilegal privada; de este modo, el nivel de corrupción alcanzado compensará las limitaciones 
derivadas de contar con bajos niveles de protección autónoma. Dado que el traficante es 
tomador de precio para la seguridad, podrá suponer razonablemente que sus vecinos 
traficantes estarán sometidos a la misma restricción, por lo que no verá disminuido su nivel 
de protección relativo frente a la amenaza que constituye el ataque de otro traficante.   
 
Digresiones 
Primera digresión: Soborno y densidad del Estado 
 
Señala Ehrlich (1975) que la probabilidad de ser efectivamente castigado por una falta 
contra la ley es condicional, en tanto deben considerarse en ella varias interacciones. Para 
el caso que aquí se analiza, es preciso considerar de manera separada la identificación del 
traficante, su persecución, su captura, su juzgamiento y su penalización efectiva por la vía 
carcelaria. Suponiendo que la acción del Estado se realiza (en teoría) bajo el imperio de la 
ley, es preciso considerar este conjunto de momentos como fases secuenciales de un 
proceso, en el que no es posible anticipar ninguno de los pasos dentro del sistema legal 





penalización debe seguir al juzgamiento, por ejemplo. 
 
Cada una de las fases anteriores es realizada por agentes distintos en el Estado y en 
algunos casos tiene participación de algunos estamentos de la sociedad, como los medios 
o las agrupaciones políticas. Por ello, el soborno es un mecanismo que el traficante debe 
incluir de manera diferencial para los agentes dentro de su función de costos potenciales. 
Una versión de esta inclusión podría ser la siguiente: 
 
Evento Actores a sobornar 
Ser identificado Denunciante o funcionario policial  
Ser perseguido Fuerza pública (Policía, ejército) 
Ser capturado Fuerza pública, incluyendo la participación de mandos superiores 
Ser juzgado Fiscales, jueces, abogados defensores, medios de comunicación 
Ser castigado Dirección de la prisión, guardianes, otros funcionarios 
 
En la etapa de identificación sólo tienen que cubrirse los costos de los denunciantes civiles 
o de los funcionarios policiales, generalmente de bajo rango, que tienen contacto directo 
con la información sobre las infracciones del traficante.  
 
La etapa de persecución incluye a los servicios especializados de la fuerza pública (fuerzas 
de inteligencia policial y militar), pero también los servicios de grupos especializados de 
acción policial y del ejército que constituyen los soldados profesionales. Las labores de 
campo, sin embargo, son realizadas por comandos pequeños, y sólo en ocasiones por 
medio de grandes operativos con amplio despliegue de recursos; como se ha planteado 
antes, el “tamaño” de la justicia, J, debe valorarse en el momento y en el sitio de 
operaciones, por lo que el mecanismo del soborno no tiene que aplicarse al conjunto del 
aparato policial o militar, excepto en los casos en los que existe presión por parte de los 
superiores jerárquicos del nivel nacional en la fuerza pública.  
 
En la captura interviene el grupo que directamente haya encontrado al perseguido, pero 
esta captura se hace efectiva en tanto sea entregado por este grupo a sus superiores, y en 
tanto estos superiores oficialicen la captura o la hagan válida. Vale la pena señalar aquí que 
aunque no se trate de una medida proporcional del valor del delincuente, el “precio” 
expresado en la recompensa que se ofrece por su cabeza refleja la proporción con la cual 
el Estado valora los esfuerzos que deben realizarse para su captura; el mecanismo de la 
recompensa actúa no sobre el delincuente, sino sobre el conjunto indiscriminado de 
agentes que podrían entrar en contacto con él y que no cuentan con sus recursos, por lo 
que la recompensa actúa fundamentalmente aumentando el valor del soborno potencial 
requerido a límites que no son sustentables por el delincuente. 
 
Hasta aquí, todos los pasos conducen a que se pueda tener al sospechoso disponible para 
la etapa de juicio. Ahora bien, existen mecanismos aplicables por los agentes de la fuerza 
pública y de los demás intervinientes que pueden entorpecer los procesos judiciales, por 
medio de la comisión de pequeñas acciones en la fase de captura que constituyen violación 
al principio del debido proceso; con ello se consigue la satisfacción del objetivo operativo 
(captura) pero se preserva la impunidad (no aplicación de la sanción), puesto que se 
conocen los mecanismos por medio de los cuales se declara la nulidad del proceso.  
 
En la fase de juicio se incorpora un número más alto de funcionarios y agentes. Aquí 
intervienen directamente los fiscales, quienes operan como agentes acusadores, los 





acción de los medios de comunicación da resonancia al proceso jurídico, aumentando el 
nivel de atención de la sociedad sobre el delito, y con ello la acción de mecanismos de 
rendición de cuentas para los intervinientes. Dada la multiplicidad de los agentes 
(incluyendo los medios de comunicación), sus niveles de ingreso y su heterogeneidad 
(además de intereses no visibles en sus intervenciones), el soborno se convierte en un 
mecanismo de más difícil aplicación para el traficante en la fase de juicio.   
 
En cuanto al castigo, que en el caso de Colombia consiste en la aplicación de una sentencia 
carcelaria más la aplicación de una sanción económica, el objetivo del traficante puede 
consistir tanto en evadirse de la prisión como en conseguir que la prisión opere en función 
de sus intereses, por medio del establecimiento de “oficinas” en las cárceles. De acuerdo 
con la resonancia del proceso judicial, las acciones de evasión o el establecimiento de estos 
centros para la acción ilegal implican a funcionarios de diferentes rangos, yendo desde la 
dirección de la prisión hasta el sistema de servicios generales (lavandería y aseo), y 
permitiendo inclusive la constitución de servicios de seguridad ilegal privada con los 
reclusos.  
 
Los elementos anteriormente expuestos nos llevan a considerar que la viabilidad de la 
corrupción tiene que ver con el tamaño y las características de la justicia que opera en la 
unidad territorial de acción del traficante, entendiendo la justicia en el sentido amplio 
propuesto en este trabajo como el conjunto de la acción de las entidades del Estado que 
intervienen en todo el proceso. Al examinar la cadena que conduce desde la etapa de 
identificación hasta la de sanción efectiva por medio de la aplicación de una pena acorde 
con las leyes, la densidad del Estado varía de una manera extraordinaria: en un municipio 
pequeño la acción del Estado se reduce al gobierno local y a un pequeño grupo de 
miembros de la fuerza pública; este grupo es el que habitualmente debe encargarse de las 
etapas de identificación, persecución y captura, y en este caso el grupo está expuesto al 
soborno del traficante más la acción de su cuerpo de seguridad ilegal privada, por lo que la 
impunidad, θ, alcanzará probablemente un valor muy alto. Puesto que la sanción no tiene 
lugar cuando no se inicia el proceso, la ventaja se encuentra en el lado del traficante.  
 
Una vez capturado, la ventaja del traficante se pierde, debido a que tiene que incurrir en 
gastos de defensa y de soborno (sobre los agentes que intervienen en el proceso judicial, 
como fiscales, testigos y jueces), y al mismo tiempo pierde –por lo menos temporalmente- 
el control sobre sus rentas, puesto que no puede realizar actividades ilícitas; 
adicionalmente, la reducción de su nivel de control sobre su propio cuerpo de seguridad 
ilegal privada en terreno lo expone a ser objeto de una pérdida parcial o total de su territorio 
por acción de otro traficante, o inclusive de sus propios mandos medios, los cuales pueden 
aprovechar la oportunidad de aspirar a la condición de jefes. Por lo anterior, puede 
entenderse que el mayor esfuerzo del traficante se encuentre en evitar ser capturado, como 
se ha registrado en algunos estudios sobre el comportamiento de los delincuentes, al 
examinar que el factor de disuasión más efectivo es la probabilidad de la captura, por 
encima de la severidad de la pena (Ehrlich, 1975)11.  
 
Lo anterior es coincidente con la expectativa racional de costos derivada de cada uno de 
los momentos del proceso de aplicación de justicia efectiva, puesto que tanto la cantidad 
                                                 
11 Ehrlich (1975) presenta aquí el análisis formal que sustenta el mayor valor de la probabilidad de ser 
capturado que de la sanción, teniendo como referencia la pena de muerte. Al respecto, señala que “mientras 
que la ejecución de asesinos disuade de actos de asesinato, ceteris paribus, su aprehensión y captura tienen 





de agentes que interviene (J) como sus salarios (w) modifican la magnitud y cantidad de 
sobornos que debe cubrir el traficante; en efecto, el salario de un funcionario local o el de 
un policía profesional es notablemente menor que el de un juez o el de un fiscal, y una vez 
que el proceso ha sido encauzado dentro del sistema formal de administración de justicia 
operan mecanismos de seguimiento procesal que no son fácilmente evadibles, por lo que 
el aumento en el riesgo de los funcionarios implicados de ser sorprendido en conductas 
corruptas conduce a un aumento en el valor de oportunidad del soborno.  
 
La acción de los medios de comunicación durante la realización del proceso es otra variable 
importante en el análisis. Un mayor nivel de resonancia de la noticia genera un mayor nivel 
de seguimiento social, lo que disminuye la probabilidad de actuaciones corruptas en tanto 
se aumenta la probabilidad de que un fiscal o un juez sean descubiertos en una actividad 
ilegal; dado el efecto de la presión pública sobre el sistema de administración de justicia, 
no sólo aumenta la probabilidad de castigo sino su intensidad (mayor duración de la sanción 
carcelaria en función de los “castigos ejemplares”). Puesto que los agentes del sistema de 
administración de justicia no cuentan con las mismas posibilidades de reaccionar que el 
traficante, el valor de oportunidad del soborno aumenta notablemente, haciendo más 
limitada la aplicación de la corrupción por parte del traficante. 
 
Por otra parte, la última etapa del proceso presenta en cambio una reducción del problema 
para el traficante puesto que, en la prisión, una vez más se ve abocado a un escenario con 
una baja densidad de unidades de justicia, y con salarios notablemente inferiores a los que 
han constituido el valor de oportunidad para el soborno. En el nuevo escenario su situación 
vuelve a ser similar a la del escenario de partida: Si cuenta todavía con recursos suficientes 
para sobornar a los agentes del sistema penitenciario y carcelario, y si la presión de los 
medios de comunicación no aumenta el nivel de atención sobre la situación del traficante, 
este podrá optar por la evasión o por el establecimiento de una oficina de operación ilegal 
al interior del centro penitenciario.  
 
El análisis anterior no constituye el objeto principal de este trabajo, por lo que no se 
desarrollará aquí formalmente. No obstante, sería posible realizar dicho análisis siguiendo 
el esquema de desagregación de la probabilidad propuesto por Ehrlich (1975), y asignando 
parámetros para una función compuesta en la que la probabilidad efectiva de ser 
sancionado, 𝜌𝑠, sea la probabilidad condicional de las etapas anteriores (ser identificado, 
perseguido, capturado y juzgado), tal que:  𝜌𝑠 = 𝜌𝑖𝜌𝑝𝜌𝑐𝜌𝑗.  
 
Una de las variables la constituye el vector de densidad del Estado para cada una de las 
etapas del proceso; este vector de densidad podría evaluarse de acuerdo con el número de 
agentes del sistema de administración de justicia que intervienen directamente en la 
realización de cada momento del proceso; de este modo, sería posible integrar en la función 
las variaciones realizadas por las operaciones especiales de la fuerza pública, o del nivel 
de resonancia del caso en los medios, construyendo con ello un vector tal que, por ejemplo,  
𝐽𝑗 ≥ 𝐽𝑐 ≥ 𝐽𝑝 ≥ 𝐽𝑖.  
 
Otra variable clave son las variaciones de salario de oportunidad para cada uno de los 
agentes que intervienen en las diferentes etapas del proceso, de manera que fuese posible 
establecer el valor de oportunidad del soborno, e incluir este elemento dentro de la función 
de costos. 






Los elementos anteriores ilustran los enormes costos que significan para un traficante 
evadir la acción de la justicia, lo que es decir, evadir la subordinación del comportamiento 
de los agentes del Estado al acatamiento de las leyes. ¿Cuál puede ser la estrategia 
alternativa para el traficante? Surge en este caso la posibilidad de acceder al escenario de 
producción de las leyes, de manera que se corrijan las imperfecciones que generan costos 
extraordinarios para los infractores, por la vía de adecuar las leyes a los objetivos de los 
traficantes.  
 
La entrada del traficante en el escenario político tiene como costo la compra de los votos (o 
los gastos de seguridad ilegal privada asociados a inducir votaciones a favor de su 
candidatura o de la candidatura de su subordinado), más los gastos de soborno de los 
demás miembros del legislativo, o al menos de un número de congresistas que le permita 
contar con mayoría para la toma de una decisión que afecte positivamente sus intereses. 
Una vez más, el elemento crítico lo constituye el tamaño del Estado; en un escenario local 
donde el Principal está constituido por un conjunto pequeño de votantes, y donde el Agente 
gobernante está constituido por un alcalde y un pequeño grupo de concejales, son bajos 
los requerimientos de dinero para la captura del Estado (por la compra de votos, y el 
soborno de los concejales no adeptos a la causa del traficante y de los miembros de la 
fuerza pública local).  La problemática del departamento del Magdalena durante la 
ocupación paramilitar es ilustrada por Zúñiga (2007) del siguiente modo: “Jorge 40 
construyó su supremacía en la zona plana del Magdalena sobre una cadena de muertes y 
amenazas. Las víctimas fueron alcaldes, ex alcaldes y líderes políticos locales, lo cual lo 
hizo temible para los aspirantes a puestos de elección y para la mayoría de la población. 
(…) En esta dinámica surgieron los candidatos únicos para gobernaciones, alcaldías o 
cámaras de representantes” (p. 251). Ahora bien, el control de un municipio ofrece al 
traficante cierta tranquilidad en el manejo de las disposiciones locales, pero no afecta de 
manera sustantiva la aplicación de justicia, puesto que el crecimiento de su poder y riqueza 
puede llevar a que se desarrollen operativos especiales para su captura. 
 
El ascenso a las escalas regionales tiene que incluir la consideración del aumento en el 
tamaño del Estado, incluyendo la plataforma del Principal. En algunos casos, sería posible 
que el agente aplique el mismo criterio de asignación de recursos a una combinación de 
corrupción y violencia que actúe sobre los agentes del sector gobierno y sobre la población; 
en el caso del gobierno, conseguiría alterar en su favor la acción de las autoridades y de 
los funcionarios públicos encargados de la aplicación de justicia, y en el caso de la población 
podría conseguir la modificación de las votaciones, afectando los procesos electivos en su 
favor por medio de la compra de votos o la intimidación. En otros casos, una alternativa 
funcional puede ser el establecimiento de alianzas con agentes de la política departamental 
o regional, de manera que estas alianzas disminuyan las pérdidas de riqueza asociadas al 
ejercicio de la violencia, y los gastos de corrupción tengan como recompensa el control de 
las finanzas públicas. Al respecto, es pertinente citar los estudios sobre ilegalidad y recursos 
públicos consignados en  Romero (2011), en los que se examina el proceso de robo a la 
salud en la costa Caribe (Romero et al., 2011), la captura de rentas en los Llanos orientales 
(Pérez, 2011) y la problemática de apropiación de regalías en la costa Caribe (Pedraza y 
Olaya, 2011). Igualmente, es pertinente citar lo que plantea López (2007) para el caso de 
las elecciones en Antioquia en el año 2002: “El aporte del paramilitarismo en sus zonas de 
mayor dominio consistió en reducir o eliminar a los posibles competidores, agrupar la 
votación de varios municipio a favor del candidato escogido, agrupar a los escogidos en 
unos partidos de confianza, convencer o amedrentar a la población para que depositara su 
voto por el escogido, y en caso de que todo lo anterior no fuera suficiente, o solo para no 






El ascenso a la escala nacional es todavía más difícil, pero no imposible si se han 
acumulado los recursos suficientes. En este caso existen también dos posibilidades: La 
primera, el ascenso por la aplicación del mismo mecanismo (combinación de corrupción y 
uso de la violencia), o por el establecimiento de acuerdos con el sector político que le 
permitan establecer una iniciativa de joint venture en la escala nacional. El uso de la 
combinación corrupción – violencia al nivel estatal presenta, sin embargo, varias 
limitaciones, puesto que la multiplicidad de intereses existentes en el país hace inviable la 
aplicación de mecanismos que consigan controlar a todos los grupos de presión 
importantes, y las rentas públicas constituyen un incentivo fuerte para la pugna por el control 
del Estado, de manera que no es una situación frecuente.   
 
La segunda vía para el propósito de control del mecanismo de generación de las leyes 
consiste en acceder al escenario del congreso. El trabajo de Garay et al (2012) presenta 
varios casos de reconfiguración del Estado sobre la base de coincidencia en los objetivos 
de un sector político y un agente ilegal, lo que equivale a plantear que las funciones de 
utilidad de los dos agentes presentan coincidencias importantes en relación con el nivel de 
control sobre las leyes. Dado que la captura del Estado no es viable por parte del traficante 
en razón de su tamaño, el mecanismo de reconfiguración por medio del establecimiento de 
alianzas con agentes políticos que permita acceder al gobierno para controlar las 
disposiciones legislativas se convierte en una opción funcional, dando lugar a la 
reconfiguración cooptada del Estado. En este sentido, la reconfiguración cooptada del 
Estado puede entenderse como un momento del proceso de acumulación de fuerzas de los 
traficantes en cooperación con los agentes de la política regional y nacional; como es 
sabido, no es necesario controlar todo el Estado, sino una proporción que consiga el ajuste 
de las leyes a favor de los intereses de los delincuentes. 
Tercera digresión: Sobre la estabilidad del precio nominal 
 
Como se menciona en el primer capítulo de esta investigación12, el precio nominal de la 
coca ha presentado un alto nivel de estabilidad en los últimos 10 años, independientemente 
de la región de que se trate y de la cantidad de cultivos de coca en el país. El nivel 
estabilidad ha sido superior para la base de cocaína y para el clorhidrato de cocaína, 
seguidos por la pasta básica y finalmente por la hoja de coca fresca, siendo esta última la 
                                                 
12 Ver el 
 
 





única para la que se registra una variación de precios estacional, caracterizada por una leve 
disminución en los meses de septiembre y octubre en algunas regiones. Lo que sorprende 
de esta estabilidad es que el precio se ha sostenido a pesar de que se registra una 
reducción del 65% en el volumen total de oferta en los últimos diez años.  
 
¿El precio de la coca no responde a las leyes de la oferta y la demanda? En teoría, una 
reducción de la oferta debería haber derivado en un aumento del precio. De hecho, las 
medidas de control de la oferta aplicadas por el Estado (fumigaciones, erradicación manual, 
etc.), deberían haber provocado un alza en los precios en las zonas de producción, como 
efecto del aumento del nivel de riesgo para los cultivadores, pero este efecto no se presentó; 
no obstante, un análisis econométrico a nivel sub-regional de 2005 a 2011, corrobora la 
hipótesis de que el precio es relativamente inelástico a este tipo de acciones (Gallego & 
Rico, 2012). 
 
Lo anterior constituye un argumento a favor de la tesis que se sostiene en este trabajo en 
torno a la naturaleza monopsónica del mercado de los cultivos ilícitos. En efecto, y como 
puede verse a lo largo del documento, en los diferentes escenarios analizados se observa 
que el precio que ofrece el traficante no sufre modificaciones. En efecto, la presencia del 




, por lo que podría esperarse que, de cumplirse con los supuestos aquí 
expresados, en condiciones reales el precio presente un alto grado de estabilidad. La razón 
que soporta este comportamiento consiste en que la variación del beneficio del traficante 
está estrechamente ligada con la existencia de un incentivo que garantice la persistencia 
de la producción hasta el nivel de maximización; los aumentos de precio sobre este nivel, 
reducirán la rentabilidad del tráfico. 
 
Por otra parte, en varias de las regiones productoras de cultivos de coca se registra una 
correlación positiva y significativa entre el área cultivada y el precio real del principal 
subproducto comercializado en la región. Lo anterior no contradice el planteamiento 
anterior; en efecto, la reducción del área cultivada como respuesta a una reducción en el 
precio real, indicaría que en la función de oferta de la forma 𝑝 = 𝑎 + 𝑏𝑄, que produce 𝑄 =
𝑝−𝑎
𝑏
, la estabilidad nominal del precio junto con el incremento relativo de los costos de 
producción en una tasa equivalente a la tasa de inflación, reducen el valor de la relación 
𝑝−𝑎
𝑏
, produciendo una disminución proporcional en la cantidad de producto. Dado que con 
el paso del tiempo el valor del trabajo y el de los insumos aumenta por efecto del aumento 
en el nivel general de precios, es plausible proponer que los traficantes no han realizado el 
ajuste de precios correspondiente, y que ello ha dado como resultado una reducción en las 
áreas sembradas. 
 
Ahora bien, en torno a este asunto subsiste una pregunta sin respuesta. ¿Cuál es la razón 
por la que los traficantes no han realizado un ajuste de precios que les permita mantener la 
oferta nacional de coca? Una explicación posible, aunque no demostrable por la ausencia 
de datos sobre los resultados de las operaciones comerciales del producto ilegal, es que el 
precio ofrecido por los traficantes se encuentre por encima del punto de maximización de 
beneficios; aún considerando una función de beneficio del tráfico con rendimientos 
decrecientes, podría suponerse que un aumento en las ventas aumenta el volumen de 
ingresos netos al traficante, y dada la escasa participación del precio del producto en el 
mercado local respecto del precio en el mercado internacional, el sobreprecio pagado no 
afecta sensiblemente al balance final de las operaciones; por otra parte, ofrecer un precio 





funcional para atender al riesgo derivado de las pérdidas originadas en las incautaciones 
nacionales.   
Cuarta digresión: Efecto globo y dinámica de localización  
 
La literatura ha registrado el “efecto globo” en varios sectores de la economía ilegal. En 
términos generales, sin embargo, el efecto globo no constituye otra cosa que una decisión 
de localización en relación con circunstancias favorables para el desempeño económico: 
Cuando el entorno pierde las ventajas comparativas que lo caracterizaban para el 
establecimiento de una empresa, dicha empresa decidirá un cambio de localización. 
 
Uno de las propuestas para el análisis de la localización de los cultivos de coca viene dada 
por los trabajos de Thoumi (1999, y 2009), quien propone la aplicación del enfoque de 
vulnerabilidad, señalando que a pesar de existir una gran cantidad de regiones aptas para 
la producción de cultivos de coca alrededor del mundo, los cultivos se han concentrado en 
sólo tres países. Siguiendo el planteamiento de Thoumi, se propone aquí que uno de los 
factores determinantes en la dinámica de localización de los cultivos de coca lo constituye 
la densidad de presencia del Estado, con la condición de que existan vías de comunicación 
(terrestres, fluviales o aéreas) que permitan el envío del producto ilegal hasta las zonas de 
despacho para el mercado internacional.  
 
En relación con la localización, el examen de la ubicación de los cultivos ilícitos de coca 
permite ver que en el caso colombiano ha evadido las zonas densamente pobladas, y que 
su expansión se ha dado en la dirección de la menor densidad del  Estado, pero lo más 
cerca posible a vías de comunicación.  
 
Por otra parte, el “traslado de los cultivos de coca” (abandono de algunas áreas y siembra 
en otras) se ha producido como respuesta a la presión ejercida por un choque de acción 
del Estado, como se evidenció en el caso de los departamentos de Putumayo, Caquetá y 
Nariño durante el período de aplicación del Plan Colombia, focalizado en la región 
Putumayo Caquetá. En este caso, el aumento de la presión estatal indujo una migración de 
los cultivos a una zona con baja densidad de población y con baja densidad de acción 
Estatal, la zona pacífica del departamento de Nariño. 
 
Mapa 2: Densidad de cultivos ilegales de coca en Nariño, Putumayo y Caquetá, 2000 y 2010. 
Fuente: Censos de Cultivos de Coca en Colombia, UNODC. 
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El ejemplo anterior constituye un argumento a favor de la proposición 4, sustentada en 
(3.30), según la cual bajo condiciones de justicia exógena (el traficante no puede afectar la 





justicia), existe un umbral de aplicación de unidades efectivas de justicia por encima del 
cual no existe beneficio de la producción de cultivos de coca para el traficante. 
 
Dada la disponibilidad de zonas con densidades más bajas de presión estatal, el 
comportamiento de los traficantes consistirá en promover el establecimiento de zonas de 
producción de cultivos ilícitos en estas zonas, abandonando parcial o totalmente las 
regiones con mayor presión. 
Quinta digresión: Tecnología de la seguridad y de la justicia 
 
Hasta el momento se ha supuesto que existe homogeneidad en la eficacia y el costo de las 
tecnologías aplicadas por los diferentes agentes. No obstante, las variaciones en tecnología 
de la seguridad ilegal privada y de la justicia tienen una importancia crítica en este proceso, 
y se presentan en muchas situaciones reales.  
 
La homogeneidad de eficacia tecnológica nos dice que una unidad de seguridad ilegal 
privada puede contener o desactivar exactamente una unidad efectiva de justicia. ¿Qué 
sucede cuando esta relación no se cumple por diferencias en las tecnologías? Lo anterior 
puede formalizarse en el análisis del nivel de impunidad del siguiente modo: 
 
Sean α y β los parámetros de eficacia de la seguridad privada, y, y de la justicia, J, 





       (2.42) 
 
En este caso, el nivel de impunidad presentará un comportamiento dependiente de la razón 
𝛼
𝛽
, favoreciendo a aquel agente para el cual sea superior el parámetro. De este modo, si el 
cociente de los parámetros es superior a 1, la aplicación de seguridad ilegal privada tendrá 
un efecto más fuerte sobre el nivel de impunidad; por el contrario, en el caso de que sea la 
justicia la que cuenta con un cociente tecnológico favorable, la aplicación de unidades de 
seguridad privada provocará un efecto tenue en el aumento de las condiciones de 
impunidad, como se ilustra en el Gráfico 14. 
 
Para ilustrar estas situaciones, supóngase un primer caso de acción de la fuerza pública 
por vía aérea, con bombarderos dotados con detectores de calor y movimiento. La acción 
de las fuerzas de seguridad ilegal privada no pueden esconderse totalmente, y el poder de 
fuego de un bombardero es con mucho superior al uso de armamento para enfrentamientos 
en campo abierto; en este caso, el uso de una tecnología más avanzada (al nivel de 
detección, persecución y ataque) genera un saldo favorable a la acción de la fuerza pública. 
 
Para el segundo ejemplo, es necesario señalar que un nivel de tecnología más avanzado 
tecnológicamente, no significa necesariamente un nivel de tecnología más adaptado o más 
eficaz. Para examinar esta afirmación, es conveniente analizar el caso del uso de minas 
antipersona, práctica frecuentemente utilizada por varios actores armados ilegales en zonas 
productoras de cultivos de coca. 
 
Gráfico 14: Efecto de las diferencias en las tecnologías disponibles en la confrontación sobre 
el nivel de impunidad 
Fuente: Elaboración propia. La línea del medio presenta la situación de identidad en la eficacia de 





parte del Estado, con lo que la reducción en el nivel de impunidad es mucho más eficiente; en la 





En el caso de las minas antipersona, existe una fuerte diferencia en la eficacia respecto de 
las técnicas convencionales. Para quien utiliza las minas, sólo se requiere de un técnico en 
minado y de la cantidad de minas antipersona necesarias para establecer el cerco sobre la 
zona que se quiere proteger. Para quien quiere penetrar el cerco, sin embargo, se requiere 
en primer lugar de un destacamento que proteja el perímetro, puesto que la baja velocidad 
del equipo facilita la acción de francotiradores y las emboscadas; adicionalmente, requiere 
de un técnico en desminado provisto de un detector de metales; junto con lo anterior, 
requiere de la provisión de servicios de transporte con alta velocidad de desplazamiento en 
caso de fallos de detección. 
 
Como se hace evidente en el caso anterior, el factor de eficacia no se relaciona 
estrictamente con el factor de costo: Las minas antipersona son una de las alternativas de 
armamento más baratas que existen, pero su efectividad es enorme, considerando el 
volumen de fuerza de ataque que retienen, por lo menos temporalmente. 
 
Cuando el factor de tecnología se incorpora dentro de la función de gasto, modifica 
sustancialmente el resultado, bien por la vía de producir un incremento (disminución) en el 
consumo de seguridad ilegal privada, o bien por la vía de incrementar (disminuir) el gasto 
total en corrupción. 
Sexta digresión: Sobre la traición 
 
Anteriormente se ha sustentado la condición monopsónica del mercado de cultivos ilícitos, 
señalando que por los problemas de información incompleta e imperfecta, el 
comportamiento de los traficantes no admite una solución a la Cournot que permita generar 
un equilibrio de Nash para el análisis de la oferta de cultivos de coca cuando es posible 
aplicar la fuerza como mecanismo de disuasión o eliminación del competidor. Lo anterior 
no significa que no puedan existir territorios ilegales colindantes, en los que la decisión 
sobre el mercado no haya consistido en compartir los gastos sino en establecer unas 
























entonces una pregunta: ¿Qué ocurriría en un territorio que da cabida a dos traficantes 
colindantes y que enfrenta un shock de justicia exógeno? 
 






 . Las 
opciones de los traficantes son inicialmente dos: pueden cooperar o no para enfrentar un 
shock de justicia, por lo que las funciones de impunidad en cada caso serán: 
 
Alternativa de NO cooperación Alternativa cooperativa 
𝜃𝑢 =
𝑦1
𝑦1 + 𝑦2 + 𝐽
  𝜃𝑐 =
(𝑦1 + 𝑦2)
(𝑦1 + 𝑦2) + 𝐽
 
  
En la primera alternativa, la No cooperativa, la impunidad estará en función de la fuerza de 
seguridad ilegal privada propia únicamente; la fuerza de seguridad ilegal privada y la justicia 
amenazan al traficante, que debe enfrentar el riesgo derivado de la presencia de justicia 
más el riesgo derivado de la posibilidad de que el otro traficante actúe en su contra para 
acceder a ese territorio. En la solución cooperativa, en cambio, la impunidad opera en 
función de la suma de la cantidad de seguridad ilegal privada aportada por los dos 
traficantes, disminuyendo con ello el efecto negativo que produce la acción de la justicia 
sobre su beneficio, como se ha analizado anteriormente. Tanto la función de beneficio como 
la derivación de requerimientos de contratación de seguridad privada tienen también una 
expresión diferente en caso de que exista cooperación, o de que no la haya: 
 
 
Beneficio en circunstancias de  NO 
cooperación 
Beneficio en condiciones de 
cooperación 




2) − 𝑔𝑦1  
  
𝜋𝑡1𝑐 = 𝑃𝑞1 −















   
En este caso, la solución cooperativa genera un aumento del beneficio de ambos traficantes 
(suponiendo simetría estricta en el costo y en la tecnología de seguridad de los dos 
traficantes), ya que reduce el consumo de unidades de seguridad ilegal privada de los dos 
traficantes sin afectar su beneficio.  
 
Por lo anterior, es posible suponer que cuando se presenta un shock de justicia, J, en un 
territorio que es dominado por dos traficantes que no se enfrentan entre sí por haber 
alcanzado una división territorial monopsónica que satisface sus expectativas de 
maximización, será posible que haya acuerdos entre los traficantes para enfrentar la acción 
de la justicia, de manera tal que la unión de fuerzas produzca una reducción menor en el 
beneficio, preservando un nivel mayor de impunidad para ambos. 
 
No obstante, la solución anterior implica que la acción de la justicia se aplica de manera 
uniforme en los dos territorios de los traficantes, por lo que no se establecen incentivos para 
la traición. Pero puede considerarse la posibilidad de que, frente a un shock de justicia que 
no tenga perfecta simetría en el nivel de ataque a los dos traficantes (como, por ejemplo, la 





que uno de los traficantes pueda acceder al control del territorio del otro por medio de la 
eliminación de su contrario con fuerzas del Estado. El efecto de la traición consiste en 
duplicar el beneficio del traficante que traiciona, puesto que, por lo expuesto hasta el 
momento es posible el aumento del beneficio por medio de la adición del territorio del 
segundo traficante13. 
 
En el caso de asimetrías en capacidad de confrontación por diferencias en los costos de 
seguridad o por las tecnologías de confrontación, el efecto esperable tampoco favorece a 
la cooperación, en tanto el traficante con mayor poder intentará exterminar al traficante 
menor para evitar la competencia y acceder al control del territorio, mientras que el traficante 
menor considerará como opción delatar al traficante más grande, de manera que sea 
eliminado por la justicia.  
 
Aunque no se trata de un caso típico en regiones productoras, el siguiente texto ilustra los 
elementos anteriormente expuestos: 
 
“Lucha a muerte de los cárteles colombianos de Cali y Medellín por el control 
del narcotráfico en Nueva York” (Diario El País, Agosto 29 de 1988) 
 
El control de las redes de distribución de cocaína en Nueva York ha desatado una 
sangrienta guerra entre los dos principales cárteles colombianos de la droga (con 
sedes en las ciudades de Medellín y Cali) y ha dejado hasta la fecha un saldo de 
más de 100 muertos y cuantiosas pérdidas materiales. La disputa no parece haber 
disminuido el tráfico de droga hacia España, según fuentes policiales de Madrid. 
 
Nueva York era considerada por el cártel de Cali como territorio exclusivo suyo 
desde mediados de los setenta, cuando las organizaciones colombianas 
impusieron definitivamente su hegemonía en EE UU. Los mercados de Miami y 
Los Ángeles venían siendo controlados por la mafia de Medellín. Últimamente, 
debido a la excesiva oferta y la drástica caída de precios, los dos cárteles 
comenzaron a disputarse el control de Nueva York, considerado el mercado de 
mayor demanda. (…)  
 
"Sorprende que la guerra afecte a dos agrupaciones que, en el pasado, habían 
colaborado estrechamente. En especial, se recuerda el viacrucis sufrido en 
España, entre 1984 y 1986, por dos de los jefes de estas organizaciones. Gilberto 
Rodríguez Orejuela, asociado al cártel de Cali, y Jorge Luis Ochoa Vásquez, 
miembro del de Medellín, fueron detenidos en España en 1984, acusados de estar 
preparando extensas redes de tráfico en Europa. EE UU pedía la extradición de 
los dos hombres, pero los tribunales españoles, tras una polémica decisión, les 
enviaron a su país de origen, Colombia, donde recobraron la libertad poco 
después. 
 
El primer síntoma de enfrentamiento se percibió en noviembre de 1987 con la 
detención de Ochoa en un lugar cercano a Cali, ciudad situada al occidente del 
país. Se cree que el arresto fue fruto de un posible chivatazo por parte del cártel 
de esa ciudad. Con maniobras legales, Ochoa abandonó la cárcel antes de 
                                                 
13 Como se plantea en el análisis del caso 2, cuando la función de éxito de la confrontación se interpreta como 






terminar el año. Días antes, había caído en Florida (Estados Unidos) un gigantesco 
cargamento de droga, delatado, aparentemente, por la banda caleña. 
 
(…) El pasado día 23, en Medellín igualmente, un incendio provocado dañó la sede 
de una emisora del Grupo Radial Colombiano, propiedad de Rodríguez Orejuela. 
Cinco días después, en Nueva York, se confiscó un alijo de dos toneladas de 
cocaína y se detuvo a Hernando Grajales Rizo, de quien se sospecha era el 
representante del cártel de Cali en esa ciudad. Esta acción, al igual que otras 
intervenciones policiales, se logró supuestamente gracias a información 
proporcionada por la organización de Medellín”.(País, 1988) 
 
Un último elemento a mencionar en este aparte es el siguiente: Si bien la traición es uno de 
los resultados esperables dentro de la non santa relación entre traficantes, también son 
posibles los acuerdos turbios entre el Estado y organizaciones traficantes orientadas a 
conseguir un resultado operacional importante. La situación se puede formalizar del 
siguiente modo: 
 
Alternativa de NO cooperación  
Estado Vs Traficantes 
Alternativa cooperativa 
(Estado + Traficante 1) Vs Traficante 2 
𝜃𝑢 =
𝐽
(𝑦1 + 𝑦2) + 𝐽
  𝜃𝑐 =
(𝑦1 + 𝐽)
(𝑦1 + 𝐽) + 𝑦2
 
 
En el primer caso, el Estado tiene que enfrentar la amenaza constituida por la unión de 
fuerzas entre los traficantes. En la segunda, el Estado establece una alianza non santa con 
uno de los traficantes, aprovechando la existencia de un incentivo a la traición por parte de 
este, y consigue unir fuerzas contra el segundo traficante; de este modo, no sólo reduce el 
riesgo asociado a atender dos frentes de lucha, sino que además aumenta su fuerza 
efectiva para la destrucción del enemigo. 
 
Dos casos sirven de ilustración de esta estrategia. El primero, el de la guerra entre los 
carteles de Medellín y Cali que se ha presentado arriba, en la que el Estado aprovechó la 
rivalidad para concentrar sus esfuerzos sobre uno de los agentes (el cartel de Medellín). El 
segundo caso es el de la connivencia y en varios casos cooperación abierta entre las 
fuerzas militares y los grupos paramilitares para atacar a los grupos guerrilleros. El caso de 
Rito Alejo del Río y su probada cooperación con los grupos paramilitares de Urabá 
constituye uno de los muchos ejemplos lamentables; uno de los excombatientes 
paramilitares que sirvieron como testigos en el proceso en contra del general, expresaba: 
“Rito Alejo era un comandante más”. (Verdadabierta, n.d. 'El Cura' contó más sobre nexos 




El análisis presentado en este trabajo permite proponer algunas conclusiones en torno al 
comportamiento de los agentes que participan del mercado ilegal, y particularmente en 
relación con la conexión que se presenta entre la producción de cultivos ilícitos, la 
constitución de cuerpos de seguridad ilegal privada, y la corrupción, como estrategias de 
incremento del beneficio derivado de la actividad ilegal.  
 
Existe un incentivo económico fuerte para que los traficantes aspiren al establecimiento de 





incentivos provienen de la diferencia entre el beneficio en condiciones monopsónicas y 
oligopsónicas, que es superior de manera estricta, independientemente del precio final, del 
precio inicial y del parámetro de sensibilidad de la oferta de los cultivos de coca. 
 
En el caso de un territorio en competencia entre dos traficantes, cuando la función de éxito 
de la contienda se define a trozos, un diferencial marginal de fuerza por cualquiera de los 
traficantes permite el control total del territorio por la eliminación del contrario, y con ello el 
aumento del beneficio. Por ello, no hay una solución funcional a los intereses de los 
traficantes distinta del monopsonio estricto. 
 
En condiciones de no intervención del Estado (los traficantes pueden hacer uso 
indiscriminado de la fuerza para combatir a sus competidores), cada traficante intentará 
aumentar sus unidades de seguridad más allá del límite impuesto por una solución a la 
Cournot, ya que la eliminación del competidor implica un incremento sustancial de su 
beneficio, y de manera recíproca el mismo incentivo establece un riesgo equivalente de ser 
eliminado por el competidor en caso de que este acceda a más unidades de seguridad. Por 
lo anterior, el equilibrio de Nash que se produce en la función es inestable debido al 
desconocimiento del nivel de armamento del otro competidor, y al alto nivel de riesgo que 
ello implica. Por lo anterior, la única solución viable para el traficante es la del monopsonio 
estricto.  
 
Cuando la función de éxito de la contienda se interpreta como una función continua que 
registra la asignación del territorio que queda bajo el control de cada traficante, el resultado 
es el establecimiento de dos territorio colindantes, cada uno de los cuales será manejado 
como un monopsonio, y donde será necesario mantener un nivel de protección particular 
en el escenario de frontera para disuadir de ataques al otro traficante, o acumular fuerzas 
para atacarlo, en el caso contrario. 
 
La solución monopsónica se ve apoyada por la condición del cultivo de coca como un cultivo 
permanente con una curva de rendimiento que alcanza el máximo de producción sólo en el 
tercer año; adicionalmente, existe un incentivo para el control territorial por parte del 
traficante monopsonista, para evitar que los productores vendan a otros compradores, por 
lo que el establecimiento de territorios bajo control constituye la alternativa de mayor 
viabilidad económica. 
 
Dada esta condición monopsónica del mercado de los cultivos de coca, el precio de compra 
será inferior al precio que podría obtenerse en condiciones de mercado competitivo, y de 
igual manera la cantidad producida será inferior. Debido a lo anterior, el soporte del mercado 
monopsónico de los cultivos de coca proviene del diferencial de precios entre la materia 
prima y el producto final. 
 
Cuando hay presencia del Estado, todo aumento en el volumen de producción ilegal estará 
acompañado de un aumento en el gasto de seguridad ilegal privada; este gasto deberá ser 
proporcional a la cantidad de unidades de justicia aplicadas por el Estado, y a la relación 
establecida entre el parámetro de sensibilidad de la oferta y el precio de las unidades de 
seguridad ilegal privada para garantizar la maximización del beneficio. La reacción de un 
traficante frente a un choque de justicia producido por un aumento de acción estatal, tendrá 
un umbral por encima del cual el aumento de unidades de seguridad privada no será viable. 
Cuando se presenten estas condiciones, la decisión del traficante deberá ser el abandono 






Una estrategia alternativa del traficante consiste en la aplicación de recursos de soborno, 
generando corrupción en el escenario de referencia, sobre la base de que existe un valor 
de oportunidad de soborno a para los funcionarios encargados de la aplicación de la justicia. 
Este soborno puede estar apoyado por amenazas contra la seguridad personal de los 
funcionarios, con lo que puede neutralizarse el valor asignado por los diferentes 
funcionarios a la honestidad personal y al reconocimiento social por ser honestos, en todos 
aquellos casos donde las fallas en control territorial por parte del Estado hacen que las 
amenazas del traficante puedan considerarse como amenazas creíbles. 
 
Dadas las condiciones de endogenización de la justicia, el análisis indica que el valor del 
soborno aumentará proporcionalmente con el aumento de la cantidad de producto ilegal, y 
disminuirá en tanto aumente el número de unidades de seguridad ilegal privada. Se propone 
que existe una combinación de seguridad ilegal privada y corrupción que maximiza el 
beneficio del traficante, y la decisión del traficante dependerá de la relación entre el costo 
de los sobornos y el precio de la seguridad ilegal privada, pero considerando que también 
en este caso se presenta un umbral de acción de la justicia por encima del cual el soborno 
y la seguridad ilegal pierden su viabilidad. 
 
Los resultados aquí consignados permiten también proponer que, dados los costos de 
neutralización de la justicia, para el traficante es posible considerar la opción de capturar al 
Estado, o de identificar agentes con los cuales su acción de corrupción alcance un límite 
que le permita incidir sobre las decisiones que afectan sus intereses. Igualmente, se 
propone que la estabilidad del precio es una condición esperable, toda vez que los 
diferentes escenarios analizados arrojan el mismo valor independientemente de la 
contratación de seguridad ilegal privada o de la acción de la justicia, siempre y cuando esta 
se presente en el límite inferior del umbral de viabilidad.  
 
Las tecnologías aplicadas en la seguridad privada y la justicia tienen un fuerte efecto  sobre 
el nivel de impunidad. La eficacia de las tecnologías no depende exclusivamente de su 
costo ni de que se encuentren en el nivel más avanzado de tecnología. 
 
Es posible que en situaciones coyunturales se presenten acuerdos entre los traficantes para 
enfrentar la acción de la justicia, pero bajo el riesgo de que uno de los traficantes acuda a 
la traición para incrementar sus beneficios. De igual manera, el establecimiento de alianzas 
entre el Estado y los traficantes es una estrategia esperable cuando prima el interés de 











Capítulo 3: Análisis de caso: Confrontación 
por la producción ilícita en la región Sur del 
Meta - Guaviare 
El estudio de la dinámica de confrontación y sustitución de agentes ilegales asociados al 
tráfico de la coca en la región Sur del Meta – Gaviare sirve como ilustración de los 
elementos expuestos en el análisis formal.  Aun cuando desde la perspectiva tradicional de 
análisis en la economía positiva se parte de series de datos que permitan identificar 
patrones generales de variación entre variables, esta alternativa no es viable para el caso 
presente. Una de las limitaciones cruciales para este análisis consiste en que se carece de 
datos confiables, y aún de series de datos que permitan operacionalizar las variables 
consideradas en el modelo; en particular, no es posible establecer la magnitud de la 
seguridad ilegal privada que es contratada por cada agente, una de las variables clave 
dentro del sistema propuesto, así como tampoco es dado valorar el nivel de corrupción 
asociada en las escalas municipal y departamental. Frente a esta falla de información, 
propia de muchas economías ilegales, se ha optado por la presentación de un estudio de 
caso que permita ilustrar los elementos planteados en el modelo como una situación que, 
si bien no puede ser encarada desde el análisis econométrico para producir una 
generalización consistente, permite en cambio integrar en el análisis el conjunto de factores 
que afectan la dinámica de uso de la violencia por parte de los agentes, y el efecto de 
sustitución violenta del agente controlador del mercado.   
 
La región Meta Guaviare es un territorio que cumple inicialmente de manera aproximada 
con las características principales del primer caso estudiado: un territorio con una muy baja 
presencia activa del Estado. Aunque adscrita al departamento del Meta, la región sur ha 
presentado históricamente una condición claramente diferente a la del norte del 
departamento, el cual fue establecido apenas al inicio de 1960, puesto que constituía antes 
una intendencia que incluía la comisaría del Vaupés, de la que posteriormente se segregó 
la del Guaviare. En el caso del Guaviare, el actual departamento hizo parte de la Comisaría 
del Vaupés desde comienzos de siglo hasta 1977, con capital en Calamar; apenas en 
diciembre de ese año se individualizó lo que en aquel entonces pasó a ser la Comisaría del 
Guaviare, con capital en San José del Guaviare, y sólo la constitución de 1991 le dio la 
categoría de departamento. 
 
Es importante anotar que el caso de la región Sur del Meta – Guaviare no constituye un 
caso “puro” en el que pueda hablarse de una pugna por el territorio establecida 
estrictamente entre agentes del narcotráfico. La región ha sido uno de los asentamientos 





occidental del departamento del Meta y posteriormente en el departamento del Guaviare. 
Esta organización, que ha ejercido en varios momentos el monopolio de la fuerza y la 
administración de justicia en el territorio, en este sentido puede equipararse a una 
organización proto-estatal que no ha tenido, sin embargo, continuidad plena en el tiempo –
como tampoco la ha tenido el Estado colombiano-; el análisis mostrará cómo esta 
organización participa como agente para-estatal en el establecimiento de sistemas no 
formales de tributación, y sólo se inserta en la dinámica de pugna territorial por el control 
del narcotráfico un poco más tarde, en uno de sus momentos de crisis financiera y militar.  
De igual manera, sería impropio asimilar la acción de las Autodefensas Campesinas de 
Córdoba y Urabá, ACCU, y las demás organizaciones paramilitares que intervinieron en la 
región, a simples organizaciones exclusivamente cazadoras de rentas; su condición 
contrainsurgente, junto con el uso de la violencia extraordinaria orientada a generar una 
ruptura en el orden social y a establecer proto-estados, las ubican también en una condición 
distinta a la de “narcotraficante”.   
  
Si bien no se cuenta con registros detallados anteriores a 1990 del área cultivada en coca, 
algunas fuentes señalan que esta región ha presentado cultivos de coca desde la década 
de los 80 en áreas significativas, de acuerdo con lo descrito en el trabajo de Alfredo Molano 
(1987) sobre la colonización de la región; el estudio “Transformación socioeconómica y 
biofísica asociada con cultivos ilícitos en la región Sur del Meta – Guaviare”, realizado por 
UNODC (2010) estableció por medio del análisis de imágenes satelitales que para 1990 
había 17.887 ha de coca sembradas, 11.551 en Guaviare y 6.336 en el Sur del Meta) (p. 
14). 
 
El ejercicio siguiente presentará entonces el proceso de confrontación y sustitución de 
agentes traficantes en el territorio; para ello, la base principal fue la reconstrucción del 
proceso por medio de la revisión de prensa nacional (archivo digital del diario El Tiempo y 
la revista Semana), páginas de reconstrucción de la dinámica de violencia en el territorio 
(portal verdadabierta.com) y de bibliografía sobre la región, la cual, aunque escasa, 
contribuye a aportar elementos relevantes para la comprensión del proceso. El análisis se 
inicia con la década de los 70, al final de la cual comienza la colonización cocalera; en este 
sentido, es un análisis de trayectoria en el que será necesario considerar no sólo la acción 
de los agentes sobre el territorio, sino la transformación de las condiciones del territorio 
derivadas de la acción de los agentes como generadora de nuevos “puntos de partida” para 
el análisis. 
 
Al finalizar cada aparte se incorpora un breve análisis que relaciona la situación descrita 
con los planteamientos teóricos del capítulo anterior, y con la literatura científica sobre el 
tema. 
 
Los años 70: La coca en tierra de nadie 
 
El censo nacional de población de 1973 registra que en Guaviare habitaban 14.171 
personas en 53.460 km2. (Dane, 1973) La densidad era entonces de 0,26 habitantes por 
km2. La colonización del departamento tuvo una primera fase entre 1920-1950, marcada 
por un flujo migratorio para la explotación del caucho. La segunda fase se realizó a partir 
de la década de 1950, coincidiendo con la fase de desplazamiento de campesinos a causa 
de la violencia. En el año 1968 se inició la colonización “El Retorno”, impulsada por un 







En esta región, entre los departamentos de Meta y la para entonces Comisaría del Vichada, 
se realizó en 1969 la Tercera Conferencia de las Farc en el río Guayabero, que junto con 
el Río Güejar conforman el río Guaviare. En el momento de realizarse la Quinta conferencia, 
en 1974, las Farc sólo contaban con cuatro frentes guerrilleros en Tolima, Meta y Caquetá, 
donde habían afianzado su presencia. (Verdadabierta.com a, n.d.). 
 
De acuerdo con la reconstrucción histórica realizada por Molano(1987), la coca llega al 
Guaviare hacia 1978. "Cientos de toneladas de semillas fueron distribuidas de mano en 
mano, gratuita y afanosamente, y al poco tiempo las primeras cosechas estaban listas para 
ser "raspadas"” (“PERDIDOS EN EL GUAVIARE,” 1987). Los colonos y campesinos 
productores encuentran entonces una extensa región en la que no existe competencia por 
el territorio, dada su extensión y los bajos niveles de dominio que hasta el momento tenían 
las Farc.  
 
La producción de cultivos de coca sigue, casi sin transición, a la “bonaza marimbera” que 
tuvo su epicentro geográfico a los departamentos de Magdalena, La Guajira y Cesar. La 
prensa de la época indica que este renglón productivo podría haber generado cerca de 
2.200 millones de dólares anuales, superiores al ingreso que por entonces producía el café. 
Se registra que entre enero y abril de 1979, la Brigada 11 del ejército reportó dentro de sus 
resultados operacionales la  destrucción de 147 aviones de traficantes, incluyendo un DC7, 
60 buques y 800 vehículos terrestres, además de dar de baja a 500 hombres y decomisar 
armas y municiones (“BONANZA MARIMBERA, ADIOS!,” 1982). 
 
No se han encontrado referencias que indiquen que las organizaciones de narcotraficantes 
hubiesen establecido dominios en gran escala con agentes de seguridad privada para este 
momento en la región Sur del Meta - Guaviare; no obstante, se señala que hacia 1953, tras 
la desmovilización de miembros de las guerrillas liberales,  “bajo la orientación ideológica 
del coronel Gustavo Sierra Ochoa, el Batallón del Ejército 21 Vargas dio entrenamiento 
militar a los campesinos y se propuso crear una fuerza antiguerrillera para atacar núcleos 
de bandoleros en las incipientes poblaciones de San Martín, Granada, El Dorado, El Castillo 




La Ilustración 2 presenta un esquema de la ocupación del territorio al finalizar la década de 
los 70: Un conjunto disperso de agentes del narcotráfico que tenían cultivos en varios 
lugares, sin enfrentamientos por fronteras, dado que la disponibilidad de tierras y la 
posibilidad de actuar de manera independiente disminuía el nivel de conflicto. La situación 
en el territorio sirve de ejemplo para el primer caso considerado en la propuesta teórica: un 
escenario aislado, sin presencia estatal activa, en la que los traficantes establecen 
monopsonios estrictos y en los que la maximización del beneficio es una función que se 
establece por la cantidad en el punto óptimo.   
 
De acuerdo con algunas fuentes, los traficantes que iniciaron la colonización ofrecieron 
precios muy elevados por el producto durante la primera fase; relatos de habitantes de 
Miraflores indican que se pagaban hasta 2.500.000 por kg de cocaína hacia finales de los 
70 (CORFOCOL & MinCultura, 2012), lo que constituye sin duda un precio de estímulo a la 
entrada14.  El establecimiento de un precio tan alto indica que se trataba de la primera fase 
                                                 





del proceso, en la cual existía todavía una demanda no satisfecha, por lo que los traficantes 
ofrecían un precio notablemente superior al que maximizaba su beneficio. 
 
 
Ilustración 2: Esquema de ocupación del territorio en la región Sur del Meta - Guaviare en la 
década de los 70s 






Los 80: Comienza la disputa por el territorio cocalero 
 
Desde comienzos de los años 80 la situación de dominio territorial cambia en la región, 
principalmente por dos procesos simultáneos: por una parte, la llegada de Héctor Buitrago 
y El Mexicano a los departamentos del Meta y Casanare; en segundo lugar, la entrada de 
las Farc en el negocio del narcotráfico. 
 
La explotación de esmeraldas, que constituye otro de los renglones preferidos por los 
actores ilegales por sus características excepcionales de concentración de valor, ha tenido 
en Boyacá uno de sus enclaves más importantes. Dos de los más destacados empresarios 
de este producto, Héctor Buitrago y Gonzalo Rodríguez Gacha, El Mexicano, -quien había 
participado con Pablo Escobar en la “creación” del cartel de Medellín- iniciaron a comienzos 
de la década de los 80 la adquisición de tierras en los llanos orientales (Pérez, 2011, pp 95-
96).  
 
Señala el portal Verdadavierta que, luego de que las guerrillas del M-19 secuestraran a 
Martha Nieves Ochoa en 1981, hermana de Fabio, Jorge Luis y Juan David, el Cartel de 
Medellín creó el grupo Muerte a los Secuestradores, conocido como el MAS; en los Llanos 
Orientales empezó a operar un capítulo de este grupo con el nombre de ‘Los Masetos’ 
(Verdadabierta.com b, n.d.). De otra parte, en la década de los 80 se consolida la Uribe 
(Meta) como el municipio “sede” del estado mayor conjunto de las Farc, y se amplía su radio 
de acción en el departamento del Meta y en la zona del Guaviare, por el corredor que 
establecen el río Guayabero – Guaviare hasta San José, y descendiendo por los ríos Itilla 
y Unilla hasta Miraflores. A comienzos de la década esta organización guerrillera no había 
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entrado plenamente en el negocio de la coca; al respecto, no sólo en la séptima conferencia 
de las Farc de mayo de 1984 se había condenado cualquier tipo de alianza con el 
narcotráfico, sino que además estaban en pleno auge los enfrentamientos con el MAS, e 
incluso Pablo Escobar había expresado: "Que me acusen de ser narcotraficante, vaya y 
venga, pues estoy acostumbrado a que lo hagan y nada prueben. Pero que pretendan 
presentarme como socio de la guerrilla, eso sí que no lo acepto, pues lesiona mi dignidad 
personal"; al mismo tiempo, Carlos Ledher escribía en su columna del diario Quindío Libre: 
"Somos y seremos siempre anticomunistas".   
 
Señala Verdadabierta.com que, además de este enfrentamiento directo, las Farc tenían 
otros enfrentamientos con los narcos por  la muerte del comandante Argemiro, en represalia 
por haber dirigido a mediados de 1982 un secuestro de un avión peruano en el Yarí, con 27 
personas vinculadas al narcotráfico. Igualmente, el General Luis Enrique Rodríguez Botiva, 
comandante de la Cuarta División del Ejército, declaró que se habían llevado a cabo dos 
incursiones de las FARC en laboratorios de procesamiento de coca en el Guaviare; en el 
primero, en noviembre de 1983, 70 guerrilleros asaltaron un laboratorio en la serranía de 
Chiribiquete, en el Guaviare, y robaron 15 armas de corto y largo alcance, medio millón de 
dólares y 280 kilogramos de coca; el segundo, en enero de 1984, tomaron otras 15 armas, 
80 mil dólares en efectivo y 80 kilos de coca (“NARCOGUERRILLA ¿OTRO 
EMBUCHADO?,” 1984). 
 
Inicialmente las Farc no estuvieron de acuerdo con el establecimiento de cultivos de coca, 
y realizaban acciones orientadas a reducir la producción o a impulsar procesos de 
diversificación productiva. En la confluencia del Ariari con el Guayabero, existía una 
presencia fuerte del VII frente de las Farc, pero señala una entrevista de la revista semana 
a un poblador de la región que “las FARC obligan a sembrar tantas hectáreas de comida 
como las haya de coca, o si no arrancan la coca”(“CARA Y SELLO DE LAS FARC,” 1989). 
No obstante, se presumía que la relación de las FARC con el narcotráfico no se limitaba 
exclusivamente a la seguridad, y que el grupo guerrillero se estaba financiando mediante 
un impuesto a los coqueros, equivalente a la vacuna ganadera, el cual recibía el nombre de 
"gramaje", que consistía en que tanto los productores como los cultivadores, grandes o 
pequeños, les deberían pagar un 10% de lo producido. (“CARA Y SELLO DE LAS FARC,” 
1989).  
 
Para finales de la década, sin embargo, varios operativos del ejército demuestran la 
participación directa de las Farc en el negocio del narcotráfico, más allá de su inicial 
participación cono oferentes de seguridad; la razón aducida por los analistas tiene que ver 
con la reducción de las fuentes tradicionales de ingreso (secuestro, extorsión, boleteo, 
asaltos bancarios y piratería terrestre). Señala la publicación que “el Estado Mayor de las 
FARC ha ordenado a siete de sus frentes cumplir mensualmente con una cuota de 200 
millones de pesos, mientras que al resto se le asigna una de 10 millones; los frentes que 
deben aportar más son precisamente los que se encuentran en las zonas coqueras del 
país” (“¿EL TERCER CARTEL?,” 1989) 
 
El conflicto territorial se agudiza con el avance de la década. Señala SEMANA que 
Rodríguez Gacha, junto con Molina, Carranza, Méndez, Vitar, y otros, adquirió importantes 
extensiones de tierra en el departamento del Meta, al norte del enclave de colonización de 
cultivadores de hoja de coca en el área del Guaviare, y los dos dominios fueron 
expandiendo sus fronteras hasta encontrarse, con lo que se hicieron más fuertes los 
enfrentamientos. “Todas estas escaramuzas no podían prolongarse indefinidamente y la 





el Meta y el Guaviare. Pero, luego, las baterías fueron enfiladas contra la Uníón Patriótica” 
(“LA GUERRA DE ‘EL MEXICANO,’” 1989).  
 
La situación presenta un giro importante en el final de la década, cuando Gonzalo Rodríguez 
Gacha muere el 15 de diciembre de 1989, en un operativo de la policía realizado entre Tolú 
y Coveñas, en una finca de refugio. La muerte de El Mexicano estuvo acompañada de 
muchas dudas sobre los que podría suceder en el marco de control de este traficante; al 
respecto, señala la misma publicación que las zonas “liberadas” podrían ser objeto de 




La década de los 80 concluye con un escenario de confrontación abierta entre dos agentes 
dominantes que se han apoderado del negocio del narcotráfico en la región Sur del Meta – 
Guaviare. La confrontación no es exclusivamente por motivos económicos, pero los dos 
agentes se ven abocados a una guerra por el territorio en la que el botín primordial lo 
constituye la producción cocalera, ilustrando el segundo caso expuesto en el análisis formal, 
relativo a la pugna entre dos agentes ilegales en una zona con presencia baja o nula del 
Estado, situación en la cual los dos agentes pueden hacer uso indiscriminado dela violencia. 
 
No se descarta que en este momento en el territorio persistan otros agentes del narcotráfico 
que tuviesen menos relevancia al nivel del control territorial. En efecto, en una década no 
es posible que se haya generado un proceso de colonización y concentración tan 
homogéneo como para suponer que los dos agentes tienen control territorial pleno, por lo 
que puede presumirse la persistencia de algunos traficantes de menor relevancia en 
algunos puntos del territorio, como se esquematiza en la Ilustración 3. Pero es precisamente 
en las regiones más apartadas, o donde los agentes tienen el mayor nivel de control 
territorial, donde se generan los núcleos de producción cocalera de mayor envergadura; en 
particular, debe señalarse que para el final de la década la mayor parte de la producción 
cocalera de la región se encuentra en la zona de control de las Farc.  
 
Ilustración 3: Esquema de ocupación del territorio en la región Sur del Meta - Guaviare en la 
década de los 80s 









La zona en disputa se configura a partir del descenso de los contingentes de Rodríguez 
Gacha y Héctor Buitrago desde el Casanare, desde donde iniciaron la adquisición de tierras 
para dirigirse al Meta.  
 
Al examinar el relato de la acción de las Farc, resaltan varios elementos. El primero, que 
esta organización ejerce el predominio de la fuerza y se comporta como un proto-estado15, 
asumiendo también funciones de tributación. De otra parte, en la primera mitad de la década 
su actuar es errático en relación con la acción de los traficantes, y opera como extractor de 
rentas (con contraprestación de seguridad) pero también como agente “regulador”, aunque 
lo hace sin arreglo al establecimiento de reglas formales. Este comportamiento proviene de 
la falta de claridad de la organización en relación con su participación en el negocio del 
narcotráfico: si bien se trata de una alternativa de generación de ingresos muy importante, 
implica también la inserción dentro de una dinámica que percibe como contraproducente 
para sus objetivos políticos16.  
 
Para los traficantes, en cambio, la situación es más clara. En el Gráfico 15 se ilustra el 
diferencial de beneficio de acuerdo con la modalidad de apropiación del territorio. La curva 
de beneficio más alta, 𝝅𝒎, es la que corresponde al monopsonio estricto en una región 
carente de competencia entre agentes del narcotráfico; 𝝅𝒐 representa el beneficio potencial 
si decide compartir el territorio con las Farc, y la curva (𝝅𝒎 − 𝒈𝒚) muestra la proporción del 
beneficio si enfrenta la amenaza integrando el uso de seguridad privada. 
 
 
Gráfico 15: Diferenciales de beneficio según la modalidad de apropiación del territorio 
                                                 
15 Se sigue aquí el concepto de conformación del Estado propuesto por Tylli (1985); se ha preferido hablar de 
“proto-estado” debido a que se trata de un “estado en formación” en el que no se han definido todavía 
estructuras formales de tributación, legislación, etc., pero existe predominio en el uso de la fuerza y aplicación 
de justicia. Al respecto, es útil ver también (Konrad & Skaperdas, 2012)  
16 Esta indeterminación no fue exclusiva de las Farc. En el Estado colombiano parece haberse producido algo 
similar; Steiner (1997) señala que hubo un flujo importante de divisas hacia el país como producto de la 
repatriación de utilidades del narcotráfico a través de la llamada “ventanilla siniestra”, las cuales fueron 
adquiridas directamente por el Banco de la República para paliar los efectos de la crisis de los 80s. 
Década de los 80:
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En un escenario en el que no fuera posible el uso indiscriminado de la fuerza, la situación 
sería similar, de acuerdo con lo planteado por Bishop (1960) en torno a las reacciones 
potenciales de los agentes en mercado duopólicos, en los cuales la colusión seria sólo una 
de las alternativas, y podría impulsarse una “guerra” entre los competidores que impulsaría 
el precio hacia los niveles del mercado competitivo, pero sólo hasta el límite de la expulsión 
del competidor del mercado, momento en el cual sería posible retornar a la condición inicial 
de maximización. Es bastante probable que la indeterminación de las Farc en torno al 
narcotráfico y su comportamiento errático con su socio (del cual obtendría en condiciones 
normales la proporción 𝒈𝒚, proporcional al volumen de producto ilegal) hayan favorecido la 
decisión de Rodríguez Gacha. Por otro lado, como se evidencia en el trabajo de Perry 
(1978, p. 569), en condiciones de monopsonio la integración vertical reduce parte de las 
pérdidas de eficiencia asociadas a la imperfección de este mercado, resultando en un mejor 
precio para el agente. 
 
Por otra parte, y específicamente en el ámbito de la competencia territorial, es importante 
señalar aquí que, en ausencia de la presencia activa del Estado, y con dos organizaciones 
que pretenden erigirse en proto-estados, el análisis de la dinámica del conflicto juega un 
papel determinante. La aproximación de Grossman (2004) en torno a la resolución de los 
conflictos territoriales señala que sólo podrá establecerse un arreglo pacífico entre dos 
estados si: 1) los retornos de la paz son lo suficientemente más grandes respecto de lo que 
podría perder en la guerra, y 2) si las promesas de no ataque por parte de su enemigo son 
creíbles. Ninguna de las dos condiciones expuestas por Grossman se cumplen en el caso 
de la lucha por el territorio para la actividad ilegal; por una parte, se ha precisado el beneficio 
esperado de vencer en la contienda por el territorio para cualquiera de los agentes en 
disputa; por otra parte, las acciones de las Farc ilustraron suficientemente las razones para 
desconfiar de su promesa de no agresión, comportándose como proveedores de seguridad. 
Un planteamiento que refuerza la proposición de Grossman proviene de (Skaperdas, 2002), 
quien sustenta que, cuando existe una expectativa de futuro prolongada, los agentes 
enfrentados (señores de la guerra) preferirán la posibilidad de vencer en la contienda para 





beneficio mayor en el corto plazo, derivado de los beneficios directos del acuerdo y de la 
eliminación de las pérdidas asociadas a la confrontación (2002, p. 444) 
 
Al finalizar la década, sin embargo, se ha aclarado la participación de las Farc en el 
narcotráfico como fuente alterna de generación de recursos, paralela a la extracción de 
rentas del período anterior. En este caso, el esquema de disputa territorial se asimila más 
consistentemente al caso dos propuesto en el análisis formal, y el resultado para los 
competidores se ve afectado por el nivel de éxito en la contienda. En el análisis formal se 
planteó que, en condiciones de competencia por el territorio en ausencia del Estado, el 
beneficio de cada agente será proporcional al resultado de la confrontación, de acuerdo con 
la ecuación: 
 
 𝜋𝑖,𝑗 = [
𝑦𝑖,𝑗
𝑦𝑖+𝑦𝑗
] (𝑃𝑞𝑖,𝑗 − 𝐶𝑇𝑖,𝑗 ) 
 
 
En un momento específico del tiempo y el espacio, [
yi,j
yi+yj
] puede tomar cualquier valor entre 
0 y 1, de modo que en una contienda específica el resultado dependerá  de la concentración 
de fuerzas en el territorio.  Como se señala en el análisis formal, el resultado puede ser, de 
una parte, la división del territorio de acuerdo con el nivel de fuerza de cada contendiente, 
o la eliminación total del contrario (consumiendo el total de unidades de fuerza). Para el 
caso de análisis, el resultado consistió en el establecimiento de dos monopsonios 
colindantes, con una zona en disputa en la cual se producen las confrontaciones.  
 
La muerte de El Mexicano modifica el escenario final. A un territorio con dos grandes 
señoríos, con fronteras en disputa pero con un alto nivel de control territorial, se le elimina 
el mando en uno de los frentes. Parte del territorio con ausencia de mando fue tomado 
entonces por los “herederos naturales” de la región, los hombres de Héctor Buitrago que 
tenían todavía las fuerzas de seguridad en la región esmeraldífera, y otra parte fue tomada 
por las Farc como producto del debilitamiento en la frontera.  
 
 
Los 90: Un nuevo frente de lucha 
 
El marco nacional 
 
La década de los 90 presentó una alta “volatilidad” de los agentes del narcotráfico al nivel 
nacional, y constituyó el momento histórico de consolidación de las Autodefensas de 
naturaleza paramilitar en todo el país. En el Estado, la muerte de Rodrigo Lara Bonilla en 
1984 y la de Luis Carlos Galán en 1989 constituyeron la verificación violenta de que los 
grandes carteles del narcotráfico estaban dispuestos a hacer todo lo posible por acceder al 
poder, y la respuesta del gobierno consistió en orientar todos sus esfuerzos a destruirlos; 
desde el inicio de su gobierno, César Gaviria intensifica de manera agresiva la búsqueda 
de los principales narcotraficantes, inicialmente sobre el cartel de Medellín. 
 
Por otra parte, a mediados de la década de los 80 se desató la gran guerra entre los carteles 
de Medellín y Cali, la cual podría ilustrar también este proceso de canibalismo entre carteles 
por el control del territorio, pero que no está referida a la producción sino al segmento final 
de la cadena del narcotráfico. Esta guerra debilitó a los oponentes y facilitó la acción del 





puestos en prisión. La caída de los grandes carteles produjo un fenómeno intenso de 
dispersión de mandos medios y pequeños traficantes, en el que disminuyeron los niveles 
de integración vertical, bajó el perfil de gastos suntuarios y se eliminó casi totalmente el 
“gran enemigo” de la pugna territorial en las zonas de dominio de grupos guerrilleros. 
 
Al nivel de las Farc, esta década constituyó la de mayor auge en el ámbito financiero, 
político y militar: tras 6 años de la VII conferencia de las Farc en la que se decidió la creación 
definitiva del Ejército Revolucionario y se estableció la creación de 48 frentes, y tras el 
establecimiento de la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar en 1987 que articulaba –si 
bien no unificaba- a las Farc, el ELN, el Quintín Lame, el M19 y otros, (Medina Gallego, 
2010, p. 575), la acción insurgente se fortaleció. Durante toda la década las Farc avanzaron 
en el dominio del territorio, y el acuerdo con el gobierno de Pastrana a partir de enero de 
1999 se realiza en un escenario en el que la organización guerrillera cuenta con 60 frentes, 
10 compañías móviles, y con presencia en 450 municipios; además, cuenta con ingresos 
cercanos a 1 billón de pesos, de los que sólo consume alrededor del 25% (2010, p. 794) 
 
Paralelamente los grupos de autodefensas regionales, existentes desde la década de los 
80, se consolidaron en la década de los 90 como estructuras militares regionales y como 
agentes en el negocio del narcotráfico. Su naturaleza “mixta” entre organización 
contrainsurgente, narcotraficante y para estatal hace difícil clasificarlos; no obstante, puede 
señalarse que los hermanos Castaño Gil y Diego Fernando Murillo "Don Berna", habían 
trabajado con el cartel de Medellín o habían participado en la conformación de “Los Pepes”, 
el organismo que fue impulsado por el Cartel de Cali para exterminar al cartel de Medellín. 
El origen de los grupos paramilitares no se encuentra, entonces, desligado del narcotráfico; 
la descomposición de los grandes carteles de los que se originaron, ofreció una oportunidad 
sin par para que estos grupos se fortalecieran como grupos de carácter militar con fuentes 
de financiación basadas en el control de zonas de producción y tráfico de coca no 
controladas por las Farc. 
 
Las Farc 1990 - 1995: Consolidación del monopsonio, expansión  y contención de 
“fronteras” 
 
En diciembre de 1990 el gobierno concluyó la ofensiva de retoma de Casa Verde, sede del 
Comando Central de las Farc en La Uribe (Meta), tras la fuerte escalda guerrillera en la que 
participaron las Farc y los demás grupos de la Coordinara Guerrillera Simón Bolívar 
(CGSB)(“SOFOCADA LA RESISTENCIA EN LA ZONA DE CASA VERDE”, 1990); durante 
este año, las autoridades intentaron afectar la economía de las Farc por medio de la 
intensificación de las acciones en los departamentos de Meta y Guaviare (“OPERACIONES 
POLICIALES EN GUAVIARE Y LA COSTA CAEN 300 KILOS DE COCA Y 8.000 DE 
MARIHUANA”, 1990).  
 
En 1991 las Farc intentaron hacerse del dominio de Casanare y consolidar el territorio del 
Guaviare, de manera que quedara interrumpida la línea de avance de las fuerzas que 
anteriormente dirigía Rodríguez Gacha y que ahora estaban en poder de los traficantes de 
esmeraldas que habían consolidado anteriormente el territorio del Casanare. 
Paralelamente, como una medida de protección de su retaguardia en el frente con la fuerza 
pública, las Farc trataron de generar un mayor nivel de aislamiento (“AISLADAS 
CASANARE Y GUAVIARE”, 1991). 
 
La participación de las Farc en el narcotráfico fue creciendo. Para septiembre de 1993 el 





“el 60 por ciento de los recursos de las Farc provienen del narcotráfico. Se podría decir que 
ellos son ya un cartel, especialmente en el área de los Llanos Orientales, San José del 
Guaviare y Puerto Inírida, hacia el Amazonas, en lo que son las laderas del río”. Señalaba 
también el General que la abundancia de dinero estaba produciendo fracturas en los 
frentes, debido a que algunos mandos medios estaban aprovechando la bonanza y 
huyendo con parte del dinero (“EL DINERO DIVIDE A LA GUERRILLA", 1993). Para este 
momento, de acuerdo con las fuentes oficiales, “el frente uno de las Farc, incrustado en 
Guaviare y Vaupés, controla hoy la totalidad del ciclo productivo: desde el cultivo y el 
procesamiento hasta la exportación de cocaína” (“SE EXPANDE LA NARCOQUERRILLA”, 
1993). 
 
En 1995 el Departamento del Guaviare se encontraba casi bajo el control pleno de las Farc, 
excepto por las ocasionales incursiones de la fuerza pública. Reportes de la época señalan 
que “Miraflores, un caserío escondido en el Alto Vaupés, al que sólo hay acceso por vía 
aérea, (se ha) convertido en el verdadero paraíso de la coca. Alrededor de 120 mil millones 
de pesos mueve el narcotráfico en el departamento del Guaviare, según los cálculos que 
hacen las agencias del Estado. De ese dinero, 35 mil millones se quedan en la región dentro 
de lo que se conoce como la cadena comercial de este negocio ilícito.” (“BONANZA EN LA 
SELVA”, 1995).  
 
El aumento en las aspersiones aéreas con glifosato comenzaron a hacer mella en las 
finanzas de las Farc. Ahora bien, y como se menciona en la caracterización de la producción 
cocalera, habitualmente la producción de cultivos se encuentra en manos de pequeños 
productores, quienes son los que corren directamente con las pérdidas ocasionadas por las 
aspersiones. Un episodio clave que señala la participación de las Farc en la actividad 
cocalera es el de las marchas campesinas de agosto y septiembre de 1996; en estas, de 
acuerdo con el testimonio de campesinos de la región recogidos por Ferro (2002), se 
propone: “Que el narco sostuvo la marcha, eso es mentira, le tocó por obligación. Esa 
marcha la ideó directamente la guerrilla, ellos fueron los gestores, fueron los que hicieron 
todo. Uno por tener su finca, por ser de tal parte, tenía que llevar remesas. "Usted tiene que 
hacer esto y lo otro. Se necesita que usted dé 30 estufas, que dé 30 pares de botas, que 
dé dos vacas, una vaca". Pero que el narco haya sostenido el paro, por decir algo 
económicamente, no.” 
 
A mediados de la década de los 90 varios sectores de opinión comenzaron a plantearse la 
necesidad de modificar la política nacional en relación con las Farc. Hasta el momento, su 
presencia había sido incómoda pero no había significado en ningún momento que existiese 
la posibilidad de que ganaran la guerra, pero esta situación cambió bruscamente con el 
fortalecimiento de la organización y el escalamiento de sus enfrentamientos. Baste como 
ilustración presentar un aparte del artículo de un comentarista de la situación: “Hay poco 
optimismo sobre lo que ocurre en zonas como el Guaviare y el Caquetá. Mencionamos solo 
estos dos sitios, pero existe el peligro de que el conflicto se extienda. Las imágenes que se 
proyectan causan, además de preocupación, miedo. Y al reconocerlo, deben aceptar 
quienes estén en favor o en contra del gobierno, que el manejo ha sido claro, arriesgado 
eso sí, donde con la colaboración leal y sacrificada de las Fuerzas Armadas, se ha podido 
mantener un control relativo de la complicadísima situación.” (“EL PELIGROSO SUR”, 
1996).  
 
Esta percepción sobre el escalamiento de la capacidad de acción de las Farc impulsó una 





para contraponerse al avance aparentemente imparable de las Farc, y para conquistar sus 
territorios. 
 
1996 -2000: Un enemigo “recargado” 
 
Como se ha mencionado anteriormente, las Autodefensas Campesinas de Córdoba y 
Urabá, ACCU, establecidas por los hermanos Castaño, tienen su origen en los ejércitos de 
narcotraficantes que se establecieron para enfrentar las luchas por el control de los 
territorios y las rutas de tráfico entre el cartel de Medellín, el cartel de Cali, e internamente 
entre los renegados del cartel de Medellín que participaron en la conformación de los 
PEPES.  
 
Una primera respuesta ante el avance de las Farc hacia el Casanare, consistió en que 
Héctor Buitrago conformó y consolidó las Autodefensas Campesinas del Casanare (ACC), 
que absorbieron una parte de los contingentes dejados por Rodríguez Gacha, El Mexicano, 
tras su muerte en diciembre de 1989. Como él, Víctor Carranza también estableció un grupo 
armado independiente, “Los Carranceros”, que tenían a su cargo la protección de los 
intereses del esmeraldero en el Casanare.  
 
No obstante, el aumento de fuerzas de las Farc no podía ser contenido exclusivamente por 
estos dos grupos: Se estima que hacia 1994 se estableció una alianza entre las ACCU y 
las ACC, orientada a contrarrestar el avance de las Farc en el norte del Meta y Casanare. 
La alianza comenzó a recuperar el territorio de Casanare, y posteriormente se enfiló hacia 
el departamento del Meta; una vez retomado el control, las autodefensas iniciaron la fase 
de reconquista, teniendo como los dos puntos más importantes las masacres de Mapiripán 
y la de Puerto Alvira, localizados sobre la ribera del río Guaviare, con la connivencia de las 
fuerzas militares que encontraron en esta avanzada un aliado favorable en su propósito de 
eliminación de la guerrilla. 
 
Entre el 15 y el 20 de Julio de 1997, un grupo de más de cien hombres de las ACCU 
realizaron la masacre de Mapiripán, considerada como un punto clave del corredor 
estratégico de tráfico de coca por la ruta del Guaviare. En la masacre fueron asesinados 35 
campesinos; el director seccional de la Cruz Roja sostuvo que otras 16 personas fueron 
asesinadas en los caseríos Charras (Guaviare), y La Cooperativa (Meta).(“MASACRE EN 
MAPIRIPÁN”, 1997).  El 4 de mayo de 1998 se realizó la segunda masacre en Puerto Alvira, 
de la que se señala en el informe especial de SEMANA: “lo cierto es que la matanza de 14 
campesinos y el desplazamiento de cientos es el capítulo más reciente de un viejo conflicto 
por el control territorial. Guerrilla y paramilitares se disputan vastas zonas del sur del país 
donde predomina el negocio de la coca.” (“TIERRA ARRASADA,” 1998); igualmente, 
señalaban en aquel entonces que “en vastas zonas del país con escasa o nula presencia 
de las autoridades se han configurado paraestados (de la guerrilla o de los grupos de justicia 
privada) y que las medidas que el gobierno anunció el año pasado para enfrentar a las 
autodefensas no han pasado de ser declaraciones retóricas sin resultados 
concretos”.(“TIERRA ARRASADA,” 1998). Miembros de la fuerza pública facilitaron la 
realización de las masacres (“CARGOS A SEIS MILITARES POR CASO MAPIRIPÁN”, 
1999). 
 
Las acciones de las ACCU – ACC produjeron un repliegue de las Farc, y una ruptura de su 
territorio; la avanzada paramilitar estableció un corredor de dominio que dividió las fuerzas 
de la guerrilla en los frentes de Arauca, y los frentes de Caquetá (El Colombiano; Los llanos, 





relacionado con las derivaciones del Cartel de Cali bajo el mando de Hélmer Pacho Herrera, 
estaba avanzando también en la construcción de un territorio que tenía su base en el Meta, 
y parte de sus laboratorios en el Guaviare, y quien había establecido una alianza con los 
grupos paramilitares de la región (“HUELLAS DE NARCOS EN MASACRE JUDICIAL” 
1997). 
 
De acuerdo con la V Conferencia Internacional sobre Tráfico de Cocaína, el enfrentamiento 
entre los paramilitares y la guerrilla produjo una reducción de los cultivos de coca en la 
región: “En la región colombiana del Guaviare, donde la auditoría ambiental ha registrado 
que a comienzos de 1990 se acumulaba una existencia aproximada a las 100.000 
hectáreas de coca, en la actualidad se estima una extensión inferior a las 5.000 hectáreas, 
localizadas en núcleos residuales de Calamar y Miraflores” (“SE SECA MAR DE COCA 
DEL GUAVIARE” 1999). Si bien las “100 mil hectáreas” planteadas por la auditoría 
ambiental como el estado inicial son una exageración, sí es cierto que durante este período 
se produjo uno de los episodios más críticos de desplazamiento forzado, junto con una 
reducción significativa de los cultivos de coca en las zonas de mayor intensidad de conflicto. 
 
En este marco, surge el Bloque Centauros de las ACCU, a raíz de la división que se 
presentó con las ACC por la masacre de 11 integrantes de una comisión judicial, el 3 
noviembre de 1997 en San Carlos de Guaroa (Meta), por orden de Héctor Buitrago y Jaime 
Matiz. Este suceso produjo la reconfiguración de los grupos de autodefensa e inició un 
nuevo capítulo en la distribución del territorio cocalero. Héctor Buitrago fue capturado, Matiz 
fusilado por las ACCU, y las ACC quedaron bajo el mando de Héctor Buitrago hijo, conocido 
por Marín Llanos; paralelamente, las ACCU vendieron la “franquicia” de los llanos a Miguel 
Arroyave (El Arcángel), quien venía de Amalfi de trabajar en el contrabando de precursores 
químicos; el negocio dio como resultado el Bloque Centauros, por un valor de 7 millones de 
dólares. Miguel Arroyave llegó en compañía de Daniel Rendón, alias ‘Don Mario’. 




La Ilustración 4 esquematiza dos de los cambios en el control del territorio mencionados 
anteriormente. En el primer momento, entre 1991  y 1995, se consolida el control territorial 
de las Farc en la región, con la ofensiva de recuperación del territorio del Casanare que 
obligó a un repliegue de las fuerzas de Héctor Buitrago, constituidas ahora en las ACC, y 
también del grupo de “Los Carranceros”; también puede presumirse una presencia 
incipiente del Cartel del Llano, con intereses de Pacho Herrera, proveniente del Cartel de 
Cali. La acción del Estado en contra de las Farc se realizó por medio de operativos de 
mayor envergadura, pero sobre una organización consolidada en el ámbito financiero y 
militar, que podía realizar repliegues estratégicos en sus zonas de control, pero que al 
mismo tiempo podía realizar acciones de alto impacto sobre las fuerzas militares y de 
policía, con grandes repercusiones en los medios y en el ambiente político nacional17.  
 
 
Ilustración 4: Esquema de ocupación del territorio en la región Sur del Meta - Guaviare 1991 - 
1998 
Fuente: Elaboración propia. 
                                                 
17 Ataque a la base del ejército en Patascoy, Nariño; Toma de Mitú en la “Operación Marquetalia”, con 61 
policías capturados; toma de Miraflores, con 129 uniformados capturados. Al final, las Farc tenían en su 






     
 
 
En el segundo período, que se inicia con la alianza entre las ACCU de Castaño y las ACC 
de Héctor Buitrago, se producen varios cambios. De una parte, la acción conjunta de las 
dos organizaciones paramilitares repliegan a las Farc y producen una división del territorio, 
dejando una parte en Caquetá y otra en Arauca; más adelante, cuando los paramilitares 
han alcanzado a su vez el control del territorio, se produce una fractura entre los dos grupos 
paramilitares, y una parte del control se concede al Bloque Centauros en la persona de 
Miguel Arroyave, y otra es comandada por las ACC, de las que ha recuperado el control 
Héctor Buitrago hijo (Martín Llanos) después de la captura de su padre. El cartel del llano, 
que había establecido acuerdos con las AUC, aumenta su participación en el control de la 
región cocalera, principalmente en el sector del Meta. 
 
Al finalizar el siglo XX el territorio de la región Sur del Meta Guaviare estaba dividido en 
cuatro grandes proto- estados ó “señoríos”18. La zona de control Farc, fuertemente reducida 
por el repliegue provocado por los grupos paramilitares (en complicidad con agentes de la 
fuerza pública); la zona de control del Bloque Centauros de las AUC, comandada por Miguel 
Arroyave; al norte la zona de control de las ACC comandadas por Héctor Buitrago hijo 
(Martín Llanos), y finalmente un sector del departamento del Meta probablemente 
controlado por el cartel del Llano, aunque sin que exista claridad sobre la naturaleza de este 
dominio, dado que no se cuenta con registros sobre el tipo de acuerdo establecido entre 





Un primer elemento que vale la pena resaltar es el efecto que sobre el control territorial tuvo 
la llegada de los refuerzos de las ACCU a las ACC de Héctor Buitrago y el grupo de los 
                                                 
18 Se acude aquí a la categoría sobre los “Señores de la Guerra” recuperada por Duncan, (2006), y que tiene 
sustento en la teoría económica en varios estudios sobre la dinámica de la violencia y la configuración del 
Estado.  
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Carranceros. Si bien inicialmente las ACC estaban resistiendo el avance de las Farc, la 
modificación de la correlación de fuerzas puso la balanza a favor de los grupos 
paramilitares, y dio lugar a la modificación del control del territorio. En el Gráfico 16 se ilustra 
el efecto de esta situación.  
 
Gráfico 16: Efecto de la alianza paramilitar sobre la correlación de fuerzas con tres grupos en 
confrontación 





La curva con marcadores corresponde a la función de éxito de la confrontación de los 
grupos paramilitares. Inicialmente las Farc (𝒚𝒇) cuentan con un mayor número de 
combatientes, que suponemos estable para este ejemplo, mientras que las fuerzas de los 
paramilitares  (𝒚𝒑𝟏) van disminuyendo con cada encuentro. En un momento del tiempo, las 
ACCU prestan refuerzo con un contingente que modifica el balance de fuerzas a favor de 
los paramilitares (𝒚𝒑𝟐), lo que hace que se inviertan los resultados: con un número estable 
de combatientes para los paramilitares, se produce una reducción progresiva del poder de 
las Farc en cada confrontación, lo que va produciendo un cambio en el nivel de control 
territorial, por lo que las Farc son desalojadas del territorio.  
  
Un segundo elemento a resaltar es la fragilidad de la alianza entre los traficantes. 
Inicialmente, las ACCU y las ACC actúan de manera coordinada frente a su enemigo 
común. Una vez que acceden al control del territorio, sin embargo, se produce una ruptura 
entre las dos organizaciones que lleva a una disputa interna. Puede anotarse aquí, y con 
razón, que la alianza entre las dos organizaciones se realiza por motivaciones al menos 
parcialmente contrainsurgentes; en efecto, señala González (2011) que en la tercera 
cumbre nacional del movimiento de Autodefensas Campesinas de Urabá y Córdoba, en 
noviembre de 1996, las autodefensas anunciaron la recuperación de territorios en los 







































































guerrilla, a sus santuarios sagrados (…) de donde las Fuerzas Armadas nunca han sido 
capaces de desalojarlas” (testimonio de Carlos Castaño en entrevista para Cambio 16, No. 
235, diciembre de 1997, p. 24, cit por González (2011), p. 319). Por otra parte, la razón más 
inmediata de la ruptura fue la masacre de la comisión judicial en 1997.  
 
Dados los dos elementos anteriores, las razones que explican en este caso la división del 
territorio no constituyen estrictamente un ejemplo de lo que se propone en el modelo de 
interpretación formal planteado anteriormente. No obstante, el hecho de que las ACCU 
hayan realizado una “venta del territorio” a Miguel Arroyave vuelve a poner las cosas dentro 
del marco de análisis propuesto. La transacción por el territorio ubica a un agente que entra 
a disputar una zona de aprovechamiento económico; y en el caso del Guaviare y el sur del 
Meta, a diferencia del Casanare -donde existen otros recursos importantes que podrían ser 
objeto de depredación por parte de los paramilitares-, es la producción de cultivos de coca 
la principal fuente de recursos extraordinarios. 
 
 
2000 – 2006: La seguridad democrática y los señoríos 
paramilitares   
 
El marco nacional 
 
El nuevo siglo abre sus puertas con cambios que afectan fuertemente el negocio del 
narcotráfico. En primer lugar, desde finales de 1998 se habían iniciado los diálogos entre 
las Farc y el Gobierno Nacional, con la desmilitarización de  cinco municipios (Mesetas, La 
Uribe, La Macarena, Villahermosa y San Vicente del Caguán); las conversaciones se 
mantuvieron, con constantes interrupciones, hasta febrero de 2002, cuando se rompieron 
definitivamente. Durante este período de apertura y relajación de las acciones de control de 
la oferta, se alcanzaron los más altos volúmenes de producción de cultivos de coca que se 
hayan registrado en Colombia, aunque concentrados mayoritariamente en la región 
Putumayo – Caquetá. 
 
Por otra parte, en el año 2000 se inició la implementación del Plan Colombia, la más grande 
iniciativa de cooperación norteamericana orientada a fortalecer la acción militar colombiana 
contra las Farc y el narcotráfico.  También en este período, Carlos Castaño consolidó su 
proceso de unificación federalizada de los grupos paramilitares regionales en las 
Autodefensas Unidas de Colombia, iniciado en 1997; si en el 2000 Castaño intentó integrar 
a las AUC dentro de las conversaciones, la ruptura de estas significó también la salida de 
las AUC del proceso y su reorientación para eliminar a las Farc. 
 
En el proceso de construcción del enemigo, tras la ruptura de las conversaciones con las 
Farc el Gobierno nacional pasó de considerarlas “organización beligerante” a 
“narcoterrorista”. Esta modificación de su categoría –que aprovechó los sucesos de 
septiembre de 2001 con la voladura de las torres gemelas- abrió la puerta para el uso 
indiscriminado de la fuerza por parte del Estado. Y en el ámbito político, la ruptura de las 
conversaciones constituyó el límite del movimiento del péndulo de opinión, y reorientó las 
preferencias hacia una política de mano dura que promoviera la eliminación del enemigo: 
el triunfo de la “Seguridad Democrática” del expresidente Uribe Vélez en el 2002 constituyó 
un punto de quiebre en el proceso de reconfiguración de fuerzas, y a su aplicación se sumó 
paralelamente una campaña de retoma violenta del territorio por parte de los grupos 





por medio de la ley de Justicia y Paz, “una puerta de entrada y legalización de la actividad 
terrorista de los paramilitares y de las economías ilegales del narcotráfico mediadas por una 
gruesa cortina de impunidad” (Medina Gallego, 2010, p. 946). Estas transformaciones 
significaron un retroceso importante para las Farc y un reacomodamiento de los agentes 
del narcotráfico en todas las zonas de producción y tráfico. 
 
Farc: Acción en dos frentes de ataque y reducción del control territorial 
 
La captura en abril de 2001de Luis Fernando Da Costa, “Fernandiño”, uno de los 
narcotraficantes más importantes del período, y su confesión de que las Farc eran su 
principal aliado y socio en el tráfico de drogas y armas, concluyó con el capítulo de 
clarificación de la participación estructural de las Farc en el negocio del narcotráfico. (“CADA 
MES ENTREGABA 10 MILLONES DE DÓLARES A LAS FARC,” 2001). Algunos meses 
más tarde la revista SEMANA señalaba que el principal agente de las Farc en el narcotráfico 
era Tomás Medina Caracas, el “Negro Acacio”: “Con 35 años de edad, el ‘Negro Acacio’ es 
el mayor proveedor de base de coca para los carteles de la droga colombianos y 
últimamente los mexicanos. Se calcula que bajo su control está 80 por ciento de la base de 
coca del país”. (“Se busca,” 2000) 
 
De acuerdo con SEMANA, ‘Acacio’ consolidó la inserción de las Farc en el narcotráfico; 
para ello, estableció en Barranco Mina (a orillas del río Guaviare) a un grupo de 
narcotraficantes traídos del Valle para aprender de ellos la dinámica del negocio y para 
utilizar sus contactos internacionales. Fue él quien estableció el acuerdo de intercambio con 
‘Fernandinho’. La captura del Ferdandinho y la identificación del Negro Acacio como agente 
del narcotráfico permitieron al Gobierno imputarles cargos por narcotráfico y asociarlos a 
procesos de extradición (“CÚPULA DE FARC, A RESPONDER POR NARCOTRÁFICO”, 
2002) 
 
En 2002 el Gobierno nacional estableció la Sexta División del Ejército y una Brigada contra 
el Narcotráfico orientada actuar en Meta, Putumayo, Caquetá, Guaviare y Vichada, como 
parte de la implementación del Plan Patriota, el componente militar de la política de 
Seguridad Democrática del primer gobierno Uribe. Junto con la acción estatal, los 
municipios de la antigua zona de distención fueron atacados por el Bloque Centauros, junto 
con el frente Alianza Norte y el frente Zona Caquetá (OPPDHDIH, 2003). 
 
En abril de 2002, Salazar (2002) reporta que las Farc contaban con 16.500 combatientes19; 
para 2006, el anuario de procesos de paz de la Escuela de Cultura de Paz (2006) registra 
17.000 combatientes (p.48). Lo anterior indicaría que la avanzada contra este grupo armado 
no produjo una reducción inmediata en el número de combatientes. No obstante, la acción 
conjunta –aunque no necesariamente coordinada- de la fuerza pública y de los grupos 
paramilitares tuvo como resultado la pérdida de varias de las zonas de control de las Farc 
donde se producían cultivos de coca; estas zonas fueron tomadas por los grupos 
paramilitares presentes hasta el momento de su desmovilización en el 2006. 
 
En lo que se refiere al negocio del narcotráfico, sin embargo, la situación fue diferente para 
las Farc. Por una parte, controlaban zonas de alta densidad de producción de cultivos de 
coca, pero por otra parte tenían muy fuertes dificultades para concluir el procesamiento y la 
exportación, debido a que se encontraban cercadas por la acción de la fuerza pública y los 
                                                 






paramilitares. Esto condujo al establecimiento de “acuerdos” con narcotraficantes que les 
permitieran concluir el proceso de tráfico; entre ellos, el caso más sobresaliente es el de 
Daniel “El Loco” Barrera, quien facilitó el comercio de droga entre las Farc y varios 
traficantes y paramilitares de la región. 
 
La pugna territorial entre los grupos paramilitares 
 
El crecimiento del Bloque Centauros se hizo más evidente en 2001, cuando llegaron al norte 
de Casanare y lograron sacar a la guerrilla de Paz de Ariporo, Aguazul, Nunchía y Támara 
(Verdadabierta.com b, n.d.). Hasta este momento, la alianza entre los dos grupos operó 
para actuar sobre el enemigo común. No obstante, junto con las acciones de 
contrainsurgencia realizadas por los diferentes frentes y bloques paramilitares, la prensa 
registra que se presentó una “guerra” entre dos grupos de los llanos orientales, ocurrida 
entre abril de 2003  y octubre de 2005. Dicha guerra enfrentó a Miguel Arroyave (cabecilla 
del Bloque Centauros adquirido a Carlos Castaño) y a Martín Llanos (Héctor Buitrago hijo, 
jefe de las ACC) por el control del Guaviare. El resultado fue la expulsión de Martín Llanos 
al Casanare y el control total por parte del Bloque Centauros (“Guerra de paramilitares en 
los Llanos,” 2013); (“EN EL CORAZÓN DE LA GUERRA PARAMILITAR DE LOS LLANOS”, 
2004), 
 
Señala el portal Verdadabierta que Miguel Arroyave fue asesinado posteriormente por sus 
propios hombres en septiembre de 2004 en Puerto Lleras, Meta, probablemente por orden 
de los Castaño, debido a su resistencia a desmovilizarse junto con los demás miembros de 
las autodefensas que negociaron con el gobierno Uribe la dejación de armas. Poco después 
fue asesinado Carlos Castaño (abril de 2004, aparentemente por orden de su hermano 
Vicente). El asesinato de Arroyave condujo a la división del Bloque Centauros, que produjo 
tres facciones lideradas por tres de sus mandos medios: la primera, liderada por Manuel de 
Jesús Pirabán, “Pirata”, jefe militar del Bloque Centauros y quien reconoció años más tarde 
el asesinato de Arroyave (lisperguer, 2012); la segunda, por Pedro Oliveros Guerrero 
“Cuchillo”, y la tercera  por Dairo Antonio Úsuga David, “Mauricio”. Ninguna de estas 
facciones se desmovilizó en ese momento, como tampoco lo hizo Martín Llanos, quien huyó 
a Venezuela para evitar la acción de las autoridades. 
 
Manuel de Jesús Pirabán, “Pirata”, se desmovilizó en abril de 2006 en Puerto Lleras. Dairo 
Antonio Úsuga, quien había pertenecido al EPL y quien se había convertido en hombre de 
confianza de Daniel Rendón Herrera, “Don Mario”20, se integró a la estructura de Don Mario 
en Urabá y posteriormente asumió el liderazgo de “Los Urabeños” desde 2009, a la captura 
de don Mario. De este modo, el espacio quedó libre y para el 2006, “Cuchillo”, quien fuera 
el jefe del Frente Guaviare del Bloque Centauros, había tomado el control de la región, y 
particularmente del departamento del Guaviare, donde contaba con una fuerza de 200 
hombres que no participaron en el proceso de desmovilización.(“Denuncian formación de 
grupos emergentes de paramilitares en el Meta”, 2006).  
 
Junto a “Cuchillo” se estableció su socio Daniel Barrera Barrera (El Loco Barrera) en la 
región de los llanos orientales que no se encontraba controlada por las Farc.  Cuchillo y el 
Loco Barrera establecerían más adelante el  Erpac (Ejército Revolucionario Popular 
Antisubversivo de Colombia). 
                                                 
20 Daniel Rendón Herrera, Don Mario, hizo parte del Bloque Centauros en los llanos orientales bajo el mando 
de Miguel Arroyave. (“De maoístas a capos,” 2011). Regresó a Urabá tras el asesinato de Miguel Arroyave en 








La concentración fuerzas contra las Farc modificó por completo el panorama de control 
territorial en la región Sur del Meta - Guaviare, excepto en los puntos de mayor 
concentración de fuerza de las Farc. A partir de la pérdida de control territorial, el 
narcotráfico pasa a manos de los herederos de Carlos Castaño; las ACC prefieren un 
repliegue al Casanare, evitando la confrontación con inferioridad de fuerzas, y el cartel del 
Llano deja de aparecer, por lo menos en los registros de prensa,  durante algunos años, 
tras la captura de sus cabecillas. Una vez más, se reconfigura la condición de monopsonio 
con un agente dominante, que en este caso sirve también como agente de compras de la 
producción ilegal de las Farc. 
 
Tras el asesinato de Miguel Arroyave por parte de sus subalternos, se produce la ruptura 
del territorio. Tres grupos compiten por el control del negocio, y es presumible una guerra 
por el control total; no obstante, ocurren dos elementos que no están considerados dentro 
del modelo de análisis: en primer lugar, la desmovilización de una de las facciones en la 
Ley de Justicia y Paz, que desintegró al grupo de Manuel de Jesús Pirabán, “Pirata”; por 
otra parte, la facción de Dairo Antonio Úsuga prefiere irse a trabajar con “Don Mario” en 
Urabá, de donde era oriundo. 
 
Ilustración 5: Esquema de ocupación del territorio en la región Sur del Meta - Guaviare 2000- 
2006 





Con la salida de los dos competidores, “Cuchillo” se hace al control territorial junto con “El 
loco” Barrera. Durante este período se fortalece la capacidad monopsónica bajo una 
dirección que privilegia el negocio sobre la confrontación, auspiciada por Barrera, y que 
genera un crecimiento rápido del narcotráfico en la región. 
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La desmovilización de los grandes grupos paramilitares y el repliegue estratégico de las 
Farc provocado por el aumento en la intensidad de la acción estatal en la región del Meta 
– Guaviare dieron lugar a una rápida sucesión de controladores de la producción y el tráfico. 
 
El marco nacional 
 
Entre el 2003 y el 2006, las desmovilizaciones de las AUC en forma colectiva agruparon a 
31.849 combatientes, y otros 3.465 realizaron desmovilizaciones individuales. La 
desmovilización de los grupos paramilitares que se acogieron a la Ley de Justicia y Paz 
impulsada por el gobierno de Álvaro Uribe Vélez tuvo múltiples debilidades (Valencia, 
2007), y en el caso particular de la región Meta Guaviare dejó un fuerte saldo de 
combatientes activos en varios de los grupos que no se integraron en las AUC, como las 
autodefensas de los “Carranceros” y las ACC de Martín Llanos, y el grupo disidente del 
frente Guaviare bajo el mando de Cuchillo. 
 
En el mismo período, las desmovilizaciones de las Farc fueron de 5.506 combatientes. A 
partir del 2007 aumenta el caudal de desmovilizaciones de las Farc, sumando 10.346 
combatientes hasta el 2012 (Linero, 2012). Para 2013, el Gobierno nacional indicaba que 
las Farc contaban con apenas 7.000 combatientes (“Disminuye el número de guerrilleros 
en el país,” 2013), lo que constituye una reducción del 57% de su fuerza respecto de su 
situación en 1995, cuando contaba con 16.000 combatientes. Por otra parte, se había 
generado un repliegue estratégico y el abandono –al menos temporal- de varios de sus 
zonas de control históricas. A todo lo anterior, se sumaba el efecto que sobre la estructura 
militar estaban teniendo las recompensas que se pagaban por los jefes de frentes y los 
mandos medios (“Recompensas hacen mella en las Farc”, 2008). 
  
Al nivel de la acción estatal, la segunda etapa del Plan Patriota estuvo acompañada por la 
implementación del Plan de Consolidación de la Macarena (PCIM), con inversiones por 
421.000 millones de pesos durante el período 2004 – 2010. El Plan se inició con el 
fortalecimiento de la capacidad militar el Estado en la región.  
 
La participación de las Farc en el negocio del narcotráfico presentó un punto de quiebre a 
la muerte del “Negro Acacio”, quien había establecido un centro de procesamiento y redes 
de tráfico internacional en el frente 16. A su muerte en el 2007, fue necesario un 
reordenamiento de la participación en el narcotráfico en el que participaron Géner García 
Molina, 'Jhon 40', jefe del frente 43, Gerardo Aguilar, quien había convertido a  Miraflores 
(Guaviare) en el "imperio de la coca”, y Luis Eduardo López, 'Efrén', jefe del frente 27, quien 
controlaba la Serranía de La Macarena y Vista Hermosa (Meta). (“Tres jefes de frentes de 
las Farc están en fila para remplazar en los negocios al ‘Negro Acacio’”, 2007). La presión 
militar sobre estas estructuras, sumada a las deserciones de combatientes, redujeron 
notablemente la capacidad de las Farc para mantener la estructura de tráfico, y dieron lugar 
al fortalecimiento de las alianzas con los grupos paramilitares y narcotraficantes que 
operaban en la región y que no eran objeto de un ataque permanente por parte de la fuerza 
pública (“Narcos negocian con nuevos ‘paras’ y Farc para sacar coca por Venezuela”, 2007) 
 
La percepción de la fuerza pública sobre la situación del narcotráfico en este momento, es 
ilustrada por los planteamientos del general Oscar Naranjo, quien sostenía que para el 2008 
las organizaciones colombianas de narcotraficantes se subordinaron a las mexicanas y que 
los carteles ya no existían como empresas del crimen. Refiriéndose a la nueva dinámica de 
las organizaciones narcotraficantes, planteaba: “Está siendo derrotado el antiguo modelo 





pueden hacer negocios en Cancún o situarse en Cali o Medellín, que pueden estar en 
Panamá o Buenos Aires (…).Ya no hay un principio de control territorial, lo que uno ve son 
alianzas perversas de narcotraficantes que hoy se mueven con una visión globalizada del 
negocio de las drogas”.(“Habla el general Naranjo,” 2008) 
 
De “Cuchillo” a “Pijarvey”, pasando por “Calamisco” 
 
El control territorial con el que contó inicialmente Cuchillo fue sólo flor de un día. No bien 
acogido el mando tuvo que defender su territorio del ataque de Hebert Veloza García, “HH”, 
uno de los jefes del bloque bananero que pasó a trabajar bajo el mando de Vicente Castaño. 
Al parecer, la disputa se originó cuando Vicente Castaño ordenó a Daniel Rendón, 'don 
Mario', y a 'HH' apoderarse del control en los Llanos, tras la desmovilización de un fracción 
de los integrantes de las ya para entonces “ERPAC” de 'Cuchillo' que aceptó entrar en el 
proceso para aprovechar las ventajas de la ley de Justicia y Paz. Para “notificarle” su 
descontento a Castaño y HH, Cuchillo masacró a cuatro personas cercanas a HH en una 
finca del Meta; la respuesta de HH fue regresar a Medellín y rearmarse con apoyo de la 
Oficina de Envigado. (“Tras la captura de ‘HH’, las autoridades esperan llegar al jefe 
paramilitar Vicente Castaño”, 2007). 
 
El apoyo para Cuchillo llegó de manera inesperada. A él se unieron los hombres de 
“Comba”, Luis Enrique Calle Serna, jefe de finanzas de Wilber Alirio Varela, quien fuera 
entonces jefe del cartel del Norte del Valle, a quien traicionó.  (“Mano derecha de Wilber 
Alirio Varela fue quien traicionó al capo asesinado en Venezuela”, 2008). 
 
Paralelamente, y a raíz de la captura o asesinato de varios narcotraficantes de alto perfil, 
en abril del mismo año se registró la nueva guerra entre carteles que tenía como botín 
principal a Urabá y el norte del Valle, (“Las dos guerras,” 2008) y que incluía ahora también 
abiertamente la región Meta – Guaviare, donde Cuchillo había conseguido reunir una fuerza 
de 600 hombres: “Las capturas de Diego Montoya, ‘don Diego’ y Hernando Gómez, 
‘Rasguño’, y el anuncio venezolano de que en ese país fue asesinado Wílber Varela, 
‘Jabón’-los tres jefes del cartel del norte del Valle-, generaron una verdadera rapiña entre 
narcos, ‘paras’ y guerrilleros que se pelean el control del negocio de las drogas. Este 
problema, que empezó con sicariato entre grupos, se ha convertido en una amenaza de 
marca mayor en zonas de Antioquia, Córdoba, Nariño, Meta y Guaviare que deja en el 
último año cerca de 400 muertos, según el cálculo de las autoridades”. De acuerdo con la 
información de las autoridades, Cuchillo había acordado paralelamente con Géner García, 
‘Jhon 40’, jefe del frente 43 de las Farc, para evitar que ‘Los Mellizos’21entraran a su 
zona.(“Las guerras de los narcos de ‘tercera generación”, 2008). 
 
La presión generada por los diferentes agentes fue demasiado para las ERPAC, y en julio 
de 2008 Cuchillo envía una carta al Gobierno nacional anunciando que quiere 
desmovilizarse en el marco de la ley de Justicia y Paz. Al parecer, esta decisión se produce 
por la presión de los demás grupos narcotraficantes en la región Meta – Guaviare, y en 
particular por la continuidad de la persecución de los hombres de HH, quien seguía 
gobernando su grupo armado desde la cárcel de Itagüí.(“Inminente sometimiento a la 
justicia de narcoparamilitar ‘Cuchillo’; dice que lo quieren matar”, 2008) La fuerza púbica 
señalaba que para el 2009 Cuchillo y El Loco Barrera sacaban de 2 a 3 toneladas 
                                                 
21 Los Mellizos fueron los hermanos Víctor y Miguel Ángel Mejía Munera, que tomaron el negocio del 





mensuales de coca hacia Venezuela y Brasil (Noticucuta.com, 2009). La entrega de 
Cuchillo, sin embargo, nunca se efectuó. 
 
Hacia finales del 2008, Daniel “El Loco” Barrera había aumentado su poder. Cuchillo había 
retomado en forma intermitente su lucha con las Farc, pero también tenía que defenderse 
de los hombres de HH, y había al parecer comenzado un enfrentamiento por el Casanare 
con los hombres de Víctor Carranza; entre tanto, El Loco Barrera, socio de Cuchillo, 
estableció acuerdos con las Farc y continuó ganando terreno; Barrera no tenía ninguna 
orden de captura porque sus papeles se perdieron de la Registraduría, y las cinco grandes 
operaciones en Meta y Vichada de la Fuerza Pública para capturarlo  habían fracasado, al 
parecer por filtración de la información.(“Peligroso ascenso de Daniel ‘el Loco’ Barrera 
amenaza la seguridad de Meta y Caquetá”, 2008) 
 
Como mecanismo para tomar el control de Puerto López y el Casanare y la ruta del Vichada, 
Cuchillo realizó un atentado contra Víctor Carranza; en este atentado –que incluyó 
granadas, rockets y fusiles- contó con el apoyo de 5 detectives del DAS. Puesto que al 
parecer Carranza también tenía hombres en el DAS, Cuchillo mandó asesinar a uno de 
ellos, a quien antes de dispararle le dijeron: “Aquí le manda ‘Cuchillo’, por sapo”(“Cinco del 
DAS en el ‘dossier’ del atentado a V. Carranza”, 2010). El atentado no tuvo éxito y Carranza 
sobrevivió. 
 
Para finales del 2010, la fuerza pública indicaba que el ERPAC contaba con 1.120 
integrantes establecidos en cuatro frentes, y que manejaban las rutas de narcotráfico de 
Meta, Guaviare, Vichada y Casanare (“Policía adelanta operación contra organización de 
alias ‘Cuchillo’”, 2010).  
 
En la navidad de 2010 Cuchillo termino muerto en un operativo de la fuerza pública; para 
febrero del 2011, ya la prensa señalaba la pugna por el relevo de mando en la organización: 
Eberto López Montero, alias 'Caracho', un desmovilizado que se inició en las Auc como jefe 
de sicarios y manejaba desde Vichada la droga que debía ser entregada al narco Daniel 'el 
Loco' Barrera, se enfrentaba a  Germán Ramírez Devia, “Vaca fiada”, quien contaba con el 
apoyo del Loco Barrera para la sucesión. (“Murió ‘Cuchillo’, pero ya hay otro ex ‘para’ 
mandando”, 2011). Finalmente fue Caracho quien quedó con el mando del ERPAC, pero 
manteniendo el contacto con el Loco Barrera. 
 
En febrero del 2011 la prensa registraba las nuevas estructuras que gobernaban el 
narcotráfico en Colombia: Rastrojos, Urabeños y ERPAC. De acuerdo con las 
informaciones de las autoridades, estos tres grupos absorberían a los demás grupos 
pequeños que había en el país.(“Están engendrando tres grandes carteles de la droga”, 
2011). Para finales de este año, los hermanos Úsuga consolidaron  a Los Urabeños como 
una de las fuerzas dominantes en el nivel nacional (“De maoístas a capos,” 2011), y los dos 
dirigentes principales de las ERPAC (Caracho y Vaca fiada), sobre quienes había una 
recompensa de 1.700 millones de pesos por cada uno, decidieron entregarse a la 
justicia.(“Los dilemas en el sometimiento de la banda Erpac”, 2011). 
 
Frente al vacío dejado por los antiguos jefes e integrantes del ERPAC que se 
desmovilizaron, las bandas de Urabeños y Ratrojos hicieron una repartición de los territorios 
nacionales. De acuerdo con las autoridades, el enfrentamiento entre estas dos 
agrupaciones había dejado ya más de 2.000 muertos, de modo que optaron por cesar el 
enfrentamiento y dividirse el territorio. De acuerdo con la prensa, los Urabeños controlarían 





sometimiento del Erpac, llegaron inicialmente 80 hombres y días después arribaron 200 
más. "Esa gente ya fue distribuida en Mapiripán, Puerto López, Puerto Gaitán, Cabuyaro y 
Barranca de Upía, en Meta, y en Paratebueno y Medina, en Cundinamarca. También, en 
Vichada", contó una de las fuentes. Llegaron con la prioridad de reclutar a los miembros del 
Erpac que no se sometieron a la justicia”(“‘Urabeños’ y ‘Rastrojos’ se repartieron las 
narcozonas de Colombia”, 2012). 
 
Apenas un mes más tarde, Farfán Díaz González, alias 'Pijarvey', el segundo hombre de 
Cuchillo que había entrado a prisión en 2009 (con una recompensa de 1.700 millones por 
su captura) cumplió 3 de los 4 años de su pena, y salió libre.(“Juez dejó en libertad a 
‘Pijarvey’, uno de los capos de ‘Cuchillo’”, 2012). En septiembre de este mismo año fue 
capturado Daniel el Loco Barrera en San Cristóbal (Venezuela) donde se había refugiado 
para evitar la acción de las autoridades colombianas (“El destino de los capos”, 2012). Su 
captura agregó un nuevo ingrediente de incertidumbre en la pugna por el territorio de Meta 
Guaviare, donde había sido el principal negociador de los conflictos entre las Farc y los 
narcotraficantes paramilitares de tercera generación. 
 
Para finales del 2012 ya se habían reconfigurado los grupos, estableciéndose en 
“Libertadores del Vichada”, comandado por Pijarvey; y el “Bloque Meta”, liderado por Edwar 
Alonso Suárez, 'Calamisco”, cuya jefatura no duró mucho, pues fue capturado en enero del 
2013 tras sobrevivir a una emboscada que le tendió Pijarvey en Mapiripán. (“Alias 
‘Calamiscó’ se salvó de matanza en Mapiripán”, 2013). Tras su captura, el mando del 
Bloque Meta fue tomado por Rafael Escobar Patiño, ‘Monstrico’, quien continuó la guerra 
con Pijarvey por el control de la región. La captura del Loco Barrea le significó a Pijarvey 
que también tenía que asumir la confrontación que había retomado con el Frente 16 de las 
Farc (“Otra guerra de narcos asusta a los Llanos”, 2013). 
 
Monstrico fue capturado en abril de 2013, con lo que se asumió la desintegración del Bloque 
Meta (“Capturan a alias Monstrico, cabecilla del Erpac en los Llanos Orientales,” 2013). Los 
Libertadores del Vichada contaban en este momento con 143 hombres, y se esperaba que 
se les unieran 90 más de la disidencia del Bloque Meta(“Capturado segundo de ‘libertadores 
del Vichada’”, 2013). No obstante, surgió un nuevo grupo, “Los Rudos”, conformado por dos 
hermanos del Guaviare que entraron a disputar el control de la región con Pijarvey (“Guerra 




Esquematizar el relevo de agentes del narcotráfico en la región se hace difícil cuando 
aumenta la densidad y la velocidad de recambio. En la Ilustración 6 se presentan dos 
momentos; el primero, hasta el 2008, cuando la supremacía de “Cuchillo” se ve amenazada 
por la llegada del contingente de Vicente Castaño, los Carranceros del Casanare, y por la 
amenaza de los Mellizos del Valle que fueron contenidos por las Farc. En este momento se 
unen a las fuerzas de Cuchillo los Comba, quienes llegaban huyendo de las consecuencias 
de haber organizado el asesinato de “Jabón”, el jefe del cartel de Norte del Valle al que 
antes pertenecían. 
 
El segundo momento ilustrado corresponde al período 2010 – 2012, cuando, tras la muerte 
de Cuchillo, su territorio se dividió en dos fuerzas, y aumentó el nivel de amenaza por la 
llegada de los Urabeños y los Rastrojos (que en sus respectivas regiones habían llegado a 







Ilustración 6: Agentes del narcotráfico en la región Sur del Meta - Guaviare 2007 - 2013 





Vale la pena resaltar dos aspectos. En primer lugar, que en el análisis que realiza Ortiz 
(2002) para examinar el efecto de las acciones represivas sobre el comportamiento de los 
traficantes, se advierte que la destrucción de una firma narcotraficante aumenta el precio 
de equilibrio y la rentabilidad esperada del ejercicio del narcotráfico, por lo que constituye 
una invitación para la entrada de nuevas firmas (p.9). Esta situación encuentra un ejemplo 
elocuente en el caso de la región bajo estudio: la evidencia de un botín sin dueño dio lugar 
a una dinámica de disputa y recambio permanente en el territorio, toda vez que las Farc no 
han podido retomar la región después de la expulsión provocada por la ofensiva del Plan 
Patriota, en general, y por el efecto específico del Plan de Consolidación Territorial de la 
Macarena. El segundo aspecto a resaltar tiene que ver con el problema de la “densidad” de 
agentes en disputa territorial; al respecto, el trabajo de Konrad & Skaperdas (2012) 
anteriormente citado es muy relevante: uno de los hallazgos de su análisis en torno a la 
dinámica de competencia por el territorio entre señores de la guerra, consiste en que el 
número de campesinos y el retorno económico de la “protección” o el dominio territorial, 
decrecen de manera estricta cuando aumenta el número de señores en el territorio (2002, 
p. 4). Lo anterior debido a que las pérdidas sociales son superiores entre mayor sea el 
número y el nivel de homogeneidad entre las fuerzas de los contendientes (Mehlum & 
Moene, 2002). 
 
Hasta el momento no se ha realizado ningún análisis de la corrupción. En este aparte, sin 
embargo, se han señalado varios casos concretos en los que puede identificarse la 
presencia de actos de soborno sobre agentes del sector justicia (entendidos en el sentido 
amplio del conjunto de agentes que intervienen en el proceso de identificación, persecución, 
captura, juicio y sanción de los agentes). Estos casos son: la “pérdida” de los registros de 
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nacimiento de El Loco Barrera en la Registraduría, los operativos fallidos de persecución 
de Barrera por operativos especiales del Ejército, y la liberación de Pijarvey del centro 
penitenciario por orden judicial, con reducción de un año de pena. También merece la pena 
incluirse un análisis de la entrega de Caracho y Vacafiada cuando sobre sus cabezas 
pendía una recompensa de 1.700 millones de pesos por cada uno. 
 
Los casos del Loco Barrera y Pijarvey pueden abordarse desde el enfoque de análisis 
clásico de Gary Becker en torno al crimen (Becker, 1968). En su modelo, el beneficio 
(estimado) que obtiene el criminal de cometer el crimen,𝛱 , es equivalente al  valor del 
producto ilegal, 𝑙, menos los costos asociados con la planificación y ejecución del crimen 
,𝑐, el valor de los salarios que se dejan de percibir durante la planificación y realización, 𝑤, 
y la probabilidad de ser capturado, 𝑝, por el valor estimado de la pena, 𝑃, como se presenta 
a continuación. 
 
𝛱 = 𝑙 − 𝑐 − 𝑤 − 𝑝𝑃 
 
En el mismo sentido, el trabajo de Ehrlich (1975) mencionado en el capítulo anterior 
introduce un elemento adicional: La probabilidad de ser sancionado es una función e 
probabilidad condicional, en la que deben examinarse por separado las actuaciones de los 
diferentes agentes incluidos en el análisis. De este modo, puede existir una probabilidad 
diferente de ser identificado, perseguido, capturado, enjuiciado y, finalmente, sancionado 
por medio de prisión y/o multas. Dado que los agentes dentro del Estado deben obedecer 
al imperio de la ley, es necesario que estas actuaciones sean realizadas en una lógica de 
proceso jurídico que implica secuencialidad: no es posible juzgar sin identificar, ni llevar a 
prisión sin enjuiciar; la única variación existente es la de juicio en ausencia, que permite 
imponer la sanción (no ejecutarla) a un reo ausente, pero bajo el supuesto de su 
identificación. Este elemento fue el aprovechado por El Loco Barrera: eliminando su registro 
de nacimiento, eliminó la posibilidad de ser legalmente identificado, con lo que llevó la 
probabilidad de sanción a cero. 
 
Los casos de reducción de la probabilidad de captura y la liberación de la cárcel antes del 
cumplimiento de la pena incluyen un mecanismo adicional: el soborno. En el análisis formal 
del capítulo anterior se plantea que, cuando existe presencia del Estado, los traficantes 
pueden optar por una combinación de aplicación de seguridad privada y corrupción que 
aumenta su beneficio. La frustración de los operativos de captura del Loco Barrera 
implicaron un aumento en el volumen del soborno aplicado, tanto probablemente en la 
cantidad como en el valor, afectando la probabilidad de captura; en el caso de Pijarvey, 
vuelve a ser crítica la variable de “densidad” del Estado, en tanto su soborno sólo tuvo que 
afectar a un solo agente, el juez; aún en el caso de que el valor del soborno aumentara de 
manera extraordinaria, es bastante probable que el valor total fuera notablemente inferior 
al que tuvo que pagar Barrera.   
 
El caso de la fijación de recompensas y la posterior entrega voluntaria a las autoridades de 
Caracho y Vacafiada es también un caso interesante. Se plantea en el análisis formal que 
existe un nivel de corrupción que conduce a un óptimo de beneficios para el traficante, y 
que este óptimo es una función de la razón entre el gasto en seguridad y el gasto en 





, en la que (0 ≤ 𝑐 ≤1).  
 
¿Qué efecto producen las recompensas? El efecto de las recompensas es aumentar el 





un alto valor de recompensa establece un costo de oportunidad para la fijación del valor del 
soborno por encima del óptimo, y además aumenta el número de personas interesadas en 
acceder al beneficio de la recompensa; de este modo, se produce un aumento en las 
unidades de justicia (puesto que aumenta el número de personas interesadas en colaborar 
con la detección y delación del traficante), y en el valor del soborno de oportunidad, que 
debe equiparar por lo menos el de la recompensa. De este modo, se afecta la viabilidad de 
la aplicación del mecanismo de soborno para el traficante.  
 
Una segunda vía por la cual las recompensas afectan el sistema de corrupción y la 
viabilidad del narcotráfico, tiene que ver con el establecimiento de un incentivo para la 
delación por parte de los miembros de la facción del traficante. En efecto, y en la misma 
ecuación, un aumento en el denominador sólo puede ser contrarrestado con un aumento 
en el valor unitario de la seguridad ( 𝑔), de manera que el ingreso de los combatientes sea 
equiparable al valor de la recompensa; esto hace inviables los acuerdos tácitos de fidelidad 
de cuerpo, puesto que significaría un aumento generalizado del costo de seguridad 
proporcional a la cantidad de producción ilegal (ya que la contratación de seguridad es una 
función de la cantidad de producto ilegal), de modo que un aumento en el área bajo control 
significaría un aumento desproporcionado del gasto en seguridad que hace inviable el 
negocio. 
 
Finalmente, vale la pena examinar el caso del Plan de Consolidación territorial de la 
Macarena como un choque de justicia, que aumenta el número de funcionarios del Estado 
sobre el territorio, y que afectó particularmente la producción de cultivos ilícitos en el 
territorio controlado inicialmente por las Farc. Se señala en la proposición 4 del capítulo 
anterior que, bajo condiciones de justicia exógena (el traficante no puede afectar la eficacia 
y/o eficiencia de la prestación de los servicios del sistema de administración de justicia), 
existe un umbral de aplicación de unidades efectivas de justicia por encima del cual no 
existe beneficio de la producción de cultivos de coca para el traficante. En este caso, es 
presumible que no se produzcan cultivos de coca, en tanto el traficante no puede garantizar 
la persistencia de un nivel de impunidad que evite la reducción de las áreas sembradas en 
rangos que hagan inviable el negocio.  
 
La primera fase del PCIM se ejecutó entre el 2007 y el 2010. ¿Podría sostenerse que el 
PCIM produjo un incremento en la tasa de reducción de cultivos de coca, o dicha tasa es 
equiparable a la producida al nivel regional? Para responder a esta pregunta se analizarán 
dos elementos. De una parte, la disminución en el área cultivada en coca; de otra parte, la 
tasa de disminución relativa de coca en la subregión, tomando también en consideración la 
tasa nacional de disminución del área. En relación con el primer indicador, se observa que 
a partir del inicio de la operación del PCIM se presentó una reducción del área de cultivos 
de coca que supera en magnitud y estabilidad a las correspondientes al nivel regional y 
nacional durante el mismo período; esta reducción tuvo un punto máximo al inicio de la 
operación del PCIM, cuando se pasó de 6.800 ha a 2.200 ha (reducción del 67%), mientras 
que la reducción en el resto de la región Meta – Guaviare pasó de 11.600 ha a 8.600 ha 
(reducción del 26%), y al nivel nacional la reducción sólo fue del 18%. A partir del 2008 en 
el área del PCIM se ha mantenido sin interrupción la tendencia de reducción del área 
sembrada, aunque en una proporción inferior; este comportamiento es similar en la 






En relación con la tasa relativa de reducción del área considerando al 2007 como año 
base22, se observa que en la zona del PCIM ha habido una reducción acumulada del 78%, 
mientras que en el resto de la región Meta – Guaviare ha sido del 44%, y al nivel nacional 
del 40%. La tasa promedio de reducción del área de cultivos de coca en la zona de 
influencia del PCIM es 0,77 veces superior a la registrada en el resto de la región Meta – 
Guaviare, y 0,99 veces superior a la nacional durante el período 2007 – 2010, como se 
observa en el Gráfico 18. Adicionalmente, puede resaltarse que la dinámica de reducción 
en la zona del PCIM se mantuvo constante, a diferencia de lo presentado en el resto de la 
región Meta – Guaviare, donde se presentó un leve aumento en el área en el año 2009.  
 
 
Gráfico 17: Dinámica de producción de coca 2007 – 2010. Comparativo Nacional,  Región Meta 
– Guaviare, y zona de influencia PCIM 






Gráfico 18 Comportamiento de la tasa de reducción de las áreas en cultivos de coca 2007 – 
2010. Comparativo Nacional,  zona de influencia PCIM, y resto de la Región Meta – Guaviare 
Fuente: Elaboración del autor a partir de datos SIMCI. El valor en el gráfico indica la proporción de 
la reducción del área respecto del área registrada en el año 2007, cuando se inició la ejecución del 
PCIM. 
 
                                                 
22 Tasa relativa definida como la reducción proporcional del área cultivada sobre el valor del área en el año de 






























































Los datos anteriores son un argumento a favor de la tesis que sostiene que la aplicación de 
un choque de acción estatal produce un efecto de reducción de los cultivos. 
 
A manera de síntesis 
 
La presentación del caso de la región Sur del Meta – Guaviare, propuesta como una 
estrategia alterna para la sustentación de los planteamientos teóricos realizados en el 
capítulo anterior, y para los cuales no es posible acceder a fuentes de información serial 
que permitan realizar un análisis cuantitativo con el uso de herramientas econométricas,  
ilustra de manera razonable los principales aspectos desarrollados en el análisis formal.  
 
La secuencia histórica de control del territorio señala que la producción ilegal no está 
acompañada de violencia extraordinaria cuando se desarrolla en zonas aisladas, con 
presencia mínima o nula del Estado. En estos casos, los traficantes manejan el mecanismo 
precio para incentivar la oferta, generando un proceso migratorio hacia las zonas de 
desarrollo del renglón productivo, de manera similar a como sucede en un frente legal de 
colonización. 
 
Como propone el modelo interpretativo, es el encuentro de los competidores lo que lleva  al 
escalamiento de procesos de violencia que pugnan por acceder al control del territorio, con 
la intención de obtener un beneficio monopsonísico pleno; aunque la confrontación es 
evitable, se observa que los acuerdos no presentan condiciones de estabilidad, y ocurre en 
todos los casos, sin excepción, que estos pactos se interrumpen para dar lugar a una 
confrontación abierta, en la que la fuerza localizada en el territorio juega un papel 
determinante. Por ello, los traficantes optan por soluciones armadas, en las que el propósito 
tiende a ser la eliminación del contrario, o el establecimiento de particiones que permitan el 
control monopsónico. 
 
El papel del Estado es determinante en el resultado de las confrontaciones. En algunos 
casos, se comporta como un agente que opera de acuerdo con sus intereses estratégicos 
por encima de las consideraciones legales; este comportamiento es explicado por la teoría, 
tanto en la construcción de alianzas con agentes ilegales para la eliminación de un objetivo 
“común”, como para la actuación secuencial sobre sus “enemigos”, facilitando las traiciones 











































También se reconoce el efecto de las alianzas entre grupos “conquistadores” para 
desplazar a un agente controlador del territorio. Particularmente en el caso de la gran 
avanzada paramilitar desde mediados de los 90, la unión de facciones de traficantes con 
los grupos paramilitares, produjo un choque en el nivel de fuerza que dio lugar a un 
repliegue de las Farc en las zonas de producción cocalera; no obstante, tras el retiro de las 
Farc, y tal como lo propone la teoría, se produjo una nueva confrontación entre las 
divisiones de los grupos que anteriormente habían establecido una alianza. 
 
Por último, puede señalarse que la corrupción hace parte, efectivamente, de las estrategias 
normalmente utilizadas por los traficantes en combinación con el ejercicio de la violencia. 
Su aplicación puede tener varios objetivos dentro de la secuencia de aplicación de la ley, y 
atiende al nivel de concentración de unidades de justicia en el territorio; puede ser afectada 
notablemente por la aplicación de medidas que afecten la viabilidad de los sobornos, como 
en el caso de las recompensas, que generan un efecto de ampliación de los agentes 















Capítulo 4: Producción de cultivos ilícitos de 
coca y bienestar desde el enfoque de 
capacidades 
El propósito de este capítulo consiste en sustentar que, desde el enfoque de capacidades 
que define el desarrollo como la expansión de las libertades humanas, los aumentos en 
ingresos derivados de la producción de cultivos ilícitos de coca en las regiones productoras 
afectan negativamente sus libertades no monetarias. Por ello, el aumento del ingreso no 
produce, necesariamente, un aumento en el nivel de bienestar individual y social.   
El capítulo desarrolla dos. En la primera se realiza el análisis del efecto de la producción 
cocalera sobre el bienestar desde el enfoque de capacidades propuesto por Amartya Sen. 
El aparte ofrece una propuesta teórica para el análisis del bienestar individual y social desde 
el enfoque de capacidades en un escenario determinado por la ilegalidad;  entran a jugar 
aquí de manera decisiva los hallazgos teóricos de los capítulos anteriores, los cuales 
arrojan luces sobre la forma en la cual la producción ilícita interactúa con el nivel de 
seguridad en el territorio.  
La segunda sección examina el fenómeno de localización de los cultivos ilícitos de coca en 
Colombia desde un análisis probabilístico de vulnerabilidad, tomando como descriptores 
algunas variables que reflejan aspectos importantes de las libertades señaladas por Sen en 
sus diversos trabajos.  
Producción cocalera y bienestar: Análisis desde el 
enfoque de capacidades 
 
Las dos tesis más fuertes en contra de la producción de cultivos de coca no son de orden 
monetario, sino que se relacionan con el ámbito político y con la violencia. Por una parte, 
se sostiene que los recursos repatriados del narcotráfico alimentan el conflicto armado 
interno, bajo el entendido de que son las guerrillas las que controlan el mercado ilegal; de 
este modo, la producción cocalera genera inestabilidad política en el país. En segundo 
lugar, se plantea que el narcotráfico ha sido el principal responsable de la violencia y el 
crimen en varios momentos de la historia reciente del país: “Los resultados para las siete 
principales ciudades mostraron que la explicación fundamental del aumento en la tasa de 
homicidios durante los años ochenta fue el incremento de la actividad del narcotráfico” 
(Sánchez y Núñez, en (Martínez, 2001), p.308); este planteamiento es apoyado por Gaviria 





un nicho preexistente, sino una construcción de los mismos criminales. (…) Algunos de los 
grupos criminales que operan en el país, dentro de los que sobresalen los narcotraficantes, 
transformaron a Colombia en un lugar más que deseable para el florecimiento de 
actividades criminales de todo tipo” (p.181).  
Una alternativa para abordar el efecto de la producción cocalera sobre el bienestar viene 
dada por el enfoque de capacidades, en el cual es posible integrar dimensiones diferentes 
al ingreso en el análisis de los problemas asociados a la producción ilegal. En esta sección 
se presenta un análisis teórico de la relación que se establece entre la producción de 
cultivos ilícitos de coca y el bienestar en las regiones productoras desde el enfoque de 
capacidades; ello significa que se aplica una noción de bienestar que asimila de desarrollo 
a la expansión de las libertades humanas. 
Análisis del bienestar individual 
 
El punto de partida para el análisis es la ecuación del bienestar (1.14) del Capítulo 1, que 
integra libertades monetarias y no monetarias: 
𝐵 = 𝛼(𝑋 + 𝛿𝑋∆𝑍) + (1 − 𝛼)(𝑍 + 𝜇𝑍∆𝑋)    
 
En condiciones de ilegalidad provocada por la presencia de cultivos ilícitos, el aumento del 
ingreso se encuentra asociado a una reducción en la seguridad en el territorio. Por ello, 
para analizar este caso particular, es necesario ajustar la función de bienestar del siguiente 
modo: 
𝐵 = 𝛼[𝑋𝐿 + 𝑋𝐼 + 𝛿(𝑋𝐿 + 𝑋𝐼)∆𝑍] + (1 − 𝛼)(𝑍 + 𝜇𝑍∆𝑋𝐿 − 𝜑𝑍𝑋𝐼) (4.1) 
En la ecuación anterior se ha discriminado el ingreso legal del ilegal, y se ha discriminado 
igualmente el efecto del ingreso legal y del ilegal sobre las realizaciones no monetarias. 
𝑋𝐿 = Magnitud del ingreso legal 
𝑋𝐼 = Magnitud del ingreso ilegal 
𝑍𝜇∆𝑋𝐿 = Aumento en la magnitud de 𝑍 derivado de un aumento en el ingreso legal, positivo. 
𝑍𝜑𝑋𝐼 = Disminución en la magnitud de 𝑍 derivada del ingreso ilegal, negativo. 
La disminución en la magnitud de 𝑍 por efecto de la ilegalidad (𝑍𝜑𝑋𝐼) se presenta en virtud 
del desarrollo presentado en para el caso 3 del capítulo 2, el análisis del efecto del aumento 
de la producción ilegal en una zona con presencia del Estado y sin competencia entre 
traficantes. 
En (2.22), 𝜃 =
𝑦
𝑦+𝐽
, el grado de impunidad en el territorio 𝜃 que establece la CSF, depende 
de la cantidad de seguridad privada para el crimen contratada por el traficante, 𝑦, y de la 
cantidad de unidades de justicia (𝐽) presentes en dicho territorio. La seguridad en el 
territorio, 𝑆, se define como el inverso de la impunidad. 
Siendo: 
𝑆 = 1 − 𝜃 = 1 −
𝑦
𝑦+𝐽










< 0        (4.3) 
Donde:  
𝑆 = (𝑆 ∈ 𝑍) = Grado de seguridad en el territorio. Como se indica, la seguridad hace parte 
de las realizaciones no asociadas al ingreso, 𝑍, claramente asociada con la Seguridad 
protectora. 
De (4.3) y (2.28), 𝑦∗ = 𝑄√𝐽
𝑏
𝑔
 ,se tiene que la cantidad óptima de unidades de seguridad 
ilegal privada que contrataría el traficante,  𝑦∗, es función de la cantidad de producto ilegal 
en el territorio, (𝑄), multiplicadas por un factor que relaciona la dotación de justicia en el 
territorio (𝐽), el parámetro de sensibilidad de la oferta (𝑏) y el costo unitario de la seguridad 
privada ( 𝑔). En el corto plazo, los valores de los multiplicadores de 𝑄 (𝐽, 𝑏, 𝑔) son 
constantes. De lo anterior, se obtiene que un incremento en la cantidad de cultivos de coca 
en el territorio aumentará la provisión de seguridad ilegal privada, y reducirá con ello el 











       (4.4) 
Como se señaló anteriormente, al interior de 𝑅2  (realizaciones no monetarias), se cuentan 
varias realizaciones, las cuales son interdependientes. Por la condición instrumental de las 
realizaciones, la reducción en la seguridad afectará a las demás realizaciones no 
relacionadas con el ingreso (oportunidades de los individuos para decidir quién los debe 
gobernar y con qué principios, educación, salud, posibilidades de asociación, garantía de 
divulgación de información, etc.). 
El cambio del estado de bienestar por la producción de cultivos ilícitos se produce en dos 
momentos. En el primero, hay un aumento del ingreso por producción ilícita que tiene 
efectos sobre la magnitud de las realizaciones no asociadas al ingreso; en el segundo 
momento, la alteración de la magnitud de las realizaciones no asociadas al ingreso tiene un 
efecto sobre la magnitud del ingreso. Estos dos momentos se desarrollan a continuación. 
Momento 1: Aumento del ingreso ilegal y reducción de las realizaciones no asociadas 
al ingreso 
En el primer momento, el aumento del ingreso ilegal produce un aumento en el ingreso, y 
genera una reducción en las realizaciones no asociadas al ingreso. De (4.1), por las CPO, 
𝜕𝐵
𝜕𝑋𝐼
= 𝛼(1 + ∆𝑍) − (1 − 𝛼)𝜑𝑍 = 𝛼 − (1 − 𝛼)𝜑𝑍     (4.5) 
En el primer momento (derivación ceteris paribus), ∆𝑍 = 0. 
Para un individuo que ingresa a la producción cocalera, habrá un aumento en su estado de 
bienestar siempre que el nivel de preferencia por el ingreso sea mayor que la reducción de 
sus realizaciones no asociadas al ingreso, multiplicadas por su nivel de preferencia de estas 
realizaciones, tal que: 





Debe considerarse que el factor de impulso del ingreso legal (𝜇) es diferente del factor de 
impulso del ingreso ilegal  (𝜑), y es importante aquí señalar la importancia del factor de 




= 𝛼 − (1 − 𝛼)𝜑𝑍 ; si 𝜑 fuera muy bajo o tendiera a cero, el efecto del ingreso ilegal 
sobre las realizaciones no monetarias tendería a desaparecer, haciendo que el cambio en 
el estado de bienestar fuera positivo y equivalente a la importancia relativa asignada por el 
individuo al ingreso; pero en la medida en que aumenta el valor de 𝜑, el efecto sobre las 
realizaciones no monetarias se acentúa, haciendo que el cambio en el estado de bienestar 
sea cada vez más bajo, e incluso que el aumento en el ingreso produzca un resultado 
negativo en el bienestar. 
Momento 2: Reducción del ingreso por la reducción de las realizaciones no asociadas 
al ingreso 
En el segundo momento ya se ha producido una reducción en 𝑍 por efecto del aumento en 
el ingreso ilícito, que constituye el ∆𝑍 en el término de la izquierda en la ecuación (4.1). Al 
derivar ∆𝑍 ceteris paribus en (4.1), se tiene: 
𝜕𝐵
𝜕∆𝑍
= 𝛼𝛿 (𝑋𝐿 + 𝑋𝐼) > 0       (4.6) 
Dado que ∆𝑍 < 0  , porque el aumento en la producción ilícita induce una reducción en la 
seguridad y con ello en el conjunto de las realizaciones no monetarias, el resultado final 
será una reducción en el ingreso. 
La magnitud de la reducción en el ingreso dependerá del factor de impulso 𝛿; si este es 
muy pequeño, la reducción en el ingreso será marginal; en la medida en que el factor de 
impulso aumente, se hará más fuerte el efecto sobre el ingreso.  
Debe señalarse aquí que la reducción del ingreso afecta tanto a los productores de cultivos 
ilícitos como a los tradicionales, sólo que los productores tradicionales no perciben ingresos 
suplementarios por el cultivo ilegal. Por ello, el efecto para los productores lícitos se expresa 
como 𝛼𝛿𝑋𝐿,  
Balance en el estado de bienestar 
Al finalizar el segundo momento, el cambio en el estado de bienestar derivado del aumento 
del ingreso ilegal será el siguiente: 
∆𝐵 = 𝛼 − (1 − 𝛼)𝜑𝑍 − 𝛼𝛿(𝑋𝐿 + 𝑋𝐼)        (4.7) 
El cambio será favorable al productor de cultivos ilícitos siempre que: 
∆𝐵 > 0          𝑆𝑖 𝑦 𝑠𝑜𝑙𝑜 𝑠𝑖                   𝛼 − 𝛼𝛿(𝑋𝐿 + 𝑋𝐼)   > (1 − 𝛼)𝜑𝑍.  
De allí, que puede plantearse que el cambio en el estado de bienestar de los productores 
de cultivos ilícitos dependerá de: 
1. La magnitud de su preferencia por el ingreso, 𝛼. 






3. La magnitud del factor de impulso de las realizaciones no monetarias sobre el 
ingreso, 𝛿. 
Dadas las condiciones de precariedad en el consumo de bienes de mercado de los 
pequeños productores campesinos, es comprensible que tengan una alta preferencia 
relativa por el ingreso, por lo que al nivel individual los beneficios monetarios de la 
producción ilícita superarán ampliamente la reducción de las pérdidas en las realizaciones 
no monetarias. 
Análisis del bienestar social 
 
En las regiones productoras de cultivos ilícitos habitan individuos que producen estos 
cultivos, e individuos que se dedican a la producción agropecuaria tradicional. Aplicando el 
sistema clásico de expansión del bienestar individual para la estimación del bienestar de un 
grupo de agentes, desde el enfoque de capacidades el bienestar en una región productora 
se definiría como la suma de las libertades de los individuos que la habitan:  
𝑊 = ∑ 𝐵𝑖 =
𝑁
𝑖=1 ∑ 𝐿1𝑖 + 𝐿2𝑖
𝑁
𝑖=1        (4.8) 
𝑁 = 𝑛 + (1 − 𝑛) = 1         (4.9) 
Donde: 
𝑊 = Bienestar social 
𝑁 = Habitantes de la región 
𝑛 = Número / proporción de individuos en una región que producen cultivos ilícitos. 
(1 − 𝑛) = Número / proporción de individuos en una región que no producen cultivos ilícitos. 
El aumento en el ingreso derivado de la producción ilegal favorece sólo a los productores 
de cultivos ilícitos; la reducción en la seguridad y en las demás realizaciones no monetarias 
(oportunidades de los individuos para decidir quién los debe gobernar y con qué principios, 
acceso a educación y salud, posibilidades de asociación, garantía de divulgación de 
información, etc.) afectan a toda la población del territorio. Por ello, de (4.7, 4.8 y 4.9): 
∆𝑊 = ∆ ∑ 𝐵𝑖 =
𝑁
𝑖=1 𝑛[𝛼 − 𝛼𝛿(𝑋𝐿 + 𝑋𝐼)   − (1 − 𝛼)𝜑𝑍] − (1 − 𝑛)[𝛼𝛿𝑋𝐿 + (1 − 𝛼)𝜑𝑍]  
∆𝑊 = ∆ ∑ 𝐵𝑖 = 𝑛𝛼
𝑁
𝑖=1 [1 − 𝛿𝑋𝐼  ] − 𝑁[𝛼𝛿𝑋𝐿 + (1 − 𝛼)𝜑𝑍]    (4.10) 
El primer término de la ecuación (4.10) muestra el resultado que aplica exclusivamente para 
los productores de cultivos ilícitos: Hay un aumento en el bienestar cuando el efecto de la 
reducción de las libertades no monetarias sobre el ingreso afecta poco los ingresos ilícitos; 
en la medida que el factor de impulso 𝛿 aumente, se reducirá el efecto positivo del ingreso 
ilícito sobre el estado de bienestar. 
El segundo término de la ecuación (4.10) muestra el efecto para el conjunto de la población. 
Como se observa, el efecto de la reducción de las libertades no monetarias sobre el ingreso 
afecta los ingresos legales de todos los productores, sean o no productores de cultivos 
ilícitos, y afecta también a todos en la reducción de las libertades no monetarias. En este 





como de las realizaciones no monetarias, como la seguridad y las demás que han sido 
afectadas negativamente.  
Las ganancias en el estado de bienestar de las personas habitantes de regiones 
productoras de cultivos ilícitos, dependerán de que el aumento en el ingreso de los 
productores de cultivos ilícitos compensen las pérdidas de toda la población en el ingreso 
legal y en las realizaciones no asociadas con el ingreso. Habrá un aumento neto en el 
estado de bienestar en la región cuando: 
∆𝑊 > 0        𝑆𝑖 𝑦 𝑠ó𝑙𝑜 𝑠𝑖         𝑛𝛼[1 − 𝛿𝑋𝐼  ] > 𝑁[𝛼𝛿𝑋𝐿 + (1 − 𝛼)𝜑𝑍]   (4.11) 
En este punto es importante considerar el efecto de la cantidad de productores que ingresan 
a la producción ilegal sobre el bienestar. Puesto que la producción ilícita en una región 
corresponde al área media de los lotes de producción, multiplicada por el número de 
productores: 
𝑄 = 𝑓(𝐴, 𝑛) = 𝐴𝑛         (4.12) 
Tal que: 
𝐴 = Área promedio de cultivo ilícito sembrada por cada productor. 








< 0         (4.13) 
Por lo anterior, el aumento en el número de productores ilícitos en una región productora 
estará asociado a una reducción creciente de la seguridad en el territorio. Considerando la  
naturaleza instrumental de la seguridad sobre las demás realizaciones no monetarias 
(oportunidades de los individuos para decidir quién los debe gobernar y con qué principios, 
acceso a educación y salud, posibilidades de asociación, garantía de divulgación de 
información, etc.),  y asumiendo como válido para estas el análisis presentado en (1.14), la 
reducción creciente de la seguridad derivada del aumento en la proporción de productores 
de cultivos ilícitos, tendrá como resultado una reducción igualmente creciente de la suma 
de la realizaciones no asociadas al ingreso (𝑍). 
De allí que el cambio en el estado de bienestar social en una región productora de cultivos 
ilícitos dependerá de: 
1. La proporción de productores dedicados a la producción ilícita, 𝑛. 
2. La magnitud del cambio neto en las realizaciones monetarias de los productores de 
cultivos ilícitos,  𝛼𝑛[1 − 𝛿𝑋𝐼  ]. 
3. La magnitud de la reducción de  las realizaciones no asociadas al ingreso para el 
conjunto de la población habitante de la región productora, 𝑁[𝛼𝛿𝑋𝐿 + (1 − 𝛼)𝜑𝑍]. 
Cuando el número de campesinos dedicados a la producción ilegal es bajo, existe la 
percepción de una ganancia de bienestar derivada de los cultivos ilícitos porque la 
reducción en las realizaciones no asociadas al ingreso es igualmente baja. A medida que 
aumenta la proporción de productores dedicados a la producción ilegal, se potencia la 





seguridad sobre las demás realizaciones no monetarias, haciendo que el balance se altere, 
puesto que la seguridad llega a niveles críticos y produce distorsiones agudas en las demás 
realizaciones. 
 
Localización de los cultivos ilícitos de coca en Colombia: 
Análisis desde el enfoque de capacidades 
 
¿Por qué los cultivos de coca sólo se establecen en una pequeña parte del territorio en el 
que podrían establecerse, a pesar de que sus condiciones de rentabilidad son 
extraordinarias? En el caso de América Latina, esta pregunta ha sido planteada en varias 
ocasiones por Francisco Thoumi (2009; 2010). En sus palabras: “Ninguno de los 
paradigmas prevalentes permite explicar por qué la gran mayoría de países que pueden 
cultivar coca y amapola y producir cocaína y heroína no lo hacen, es decir, por qué la 
producción ilegal de esas drogas está tan concentrada si es tan rentable; o por qué en los 
países en los que los cultivos tradicionales de coca eran comunes, no surgieron grandes 
organizaciones traficantes.” (Thoumi, 2009). Esta pregunta es igualmente pertinente para 
el análisis del caso colombiano. En efecto, existe un gran número de zonas que cumplen 
con los requerimientos técnicos para llevar a cabo la producción exitosa de cultivos de coca, 
pero a pesar de ello la coca presenta una fuerte tendencia de concentración y persistencia 
sólo en algunos lugares23.  
Vulnerabilidad y enfoque de capacidades 
 
En este aparte se examinará el problema de la vulnerabilidad municipal a la producción de 
cultivos de coca desde el enfoque de capacidades. La pregunta que guía el análisis es la 
siguiente: ¿Existen condiciones políticas, sociales y económicas de los municipios, 
expresadas como niveles de realizaciones de los individuos desde el enfoque de 
capacidades, que sean relevantes en la localización de los cultivos ilícitos de coca en 
Colombia?  
El enfoque de vulnerabilidad es una derivación de la teoría del riesgo, entendido como “la 
probabilidad y la magnitud de las consecuencias [adversas] después de un evento de 
peligro” (Turner et al. 2003; p. 1). La definición clásica de riesgo lo propone como una 
función compuesta por la Amenaza (probabilidad de sufrir una perturbación) en su 
interacción con la Vulnerabilidad (probabilidad de sufrir daño por la amenaza); la Amenaza 
configura entonces el evento que puede tener efectos sobre el sistema considerado, 
mientras que la Vulnerabilidad se enfoca en las condiciones internas, determinadas por el 
nivel de exposición a la Amenaza, y por la capacidad del sistema para manejar esta 
perturbación en caso de que se presente. 
De manera simplificada, entonces, puede plantearse del siguiente modo: 
Riesgo = Amenaza × Vulnerabilidad 
                                                 
23 Al respecto, pueden examinarse las restricciones biofísicas y climatológicas analizadas en el capítulo 1, así 





Ahora bien: ¿Cómo interactúan los conceptos de amenaza, vulnerabilidad y riesgo con el 
enfoque de capacidades? En un trabajo desarrollado por UNODC –SIMCI sobre el proceso 
de transformación socioeconómica y biofísica asociada con los cultivos ilícitos en la región 
Sur del Meta – Guaviare, (UNODC, 2011, pp 110 - 127), se examinan los efectos del 
narcotráfico sobre los sistemas institucionales y sociales, presentando de manera 
descriptiva las alteraciones  que esta economía ilegal provoca sobre el conjunto de costos 
de transacción asociados a la conflictividad y la violencia, los efectos sobre el ingreso, las 
afectaciones al sistema de prestación de servicios educativos y de salud, y finalmente los 
efectos sobre la consolidación democrática y la actuación de los gobiernos locales. Este 
estudio, que tuvo como soporte la realización de una serie de talleres con agentes de 
diversos sectores sociales y productivos en la modalidad de grupos focales, permitió 
identificar la ruta de reducción de las libertades de las personas en cada uno de los ámbitos 
anteriores, aportando algunas luces sobre la naturaleza del riesgo que corren las 
comunidades establecidas en las zonas de producción de cultivos ilícitos desde el enfoque 
de capacidades. 
Como se menciona anteriormente, Sen propone que las relaciones entre los distintos tipos 
de libertad son empíricas y causales, más que constitutivas y componentes del desarrollo 
(1999, p.16). Esta afirmación tiene gran importancia en tanto establece la posibilidad de 
examinar las interacciones que se presentan entre los diferentes tipos de libertades en los 
escenarios sociales, considerándolas como factores incidentes en la realización del 
desarrollo. Desde el enfoque de vulnerabilidad, sin embargo, no se tiene la intención precisa 
de  proponer relaciones causales directas, pero sí se busca establecer el grado de 
asociación que se presenta, de manera que sea posible valorar la relación existente entre 
ciertos niveles de realizaciones y la probabilidad de que se presenten ciertos hechos 
sociales. 
 
El análisis realizado por Thoumi para el examen de la vulnerabilidad al establecimiento de 
economías asociadas al narcotráfico al nivel de Colombia, señala que es importante 
considerar factores necesarios y contribuyentes dentro de un proceso evolutivo de 
emergencia y consolidación de economías ilícitas. En sus palabras, “el desarrollo del 
mercado ilegal de cocaína requiere solamente dos factores necesarios: una demanda ilegal 
y una oferta ilegal”, y para la ocurrencia de estos factores propone como requisito la 
existencia de una brecha en las normas soportada en que el individuo no considere ni le 
importe el efecto de sus acciones sobre los demás, y que los individuos y grupos sociales 
justifiquen la producción de drogas como un mal que se lleva a cabo en aras de lograr una 
meta superior. El segundo tipo de factores son los contribuyentes, relacionados con 
múltiples variables geopolíticas y socioeconómicas. El trabajo de Thoumi ofrece 
herramientas importantes para el análisis de localización de las empresas traficantes de 
drogas al nivel de países, pero no aborda el estudio al nivel regional en el caso de Colombia. 
 
El estudio de Rocha (2011) examina la vulnerabilidad poblacional a la producción de coca, 
por medio de un análisis de estándares de vida comparados, haciendo uso de encuestas a 
productores cocaleros y contrastándolas con la encuesta de calidad de vida del 2005 como 
grupo de control. El análisis probabilístico de las coincidencias entre personas que 
comparten características socioeconómicas similares (edad, género, educación y estado 
civil), así como las que afrontan condiciones similares en el entorno en relación con empleo 
y pobreza (valorada según NBI) arroja como resultado una delimitación de los municipios 
donde se considera probable la ocurrencia de cultivos de coca. El trabajo de Rocha es un 
avance importante al nivel del estudio de las condiciones sociales y económicas que 





importantes desde la perspectiva institucional y política que son relevantes para el análisis.  
 
Dado que se trata de un análisis probabilístico, no se espera establecer una relación causal 
directa entre las variables consideradas y el establecimiento de cultivos ilícitos de coca.  Se 
espera, en cambio, examinar el grado de asociación entre estas variables y los casos de 
establecimiento de cultivos ilícitos de coca, de manera que puedan proponerse, con cierto 
grado de probabilidad, los escenarios municipales en los cuales existen condiciones 
socioeconómicas más favorables para el establecimiento potencial de cultivos ilícitos.  
Inicialmente se presenta de manera muy breve el concepto de vulnerabilidad que será 
aplicado en este trabajo; posteriormente se anotan los elementos principales en el ámbito 
metodológico y la caracterización de las fuentes, y sobre esta base se analizan los grados 
de asociación de las diferentes variables con la producción de coca. Finalmente, se 
presentan los mapas de vulnerabilidad contrastados con las áreas de cultivos de coca para 
el año 2012. 
Metodología 
 
Para efectos de este análisis, se entiende por vulnerabilidad al establecimiento de cultivos 
de coca desde el enfoque de capacidades, el grado de asociación que se presenta entre 
los niveles de realizaciones de la población de un municipio y la probabilidad de que se 
presenten cultivos de coca en dicho municipio. 
Para el análisis, las libertades propuestas de manera indicativa por Sen, se han 
reagrupando en cuatro categorías: 
1. Libertades políticas y seguridad protectora 
2. Servicios económicos 
3. Oportunidades sociales 
4. Garantías de transparencia 
 
Se ha adicionado una variable de ocupación del territorio, cuyo indicador es la densidad 
poblacional.  
Para cada tipo de libertad, se han formulado indicadores que reflejen por lo menos un 
aspecto relevante de dicha libertad y que puedan ser operacionalizados en el territorio. 
Posteriormente se ha definido un umbral de contrastación para cada variable, de modo que 
sea posible contar con un criterio preciso de demarcación.  
El umbral se estableció de acuerdo con la variable y la disponibilidad de información; en el 
caso de variables continuas, en la mayor parte de los casos se utilizó la mediana como valor 
de corte, con el fin de establecer un criterio de frecuencia que no castigara los guarismos 
en el nivel nacional; no se utilizó la media debido a que se trata en todos los casos de 
distribuciones fuertemente asimétricas; la mediana permitió una mayor consistencia en el 
análisis24. 
                                                 
24 Las distribuciones fueron asimétricas leptocúrticas; el uso de los rangos intercuartílicos –que eliminan los 





Los indicadores específicos, junto con los umbrales considerados para la diferenciación, se 
consignan en la Tabla 7.  
 
Tabla 7: Variables de operacionalización de realizaciones 
Fuente: Elaboración propia 
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La base de datos fuente fue facilitada por UNODC-SIMCI, y fue la misma utilizada por 
UNODC para la elaboración del documento “Indicadores para el seguimiento de la 
Consolidación de Zonas Libres de Cultivos Ilícitos” (UNODC, 2011b); la base contiene 
información para 1100 municipios. 
La información corresponde a años diferentes porque no se cuenta con informaciones 
actualizadas para las variables seleccionadas, por lo que ha sido necesario utilizar el último 
valor disponible en cada una de ellas. No obstante, varias de las variables presentan cierta 
estabilidad al considerarse en un período de pocos años. El factor que presenta mayor 
variación es la presencia de grupos armados ilegales, que ha presentado variaciones 
importantes en los últimos años, pero sólo se cuenta con la información de presencia al 
nivel municipal para el año 2009; el criterio de selección, sin embargo, es el de presencia, 
valorado con una variable dicotómica que parte de la información aportada por la fuerza 
pública en torno a la presencia de grupos armados ilegales en el territorio. 
Se incluye la información sobre NBI para contrastar con el nivel de salud y educación. 
Evidentemente existe colinealidad, por lo que se espera que estos valores presenten 
tendencias similares en los resultados. 
Para la rentabilidad relativa UPA/UPAC se consideró un valor de umbral de 0.5, 
examinando los casos en los que la rentabilidad de las unidades productoras de coca 
duplica la rentabilidad de las unidades productoras legales. En el caso de la legalización de 
la propiedad, el criterio es que el IGAC registre que el municipio se encuentra actualizado 
en el registro catastral. En torno a la capacidad de administración de justicia, se aplicó el 
criterio de presencia de entidades del sistema de administración de justicia en el municipio, 
siguiendo la directriz del estudio sobre identificación de criterios para la valoración de zonas 
libres de cultivos ilícitos (SIMCI, 2011); como control, se realizó el análisis de correlación 
entre la presencia de entidades del sistema de administración de justicia respecto de la 
densidad, el cual presentó un nivel de correlación alto y significativo. 
En algunos estudios se han incluido la tasa de homicidios y la tasa de desplazamiento 
poblacional como variables de análisis asociadas a la producción de cultivos ilícitos. En este 
caso no se incluyen debido a que  se trata de variables fuertemente endógenas en relación 
con la presencia de grupos armados ilegales, y presentan una relación que no contribuye a 
aclarar las condiciones de vulnerabilidad. Sobre el entendido de que el narcotráfico ha 
contribuido a profundizar y complejizar el conflicto en Colombia, pero que no constituye su 
causa estructural, tanto la tasa de homicidios como el desplazamiento forzado interno 
tienden a aumentar cuando se presentan disputas territoriales entre los grupos armados 
que controlan el territorio, por lo que en algunos casos los aumentos en estas dos variables 
pueden considerarse un efecto de la presencia de cultivos ilícitos, más que servir como 





Con base en estos umbrales se operacionalizaron variables dicotómicas de carácter lógico 
(If α≤x=1; other=0)  para cada una de las variables consideradas (continuas o no), de 
manera que se tuviese una clasificación fundada en el cumplimiento del criterio, obteniendo 
una matriz binaria que se contrastó con la matriz binaria correspondiente para la variable 
de respuesta (presencia de cultivos ilícitos) al nivel municipal. 
El método estadístico utilizado es el Análisis de riesgo relativo indirecto25, una de las 
variantes para la evaluación de medidas de asociación que han sido frecuentemente 
utilizadas en el análisis clínico. Este método permite establecer si existe alguna asociación 
entre la exposición al factor de interés y el riesgo posterior de presentar un desenlace 
indeseable (Ruiz et. al., 2001, p. 102), que en este caso está definido por la presencia de 
cultivos ilícitos de coca durante el período 2001 – 2010. Los factores a los que está expuesto 
un territorio pueden ser de naturaleza diversa: el análisis que se propone aquí incluye 
variables que intentan recoger lo relativo a las diferentes libertades definidas desde el 
enfoque de capacidades; de este modo, quiere valorarse, de manera relativa, cuáles son 
los factores que importan en relación con la probabilidad de que en un municipio se 
establezcan cultivos ilícitos de coca.  
El procedimiento consiste en valorar las frecuencias de ocurrencia de un evento en una 
tabla cruzada en la que se incorporan el desenlace y el factor de asociación considerado. 
Esta valoración permite identificar el nivel de riesgo relativo, correspondiente al cociente del 
riesgo del evento en el grupo expuesto sobre el de riesgo del grupo no expuesto. A 
continuación se ejemplifica el método anterior con una aplicación directa al caso en 
cuestión.  
En la columna de la izquierda se ubican las variables de respuesta (producción o no de 
cultivos de coca en el municipio), y en el lado derecho (columnas 2 y 3) se ubican las 
frecuencias de respuesta usando un valor de corte o umbral, en este caso la mediana del 
grado de analfabetismo en población adulta en el municipio, que alcanza un valor del 16%. 
Tabla 8: Ilustración de la valoración del cociente de probabilidad para la variable 
Analfabetismo de adultos 
Fuente: Elaboración propia 
 
Analfabetismo en adultos (municipal) 
Respuestas Inferior a la mediana 
(≤ 16%) 
Superior a la mediana 
(>16%) 
Total de Fila 
NO Producen 
























De la tabla anterior se obtiene que no se registran cultivos de coca en el 68.82% del total 
de municipios del país, y que los cultivos de coca se localizan sólo en el 31.18%, 
correspondientes a 343 municipios. Paralelamente, se observa que el 51% de los 
municipios presentan un nivel de analfabetismo inferior a la mediana de 16%, y el 49% 
presentan un valor superior. 
                                                 





En los municipios donde no se producen cultivos de coca, el cociente de las frecuencias 
por analfabetismo (40.36/ 28.45) es de 1.41, mientras que el mismo cociente en los 
municipios donde sí se producen cultivos de coca (10.64 / 20.55) es de  0.51. De lo anterior, 
se obtiene que la producción de cultivos de coca se encuentra asociada negativamente 
con niveles de analfabetismo inferiores a la mediana nacional, por lo que este elemento 
puede considerarse como un factor de protección frente a la producción de cultivos ilícitos.  
El cociente entre estos dos elementos (1.41 / 0.51) establece la proporción en la que se 
relacionan las dos condiciones de frecuencia, que se conoce como el cociente de 
probabilidades; en este caso, el valor es de 2.74, lo que nos indica que en los municipios 
donde el nivel de analfabetismo de adultos es superior a la mediana nacional, es 2.74 veces 
más probable que se establezcan cultivos ilícitos de coca. 
Un cociente cuyo valor sea igual a 1.0 indica que no existen diferencias en la probabilidad 
de ocurrencia del evento respuesta respecto de variaciones en el comportamiento de la 
variable de asociación, puesto que estaría indicando que en el cociente el valor superior y 
el inferior son idénticos, por lo que puede decirse que no hay diferencias en probabilidad. 
Cuando el cociente es 1, la variable puede desecharse, puesto que no está discriminando 
ningún comportamiento en la variable de respuesta. 
Por otra parte, los valores más alejados de 1 expresan mayor nivel de impulso de esa 
variable; pueden ser mayores que 1.0 (yendo hasta el infinito), o pueden ser menores que 
uno y acercarse fuertemente a cero; entre más distante de 1.0 sea el cociente (tanto hacia 
el infinito como hacia cero), indica que hay mayor diferencia entre el cociente, con lo que 
señala que hay una mayor diferencia entre las probabilidades. 
A continuación se presentan los resultados del análisis para las variables consideradas. El 
análisis se realizó a escala municipal, con excepción del dato correspondiente a la 
rentabilidad relativa UPA / UPAC, elaborado con base en la información de las encuestas 
de producción realizadas en zonas productoras de cultivos de coca, el cual sólo se tiene al 
nivel regional. En este caso, el dato regional se aplica al conjunto de los municipios que se 
encuentran en la región. 
Una vez concluido el análisis de frecuencias se derivó un modelo logístico de probabilidad. 
Los coeficientes generados con el modelo se aplicaron a cada uno de los municipios, 
generando un valor de respuesta para cada caso. Para facilitar la comprensión del 
resultado, se normalizó el resultado en una escala de 0 a 1, y los resultados se 
categorizaron en tres subdivisiones (Bajo, Medio y Alto).  
Resultados del análisis 
 
La siguiente tabla muestra los resultados de la aplicación del análisis de riesgo relativo 
indirecto (cociente de probabilidades, “Odds ratio”) para el caso de la producción de cultivos 
ilícitos.   
Tabla 9: Resultados de la aplicación de cocientes de probabilidades para las realizaciones 
seleccionadas 


























pmdensidad               
4,6340    




gai 5,1000 12,72 4,407 0.864  
Rentabilidad UPA / 
UPAC 
pm110               
0,3368    




pm31               
1,9710    
30,82 1,233 0,626 0,00 
Tasa de mortalidad 
infantil 
pm59               
2,7928    
29,91 1,301 0,466 0,00 
Tasa de 
analfabetismo 
pm101               
2,7401    
28,45 1,419 0,518 0,00 
Porcentaje de NBI pm104               
2,8462    
19,73 2,488 0,874 0,00 
GINI de tierras pm56               
0,5601    
38,18 0,803 1,432 0,00 
Inversión municipal 
por habitante 
pm35               
1,3695    






pm81               
0,4982    




pm89               
0,1567    
67,91 0,013 0,085 0,00 
 
De la tabla anterior, se observa que el factor con mayor grado de asociación con la 
producción de cultivos ilícitos lo constituye la presencia de actores armados ilegales, 
seguido por la densidad de población. La tasa de analfabetismo y la de mortalidad infantil 
tienen también un  grado de asociación importante, muy cercanas al nivel de NBI 
consideradas de manera integral; lo anterior confirma la colinealidad e ilustra la posibilidad 
de considerar otras variables incluidas dentro de las NBI.  
Llama la atención que el grado de asociación con el estado de actualización catastral es 
superior al de la rentabilidad relativa de la producción ilegal; lo anterior señala la importancia 
de la definición de los derechos de propiedad en el marco de las alternativas de actuación 
para la reducción de la producción ilegal, puesto que la actualización catastral trae consigo 
el aumento del costo de ser sorprendido en la realización de una conducta ilegal, lo que se 
traduce en un mayor nivel de riesgo de afectación sobre el patrimonio. Debe resaltarse 
también que la baja cobertura de la actualización catastral, así como el bajo grado de 
presencia de entidades del sistema de justicia en una parte muy significativa del territorio 
nacional (más del 60% de los municipios) constituye un factor de riesgo importante. 
Al aplicar el modelo logístico respecto de la producción de cultivos de coca al nivel municipal 
(label p5) se encuentra que la tasa de mortalidad infantil, el ingreso por habitante y el grado 
de presencia de entidades del sistema de justicia no son estadísticamente significativos. La 





incorporadas son suficientes para explicar la mayor parte del fenómeno. Eliminando los 
elementos no significativos del modelo, se producen los siguientes valores: 
Tabla 10: Resultados del modelo logístico de vulnerabilidad al establecimiento de cultivos de 
coca al nivel municipal 




Como se puede observar, todas las variables presentan un alto valor de significancia 
estadística. En el modelo, la densidad poblacional  tiene un factor de impulso superior a la 
presencia de grupos armados ilegales; de otra parte, los factores de riesgo más importantes 
son la relación de rentabilidad entre la producción legal y la ilegal (label pm110) y el grado 
de actualización catastral (label pm89).  
De lo anterior, puede concluirse que el análisis de vulnerabilidad para la presencia de 
cultivos de coca (p5) al nivel municipal puede valorarse con base en las siguientes variables: 
 
Tabla 11: Variables claves para la valoración de la vulnerabilidad municipal al establecimiento 
de cultivos ilícitos de coca desde el enfoque de capacidades 
Fuente: Elaboración propia con base en resultados del modelo logit aplicado a la presencia de 
cultivos ilícitos de coca al nivel municipal. 
 
Tipo de realización Indicador 
Ocupación del territorio · Densidad poblacional (pmdensidad_a) 
Libertades políticas / 
Seguridad protectora 
· Presencia de grupos armados ilegales (gai) 
 
Servicios económicos · Rentabilidad relativa UPA / UPAC (pm110) 
· Inversión municipal por habitante (pm35) 
Oportunidades sociales · Nivel de analfabetismo en adultos mayores de 25 
años (pm101) 
· GINI de tierras (pm56) 
Garantías de 
transparencia 
· Estado catastral (pm89) 
 
 
                                                                              
pmdensidad~a     1.558755   .1696436     9.19   0.000      1.22626    1.891251
        pm56    -.6224863    .166361    -3.74   0.000    -.9485478   -.2964248
       pm110    -1.524857   .2004644    -7.61   0.000     -1.91776   -1.131954
        pm89    -1.232674   .2274977    -5.42   0.000    -1.678562   -.7867871
        pm35     .4446055   .1515681     2.93   0.003     .1475376    .7416735
       pm101       .60498   .1676178     3.61   0.000     .2764552    .9335048
         gai     1.406852   .1647251     8.54   0.000     1.083996    1.729707
                                                                              
          p5        Coef.   Std. Err.      z    P>|z|     [95% Conf. Interval]
                                                                              
Log likelihood = -511.96112                       Prob > chi2     =     0.0000
                                                  Wald chi2(7)    =     292.76





De acuerdo con los resultados obtenidos, cada una de estas variables tiene importancia 
para explicar la presencia de cultivos ilícitos de coca en un municipio. La intensidad con la 
que participa cada una se expresa en el valor del coeficiente en el modelo de regresión 
logística, siendo superiores los valores positivos y negativos extremos; en el caso de los 
valores positivos, estos pueden leerse como indicadores de exposición a la amenaza (por 
ejemplo, la baja densidad poblacional constituye un fuerte impulsor del establecimiento de 
cultivos ilícitos), mientras que los valores negativos pueden leerse como factores de 
protección (por ejemplo, una fuerte supremacía de la rentabilidad de la producción ilegal 
respecto de la legal, constituye un factor muy importante de exposición del territorio al 
establecimiento de cultivos ilícitos de coca). 
Los resultados del modelo se espacializaron en mapas. A continuación se presentan los 
mapas resultantes, iniciando con un análisis general y señalando algunas particularidades 
regionales. Las áreas con color verde intenso, indican bajos niveles de vulnerabilidad 
municipal al establecimiento de cultivos de coca con base en el modelo logístico. Las áreas 
con color rojo intenso señalan la condición contraria, una alta vulnerabilidad. Los cultivos 
de coca corresponden a los puntos negros, localizados de acuerdo con los resultados del 







Mapa 3: Índice de vulnerabilidad municipal al establecimiento de cultivos ilícitos y localización 
de cultivos de coca 








En el mapa se percibe con claridad una asociación entre los municipios productores de 
cultivos ilícitos de coca y su grado de vulnerabilidad desde el enfoque de capaciadades. Lo 
anterior no es sorprendente, puesto que los factores de probabilidad se han evaluado 
precisamente respecto de esta variable, pero en cambio es importante resaltar que ninguno 
de los indicadores considerados puede presentar colinealidad con los factores biofísicos y 
climatológicos determinantes de la localización; dicho de otra manera, la localización de 
los cultivos de coca atiende, además de a un rango de condiciones biofísicas y 
climatológicas, a un conjunto de características sociales que definen condiciones de 
posibilidad para el establecimiento de los cultivos. 
Ahora bien, más allá de las coincidencias entre los municipios con mayores niveles de 
vulnerabilidad desde el enfoque de capacidades, es importante señalar la presencia de 
municipios que presentan un alto valor de vulnerabilidad pero que no cuentan con 
cultivos ilícitos de coca hasta el momento. Por ello, es pertinente señalar algunos 
elementos importantes desde la lógica de la política pública para la prevención de la 
expansión de los cultivos ilícitos. 
1. Desde el enfoque de capacidades, existe un amplio grupo de municipios que 
presentan un alto grado de vulnerabilidad y donde hasta el momento no se ha 
registrado la presencia de cultivos de coca. Estos municipios constituyen las rutas 
más probables de expansión del fenómeno como respuesta a las acciones de 
control de la oferta por medio de la intensificación de la acción estatal. 
2. La costa pacífica constituye la región con mayor grado de vulnerabilidad. Esta región 
enfrenta además factores de vulnerabilidad asociados a ventajas comparativas para 
la exportación de la droga y para el tráfico de armas y la recepción de divisas, como 
se señala por el “efecto frontera” propuesto por Rico (2012). 
3. La Orinoquía y la Amazonía colombianas tienen también un alto potencial de 
expansión de los cultivos de coca, principalmente en el Vichada y en un sector del 
departamento del Guainía. 
 
Ahora bien, es pertinente resaltar algunas especificidades regionales en torno a los 
resultados obtenidos. A continuación se presentan los mapas de vulnerabilidad en escala 
regional, siguiendo el criterio de regionalización aplicado por UNODC para la delimitación 






Mapa 4: Índice de vulnerabilidad municipal al establecimiento de cultivos ilícitos – Región 
Central 
Fuente: Elaborado por UNODC, con base en los datos generados por este estudio. 
 
 
El mapa ilustra la pertinencia del índice en relación con la localización de los cultivos en los 
departamentos de Antioquia, Córdoba, Bolívar, Cesar, Norte de Santander, Santander, 





visible un nivel de riesgo importante en varios municipios de Bolívar, región central del 
Cesar, y el sector centro occidental de Norte de Santander. 
Mapa 5: Índice de vulnerabilidad municipal al establecimiento de cultivos ilícitos – Región 
Meta Guaviare 
Fuente: Elaborado por UNODC, con base en los datos generados por este estudio. 
 
En la región Meta Guaviare hay alto nivel de coincidencia entre la vulnerabilidad desde el 
enfoque de capacidades y la localización de los cultivos de coca, pero se hace evidente la 





Mapa 6: Índice de vulnerabilidad municipal al establecimiento de cultivos ilícitos – Región 
Amazonía 
Elaborado por UNODC, con base en los datos generados por este estudio. 
 
Dado que en la región la densidad de cultivos es inferior, se ha aumentado la escala de 
visualización para facilitar la visibilidad de su localización. La situación en la región 
Amazónica refuerza el planteamiento sobre la importancia determinante de las vías fluviales 
como eje de localización de los cultivos de coca, y los bajos niveles de densidad actuales 
unidos a una muy fuerte vulnerabilidad señalan a esta región en su conjunto como uno de 





el control de la oferta, ya que presenta además una muy baja densidad poblacional y de 
presencia del Estado en el territorio.   
Mapa 7: Índice de vulnerabilidad municipal al establecimiento de cultivos ilícitos – Región 
Orinoquía 
Fuente: Elaborado por UNODC, con base en los datos generados por este estudio. 
 
En la Orinoquía existe alto grado de coincidencia en la localización de los cultivos de coca 





que su territorio es más de la mitad del área departamental; los llanos de los ríos Vichada 
y Guaviare son el escenario de expansión potencial más importante de la región, dadas sus 
ventajas de localización y los bajos niveles de presencia estatal en el territorio. 
Mapa 8: Índice de vulnerabilidad municipal al establecimiento de cultivos ilícitos – Región 
Pacífico 








La región Pacífico es la que presenta el mayor nivel de vulnerabilidad desde el enfoque de 
capacidades, y coincide con el escenario de mayor densidad de cultivos en Colombia. 
Deben señalarse algunas particularidades, principalmente en el caso de Tumaco pero 
también de Buenaventura, donde existen grandes extensiones de cultivos de coca pero el 
índice de señala una condición de vulnerabilidad más baja. En los dos casos, los guarismos 
municipales omiten la diferencia entre el sector urbano y rural de los extensos municipios; 
a manera de ejemplo, el área municipal de Buenaventura es de 6.297 km2; la población 
total es de 369.753 habitantes, de los cuales 335.256 se localizan en la ciudad, y sólo 
34.497 en la zona rural; la densidad poblacional municipal es de 58,71 hab/km2, pero la 
densidad rural real es de 5,46.  El caso de Tumaco presenta una situación distinta en 
relación con la distribución de la población rural/urbana, casi paritaria, pero también fuertes 
diferencias en varios de los indicadores.   
 
Gráfico 19: Tasas rurales y urbanas de analfabetismo en Tumaco y Buenaventura 
Fuente: Reporte DANE Censo 2005, separata para Tumaco y Buenaventura.  
 
  
Tumaco (Nariño) Buenaventura (Valle del Cauca) 
 
 
En el caso de la tasa de analfabetismo en población de más de 15 años, mientras que en 
el caso de los centros urbanos el indicador se encuentra por debajo del umbral de corte, en 
el sector rural lo supera ampliamente. 
Debe señalarse también que los municipios de la costa pacífica colombiana cuentan con 
ventajas comparativas definitivas en relación con la dinámica del narcotráfico. Su condición 
de puertos naturales para el despacho de mercancías ilegales y para la adquisición de 
armas en una enorme extensión costera con bajos niveles de control, es definitiva; estos 
elementos sin duda importan en la lógica de la localización de los cultivos; no obstante, 
como se observa en el mapa, aún con una ventaja comparativa determinante a todo lo largo 
de la línea costera, los gradientes de vulnerabilidad desde el enfoque de capacidades no 








Mapa 9: Índice de vulnerabilidad municipal al establecimiento de cultivos ilícitos – Región 
Putumayo Caquetá 
Fuente: Elaborado por UNODC, con base en los datos generados por este estudio. 
 
Mientras que en el departamento del Caquetá existe un grado aceptable de 
correspondencia entre la localización de los cultivos y el grado de vulnerabilidad municipal, 
el caso del departamento del Putumayo es claramente inconsistente en relación con lo que 





Los municipios de Villa Garzón, Orito, Puerto Caicedo, Valle del Guamuez y San Miguel,  
arrojan valores de vulnerabilidad baja cuando se valoran los indicadores considerados, pero 
son al mismo tiempo los mayores productores de cultivos de coca en el departamento. Las 
variables que presentan inconsistencia son principalmente las relacionadas con el ingreso 
y el gasto público, puesto que estos municipios son grandes beneficiarios de regalías, como 
se observa en el Gráfico 20.    
 
Gráfico 20: Regalías 2012 - 2014 en los municipios del Putumayo y transferencias por 
habitante 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema General de Regalías para las vigencias 
2012, 2013 y 2014 (asignación).  Los datos de población corresponden a la población proyectada 




La conversión de regalías en transferencias modifica indirectamente el ingreso de las 
personas, pero no modifica directamente sus medios de vida sino algunas de sus 
oportunidades, en la medida en que se encuentren cubiertos por el efecto de mejoramiento 
de las inversiones realizadas con las regalías. Las transferencias no han conseguido, sin 
embargo, modificar los demás indicadores de vulnerabilidad; las tasas de analfabetismo y 
mortalidad infantil de Orito, por ejemplo, superan con mucho las de Mocoa, la capital 
departamental, así como el porcentaje de NBI, aun cuando cuenta con una densidad de 
población casi equivalente. 
Tabla 12: Indicadores de capacidades para los municipios del Putumayo 
Fuente: Elaboración propia utilizando la base de datos de UNODC – SIMCI para “Indicadores para 













































Regalías 2012 -2014 Transferencias /habitante








Francisco San Miguel Santiago Sibundoy
Valle del 
Guamuez Villagarzon
Tasa de analfabetismo 0,07       0,07       0,12       0,12           0,13         0,15        0,24           0,12             0,12           0,18       0,09       0,12             0,13           
Tasa de mortalidad infantil 28,38     27,13     46,98     27,05         37,03      36,24      39,16         30,89          28,94        43,38     23,23     27,34           38,09        
Ingreso por habitante (miles de pesos) 3.018     5.891     6.176     3.602         2.875      2.708      10.246       2.960          2.214        2.177     6.777     2.175           7.714        
Porcentaje de NBI 0,20       0,28       0,51       0,31           0,41         1,00        0,38           0,25             0,41           0,40       0,21       0,39             0,36           
Estado de actualización catastral 1,00       0,50       0,50       0,10           0,10         0,50        1,00           1,00             0,50           0,50       1,00       0,50             0,10           
Grado de presencia de entidades del sistema de administración de justicia0,50       0,10       0,25       0,10           0,75         0,75        0,25           0,50             0,75           0,50       0,25       0,50             0,50           
Inversión municipal por habitante 862,96  455,59  694,51  445,55      699,50    672,94    346,46       708,67        573,56      577,55  702,49   389,28         981,12      
GINI de tierras 0,74       0,80       0,72       0,66           0,72         0,69        0,41           0,67             0,68           0,72       0,70       0,74             0,55           





De otra parte, en la zona sur del departamento del Putumayo se observa una tendencia a 
la concentración de cultivos en la sección fronteriza con el Ecuador. Este proceso coincide 
con lo planteado en el análisis formal, en relación con que la rentabilidad de la producción 
ilegal se asocia con las posibilidades de intervención de las autoridades; la limitación para 
la aplicación de aspersiones aéreas, unida al control del territorio por parte del Frente Sur 
de las Farc, hace que disminuya la probabilidad de que la producción de coca sea 
intervenida, aún por la vía de la erradicación manual forzosa. De este modo, la 
concentración de los cultivos en esta franja es una respuesta esperable, si bien, como 
señala el Observatorio de Drogas de Colombia (ODC), “la zona fronteriza con Ecuador 
concentra municipios que tradicionalmente han presentado estabilidad en términos de 
núcleos de cultivos de coca en torno a los cuales ha gravitado gran parte de la producción 
regional” (ODC, 2012, p. 30).  
Síntesis de los hallazgos 
 
De acuerdo con los resultados expuestos, existen niveles de realización de las capacidades 
estrechamente asociados con la probabilidad de establecimiento de cultivos ilícitos al nivel 
municipal. La densidad de ocupación del territorio, la presencia de actores armados 
ilegales, y la rentabilidad relativa de la producción legal y la ilegal, constituyen los factores 
que con mayor frecuencia impulsan el establecimiento de cultivos de coca. Lo anterior 
coincide con el planteamiento formal, según el cual las cantidades de producto ilegal serán 
proporcionales a la razón entre la productividad legal e ilegal, y el nivel de impunidad 
potencial de la actividad en el territorio derivado de la competencia por el monopolio de la 
fuerza en escenarios locales. 
 
El análisis de las particularidades regionales permite proponer, igualmente, que los niveles 
de realización de capacidades no son suficientes para explicar la totalidad de la distribución 
espacial de los cultivos de coca al nivel municipal. Junto con las capacidades, operan 
variables de orden biofísico y climatológico, así las vías de comunicación (en muchos casos 
fluviales) que pueden asociarse con ventajas estratégicas para el tráfico de los productos, 
y factores adicionales como la cercanía a las fronteras o a puertos, y las restricciones de 
aplicación de medidas de control.  
 
Los resultados indican que particularmente la región Pacífico se encuentra en un muy alto 
grado de vulnerabilidad frente al establecimiento de cultivos de coca desde el enfoque de 
capacidades, y dicha vulnerabilidad se ve reforzada por la condición de puerto natural que 
facilita el tráfico de productos ilegales, armas y divisas; la Orinoquía y la Amazonía 













Conclusiones de la investigación 
1. La conclusión general de esta investigación es que, desde el enfoque de capacidades, 
el efecto de la producción ilícita sobre el bienestar arroja un resultado negativo cuando 
el aumento en el volumen de ingresos no compensa las reducciones en las libertades 
de las personas que habitan las regiones productoras. Lo anterior, debido a que la 
función de beneficio económico se encuentra asociada directamente con un mecanismo 
de reducción de la seguridad en el territorio, y a que por la aplicación de este mecanismo 
por parte de los agentes traficantes se produce una reducción en el conjunto de las 
libertades monetarias y no monetarias de las personas en el territorio. 
2. Al nivel individual, el cambio en el estado de bienestar de los productores de cultivos 
ilícitos dependerá de: 
a. La magnitud de su preferencia por el ingreso. 
b. La magnitud del factor de impulso del ingreso ilegal sobre las realizaciones no 
monetarias. 
c. La magnitud del factor de impulso de las realizaciones no monetarias sobre el 
ingreso. 
3. Al nivel social, el cambio en el estado de bienestar social en una región productora de 
cultivos ilícitos dependerá de: 
a. La proporción de productores dedicados a la producción ilícita. 
b. La magnitud del cambio neto en las realizaciones monetarias de los productores 
de cultivos ilícitos. 
c. La magnitud de la reducción de  las realizaciones no asociadas al ingreso para 
el conjunto de la población habitante de la región productora. 
4. En condiciones de precariedad del ingreso (altos niveles de pobreza monetaria), cuando 
el número de campesinos dedicados a la producción ilegal es bajo y la preferencia por 
el ingreso es alta, la producción ilegal puede producir ganancias de bienestar porque la 
reducción en las realizaciones no asociadas al ingreso es baja. A medida que aumenta 
la proporción de productores dedicados a la producción ilegal, se potencia la reducción 
en las realizaciones no asociadas al ingreso por el impulso de la reducción de la 
seguridad sobre las demás realizaciones no monetarias, haciendo que el balance se 
altere, puesto que la seguridad llega a niveles críticos y produce distorsiones agudas en 
las demás realizaciones. 
5. La sub asignación de tierra para la producción ilegal por parte del productor campesino 
para la maximización del beneficio económico responde a una estrategia para la 
reducción del riesgo. 
6. Existe una clara conexión entre la producción de cultivos ilícitos, la constitución de 
cuerpos de seguridad ilegal privada, y la corrupción, como estrategias de incremento 





en la existencia de un incentivo económico fuerte para que los traficantes aspiren al 
establecimiento de monopsonios estrictos fundados en control territorial derivado del 
uso de la fuerza, ya que el beneficio en condiciones monopsónicas es estrictamente 
superior (por más de dos veces) que el beneficio que podría obtener en condiciones 
oligopsónicas, independientemente del precio final, del precio inicial y del parámetro de 
sensibilidad de la oferta de los cultivos de coca. 
7. Cuando se presenta competencia entre dos traficantes pueden presentarse dos 
resultados:  
a. Establecimiento de monopsonio estricto por un traficante, tras la eliminación del 
contrario.  
b. Establecimiento de monopsonios colindantes en la que la proporción de territorio 
de cada traficante corresponde a su capacidad de fuerza. En condiciones de 
paridad de fuerza, la perspectiva de pérdidas o eliminación puede disuadir a los 
competidores de la confrontación, haciendo que se respeten los territorios 
temporalmente.  
8. La solución monopsónica se ve apoyada por la condición del cultivo de coca como un 
cultivo permanente con una curva de rendimiento que alcanza el máximo de producción 
sólo en el tercer año; adicionalmente, existe un incentivo para el control territorial por 
parte del traficante monopsonista, para evitar que los productores vendan a otros 
compradores, por lo que el establecimiento de territorios bajo control constituye la 
alternativa de mayor viabilidad económica. Dada esta condición monopsónica del 
mercado de los cultivos de coca, el precio de compra será inferior al precio que podría 
obtenerse en condiciones de mercado competitivo, y de igual manera la cantidad 
producida será inferior. 
9. Cuando hay presencia del Estado, todo aumento en el volumen de producción ilegal 
estará acompañado de un aumento en el gasto de seguridad ilegal privada; este gasto 
deberá ser proporcional a la cantidad de unidades de justicia aplicadas por el Estado, y 
a la relación establecida entre el parámetro de sensibilidad de la oferta y el precio de 
las unidades de seguridad ilegal privada para garantizar la maximización del beneficio. 
La reacción de un traficante frente a un choque de justicia producido por un aumento 
de acción estatal, tendrá un umbral por encima del cual el aumento de unidades de 
seguridad privada no será viable. Cuando se presenten estas condiciones, la decisión 
del traficante deberá ser el abandono o la relocalización de su zona de trabajo.  
10. La corrupción opera como una estrategia alternativa a la aplicación de fuerza para la 
maximización del beneficio del traficante cuando hay presencia de la justicia, partiendo 
de que existe un valor de oportunidad de soborno para los funcionarios que puede estar 
apoyado por amenazas contra su seguridad personal, en todos aquellos casos donde 
las fallas en control territorial por parte del Estado hacen que las amenazas del traficante 
puedan considerarse como amenazas creíbles. 
11. Con la incorporación de la corrupción dentro de la función de maximización del beneficio 
del traficante, el análisis indica que el valor del soborno aumentará proporcionalmente 
con el aumento de la cantidad de producto ilegal, y disminuirá el número de unidades 
de seguridad ilegal privada requeridas. Con base en lo anterior, se concluye que existe 
una combinación de seguridad ilegal privada y corrupción que maximiza el beneficio del 
traficante, y la decisión del traficante dependerá de la relación entre el costo de los 
sobornos y el precio de la seguridad ilegal privada, siempre que se opere bajo el umbral 
de densidad de la justicia que hace inviable el control territorial del traficante. 
12. Dados los costos de neutralización de la justicia, en la medida en que se aumente la 
escala de control territorial y producción ilegal, la captura del Estado se constituye en 
una alternativa de crecimiento y maximización del beneficio para el traficante.  





sobre el nivel de impunidad. La eficacia de las tecnologías no depende exclusivamente 
de su costo ni de que se encuentren en el nivel más avanzado de tecnología.  
14. Es posible que en situaciones coyunturales se presenten acuerdos entre los traficantes 
para enfrentar la acción de la justicia, pero bajo el riesgo de que uno de los traficantes 
acuda a la traición para incrementar sus beneficios. De igual manera, el establecimiento 
de alianzas entre el Estado y los traficantes es una estrategia esperable cuando prima 
el interés de obtener éxito en la contienda a cualquier costo. 
15. La localización de los cultivos de coca en el territorio nacional atiende, además de a un 
rango de condiciones biofísicas y climatológicas, al nivel de ocupación del territorio, a 
la presencia de actores armados ilegales, y a la rentabilidad relativa de la producción 
legal y la ilegal. Lo anterior coincide con el planteamiento formal, según el cual las 
cantidades de producto ilegal serán proporcionales a la razón entre la productividad 
legal e ilegal, y el nivel de impunidad potencial de la actividad en el territorio derivado 
de la competencia por el monopolio de la fuerza en escenarios locales. 
16. Los niveles de realización de capacidades no son suficientes para explicar la totalidad 
de la distribución espacial de los cultivos de coca al nivel municipal. Junto con las 
capacidades, operan variables de orden biofísico y climatológico, así como las vías de 
comunicación que pueden asociarse con ventajas estratégicas para el tráfico de los 
productos e insumos, y factores adicionales como la cercanía a las fronteras o a puertos, 
y las restricciones de aplicación de medidas de control.  
17. El índice de vulnerabilidad municipal al establecimiento de cultivos ilícitos de coca 
señala que existe un amplio grupo de municipios que presentan un alto grado de 
vulnerabilidad y donde hasta el momento no se ha registrado la presencia de cultivos 
de coca. Estos municipios constituyen las rutas más probables de expansión del 
fenómeno como respuesta a las acciones de control de la oferta por medio de la 
intensificación de la acción estatal. En este sentido, resaltan dos aspectos principales: 
18. La costa pacífica constituye la región con mayor grado de vulnerabilidad. Esta región 
enfrenta además factores de vulnerabilidad asociados a ventajas comparativas para la 
exportación de la droga y para el tráfico de armas y la recepción de divisas. 
19. La Orinoquía y la Amazonía colombianas tienen también un alto potencial de expansión 
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